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TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENA-
RIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL 
DÍA 6 DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 16 DE 2012 

SENADO, 192 DE 2012 CÁMARA
por el cual se reforman los artículos 116, 152  

y 221 de la Constitución Política de Colombia.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese el artículo 116 de la 

Constitución Política con los siguientes incisos:
Créase un Tribunal de Garantías Penales que 

tendrá competencia en todo el territorio nacional 
y en cualquier jurisdicción penal, y ejercerá las si-
guientes funciones:

1. De manera preferente, servir de juez de con-
trol de garantías en cualquier investigación o pro-
ceso penal que se adelante contra miembros de la 
Fuerza Pública.

2. De manera preferente, controlar la acusación 
penal contra miembros de la Fuerza Pública, con el 

materiales y formales para iniciar el juicio oral.

de competencia que ocurran entre la Jurisdicción 
Ordinaria y la Jurisdicción Penal Militar.

4. Las demás funciones que le asigne la ley.
El Tribunal de Garantías estará integrado por 

ocho (8) Magistrados, cuatro (4) de los cuales se-
rán miembros de la Fuerza Pública en retiro. Sus 
miembros serán elegidos por las Salas de Gobierno 
de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Es-
tado y la Corte Constitucional en pleno. Los miem-
bros de la Fuerza Pública en retiro de este Tribunal, 
serán elegidos de cuatro (4) ternas que enviará el 
Presidente de la República.

Una ley estatutaria establecerá los requisitos 
exigidos para ser magistrado, el régimen de inha-
bilidades e incompatibilidades, el mecanismo de 
postulación de candidatos, el procedimiento para 
su selección y demás aspectos de organización y 
funcionamiento del Tribunal de Garantías Penales.

Artículo 2°. Adiciónese al artículo 152 de la 
Constitución Política un literal g), así:

g) Las materias expresamente señaladas en los 
artículos 116 y 221 de la constitución, de confor-
midad con el presente acto legislativo.

Artículo 3°. El artículo 221 de la Constitución 
Política quedará así:

De los delitos cometidos por los miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con 
el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o 
tribunales militares, con arreglo a las prescripcio-
nes del Código Penal Militar. Tales cortes o tribu-
nales estarán integrados por miembros de la Fuerza 
Pública en servicio activo o en retiro.

En ningún caso la Justicia Penal Militar o poli-
cial conocerá de los crímenes de lesa humanidad, 
ni de los delitos de genocidio, desaparición forza-
da, tortura, ejecución extrajudicial, desplazamiento 
forzado, violencia sexual, y reclutamiento o uso de 
menores. Las infracciones al Derecho Internacio-
nal Humanitario cometidas por miembros de la 
Fuerza Pública, salvo los delitos anteriores, serán 
conocidas exclusivamente por las cortes marciales 
o tribunales militares o policiales.

Cuando la conducta de los miembros de la Fuer-

investigada y juzgada por las autoridades judicia-
les, se aplicará siempre el Derecho Internacional 

interpretación y aplicación, y determinará la forma 
de armonizar el derecho penal con el Derecho In-
ternacional Humanitario.
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Si en desarrollo de una acción, operación o 
procedimiento de la Fuerza Pública, ocurre algu-
na conducta que pueda ser punible y exista duda 
sobre la competencia de la Justicia Penal Militar, 
excepcionalmente podrá intervenir una comisión 
técnica de coordinación integrada por represen-
tantes de la jurisdicción penal militar y de la juris-
dicción penal ordinaria, apoyada por sus respecti-
vos órganos de policía judicial. La ley estatutaria 
regulará la composición y funcionamiento de esta 
comisión, la forma en que será apoyada por los 
órganos de policía judicial de las jurisdicciones 
ordinarias y penal militar y los plazos que deberá 
cumplir.

La ley podrá crear juzgados y tribunales penales 
policiales, la ley podrá adoptar un Código Penal 
Policial.

La ley desarrollará las garantías de autono-
mía e imparcialidad de la Justicia Penal Militar. 
Además, regulará una estructura y un sistema de 
carrera propio e independiente del mando institu-
cional.

-
lizada de los miembros de la Fuerza Pública, en la 
forma en que lo regule la ley, bajo la dependencia, 
orientación y coordinación del Ministerio de De-
fensa Nacional.

Los miembros de la Fuerza Pública cumplirán 
la detención preventiva en centros de reclusión 
establecidos para ellos y a falta de estos, en las 
instalaciones de la Unidad a que pertenezcan. 
Cumplirán la condena en centros penitenciarios 
y carcelarios establecidos para miembros de la 
Fuerza Pública.

Artículo 4°. Transitorio. Los procesos pena-
les que se adelanten contra los miembros de la 
Fuerza Pública por los delitos enunciados en el 
artículo 3° del presente acto legislativo y que se 
encuentren en la justicia ordinaria, continuarán 
en esta. Los demás delitos continuarán en la jus-
ticia ordinaria hasta que se expida la ley estatu-
taria.

Artículo 5°. Transitorio. Facúltese por tres (3) 
meses al Presidente de la República para expe-
dir los decretos con fuerza de ley necesarios para 
poner en marcha el Fondo de Defensa Técnica y 
Especializada de que trata el presente artículo. 
Los decretos expedidos bajo esta facultad regirán 
hasta que el Congreso expida la ley que regule la 
materia.

Artículo 6°. El presente acto legislativo rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de Acto Legislativo 
número 16 de 2012 Senado, 192 de 2012 Cáma-
ra, por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 

221 de la Constitución Política de Colombia, y de 
esta manera continúe su trámite legal y reglamen-
tario en la honorable Cámara de Representantes.

Juan Carlos Vélez Uribe, Coordinador Ponen-
te; Juan Manuel Galán Pachón, Coordinador Po-
nente; Hernán F. Andrade Serrano, Jorge Londoño 
Ulloa, Hemel Hurtado Angulo, Ponentes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 24 DE 2011 SENADO
por la cual se promue e la simpli cación norma-
ti a, se modi can los artículos 1, 1 , 1 5, 156, 
16 , 1 , 1 5 y se adicionan los artículos 6 , 5 y 

25  de la Ley 5  de 1 2.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. En desarrollo de la responsabilidad 

atribuida en el Decreto número 2897 de 2011 a 
la Dirección de Desarrollo del Derecho y del Or-
denamiento Jurídico del Ministerio Justicia y del 

-
ción normativa, será obligación del Gobierno Na-
cional mantener la actualización y coherencia de 
las normas vigentes, presentando los respectivos 
proyectos de ley que tengan por objeto derogar las 
normas anacrónicas, improcedentes, contradicto-
rias, incompletas, inexactas o redundantes del or-

Congreso de la República decida lo que considere 
conveniente.

Parágrafo transitorio. Dentro del año (1) si-
guiente a la promulgación de esta ley, el Ministerio 
de Justicia y del Derecho deberá iniciar la presen-
tación al Congreso de la República, de los proyec-

con las disposiciones legales de carácter nacional 
actualmente vigentes.

Artículo 2°. La Corte Constitucional, la Cor-
te Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y el 
Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus 
veces, dentro de la Rama Judicial del Poder Públi-
co, lo mismo que los organismos de control y vigi-
lancia y la Organización Electoral, en sus ámbitos 
respectivos, promoverán estudios e investigacio-

normativa de que trata esta ley. Sus conclusiones 
deberán comunicarse a la Dirección de Desarrollo 
del Derecho y del Ordenamiento Jurídico del Mi-
nisterio de Justicia y del Derecho.

Artículo 3°. Los gobernadores en los departa-
mentos y los alcaldes en los municipios deberán 
promover estudios e investigaciones que igual-
mente contribuyan al propósito de establecer las 
disposiciones anacrónicas, improcedentes, repetiti-
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vas, contradictorias, incompletas o inexactas en la 
normatividad departamental o municipal, según el 
caso, con el objeto de presentar los correspondien-
tes proyectos de ordenanza o acuerdo. El término 
de presentación de estos proyectos será el de un (1) 
año a partir de la promulgación de esta ley.

Artículo 4°. Elimínase el numeral 5 del artículo 
41 de la Ley 5ª de 1992.

Artículo 5°. El artículo 139 de la Ley 5ª de 1992 
quedará así:

Artículo 139. Presentación de proyectos. Los 
proyectos de ley deberán versar sobre una misma 
materia y podrán presentarse en la Secretaría Ge-
neral de las Cámaras o en sus Plenarias.

Artículo 6°. El artículo 145 de la Ley 5ª de 1992 
quedará así:

Artículo 145. Orden de la redacción del pro-
yecto. En la presentación de todo proyecto debe 
incluirse: título, encabezamiento, parte dispositiva, 
la cual contendrá un artículo posterior al de vigen-
cia con la mención del autor o autores y exposición 
de motivos.

-
larse, de manera expresa, las disposiciones que se 

Sin este orden y contenido, el Presidente de la res-
pectiva Cámara devolverá el proyecto para su co-
rrección.

Artículo 7°. El artículo 156 de la Ley 5ª de 1992 
quedará así:

Artículo 156. Presentación y publicación de la 
ponencia. El informe será presentado por escrito, 
en original, dos copias y medio magnético al Se-
cretario General de la Comisión Permanente.

En la ponencia se deberá incluir un cuadro com-
parativo que contenga el texto aprobado en el de-
bate inmediatamente anterior y el texto del pliego 

La publicación de los informes de ponencia se 
hará en la Gaceta del Congreso dentro de los tres 
(3) días siguientes a su recibo por intermedio del 
Secretario General de la respectiva Comisión o la 
Secretaría General de la Corporación. Sin embargo, 
y para agilizar el trámite del proyecto, el Presidente 
podrá autorizar la reproducción del documento por 
medio mecánico o electrónico para hacerlo llegar a 
los miembros de la Comisión, antes de la sesión, de 
lo cual deberá quedar constancia; ello, sin perjuicio 
de su posterior y oportuna reproducción en la Ga-
ceta del Congreso.

El no cumplimiento de la publicación de las 
ponencias en los términos previstos en el presente 
artículo será causal de mala conducta para el fun-
cionario responsable, ya sea del Congreso o de la 
Imprenta Nacional.

Parágrafo 1°. En caso de renuncia aceptada, li-
cencia temporal o suspensión de quien haya sido 
designado ponente, la Mesa Directiva de la respec-
tiva Comisión procederá a designar un nuevo po-
nente de la misma Bancada, siempre que existiere 
más representación de la bancada en la Comisión.

En caso de renuncia aceptada, licencia temporal 
o suspensión de quien como único ponente haya 
rendido el respectivo informe, la Mesa Directiva 
de la respectiva comisión procederá a designar un 
nuevo ponente de la misma Bancada, siempre que 
existiere más representación de la bancada en la 
Comisión, con el propósito de que coadyuve la po-
nencia presentada o rinda una nueva ponencia en 
los términos previstos en la Ley 5ª de 1992.

Parágrafo 2°. Cuando los proyectos hagan trán-
sito y el período constitucional del Congreso haya 
terminado, la Mesa Directiva de la Comisión pro-
cederá a un nuevo reparto.

tanto en Comisión como en Plenaria antes de ser 

Mesa Directiva de la Comisión o de la Corpora-
ción, según fuere el caso.

Artículo 8°. Se adiciona un parágrafo y se mo-

1992, el cual quedará así:
2. Por solicitud gubernamental. Se presenta 

cuando el Presidente de la República solicita a la 
Comisión Permanente que delibere conjuntamente, 
con la correspondiente Comisión de la otra Cáma-
ra, para que le dé primer debate al proyecto de ley 
que se encuentra bajo su estudio y sobre el cual 
se ha emitido mensaje para trámite de urgencia. Si 
la manifestación de urgencia se repite, el proyecto 
tendrá prelación en el Orden del Día, excluyendo la 
consideración de cualquier otro asunto hasta tanto 
la Comisión decida sobre él.

Parágrafo. Para la celebración de la Sesión Con-
junta de las Comisiones Permanentes Constitucio-
nales solicitadas por el Presidente de la República, 
la Mesa Directiva de la sesión conjunta así lo dis-
pondrá mediante resolución.

Artículo 9°. El artículo 170 de la Ley 5ª de 1992 
quedará así:

Artículo 170. Mesa Directiva. La Sesión Con-
junta será presidida por el Presidente elegido para 
el período de que se trate de la respectiva Comi-
sión Senatorial, y como Vicepresidente actuará el 
Presidente elegido para el período de que se tra-
te de la respectiva Comisión de la Cámara. Como 
Secretario actuará el Secretario General de la res-
pectiva Comisión Senatorial y como Subsecretario 
el Secretario General de la respectiva Comisión de 
la Cámara. Cuando se trata del estudio de los pro-
yectos de ley de origen privativo en la Cámara de 
Representantes, se procederá en sentido contrario.

La Mesa Directiva de las sesiones conjuntas 
dispondrá mediante resolución la celebración de 
Sesiones Conjuntas de las Comisiones Constitu-
cionales Permanentes, cuando así lo solicite el Pre-
sidente de la República.

Artículo 10. El artículo 195 de la Ley 5ª de 1992 
quedará así:

Artículo 195. Publicación en un solo texto. Los 
Secretarios Generales de cada una de las Cámaras 
tendrán a su cargo la preparación y publicación, en 
la página web de las Secretarías Generales de la 
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respectiva Cámara, de las leyes y la Constitución 
Política que al haber sido objeto de reforma parcial 
deben publicarse en un solo texto que incorpore las 

de constitucionalidad.
Esta página web será destinada exclusivamente 

para la publicación de la información legislativa de 
cada Corporación.

Artículo 11. El artículo 6° de la Ley 5ª de 1992 
tendrá un parágrafo del siguiente tenor:

Parágrafo. Una vez radicadas en el Congreso 
las ternas presentadas para la elección de los cargos 
a que hace referencia el numeral 5, estas quedarán 

carecerá de todo valor.
Las entidades postulantes tienen un término 

improrrogable de 30 días calendario para integrar 
las terna respectiva, contados desde cuando el Pre-
sidente del Congreso comunique la obligación de 
enviarlas al Congreso o a la Cámara respectiva, 
quien deberá acatar los términos preestablecidos en 
la Constitución y la Ley. El incumplimiento será 
causal de mala conducta.

Artículo 12. El artículo 85 de la Ley 5ª de 1992 
tendrá un parágrafo del siguiente tenor:

Parágrafo. En las sesiones extraordinarias no 
se podrán tramitar proyectos de ley estatutaria o 
proyectos de acto legislativo.

Artículo 13. Adiciónase al numeral 6 del artícu-
lo 254 de la Ley 5ª de 1992 un literal g), así:

g) Informe sobre los avances y proyecciones en 

-
sentados por el Gobierno sobre la materia. Este 
informe será enviado por el Ministerio de Justicia 
y del Derecho dentro de los primeros 15 días de 
cada período legislativo a la Secretaría General de 
la Cámara.

Artículo 14. Adiciónase el artículo 254 de la 
Ley 5ª de 1992 con un nuevo numeral, que se dis-
tinguirá con el número 7, el cual quedará así:

7. Los Presidentes de la Corte Suprema de Jus-
ticia, Consejo de Estado Corte Constitucional y 
Consejo Superior de la Judicatura, o quien haga sus 
veces, presentarán informe semestral al Congreso 
de la República sobre recomendaciones de simpli-

-
los 6°, 41, 139, 145, 156, 169, 170, 195 y adiciona 
los artículos 85 y 254 de la Ley 5ª de 1992.

Artículo 16. La presente ley rige a partir de su 
publicación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de ley número 24 de 
2011 Senado, por la cual se promueve la simpli-
cación normativa, se modi can los artículos 1, 

1 , 1 5, 156, 16 , 1 , 1 5 y se adicionan los ar-

tículos 6 , 5 y 25  de la Ley 5  de 1 2, y de esta 
manera continúe su trámite legal y reglamentario 
en la honorable Cámara de Representantes.

Manuel Enríquez Rosero,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 62 DE 2011 SENADO, 180 DE 2011 

CÁMARA
por la cual se declara Distrito Turístico y Cultural 
de la Nación, el municipio de Aracataca, Magda-

lena, y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Declárese Distrito Turístico y Cul-

tural de la Nación, el municipio de Aracataca, Mag-
dalena, ubicado en el departamento del Magdalena.

Artículo 2°. Declárese como bien de interés Tu-
rístico y Cultural de la Nación el Complejo Arqui-
tectónico conformado por la Casa del Museo Ga-
briel García Márquez, la Estación de Ferrocarril y 

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional, 
efectuar las apropiaciones presupuestales que crea 
pertinentes para el fomento de las diversas activi-
dades encaminadas a posicionar a Aracataca como 
un destino turístico y cultural de Colombia, exal-
tando el valor cultural, artístico e ideológico y de 

-
cía Márquez, Premio Nobel de Literatura.

partir de la sanción de la presente ley y conforme 
a lo establecido en los artículos 288, 334, 341 y 
354 de la Constitución Política, las competencias 
establecidas en la Ley 715 de 2001 y sus decretos 
reglamentarios, el Gobierno Nacional podrá incor-
porar dentro del Presupuesto General de la Nación 
y/o impulsar a través del Sistema Nacional de Co-

-
mitan ejecutar obras de interés para el municipio y 
la comunidad.

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su sanción.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de ley número 62 de 
2011 Senado, 180 de 2011 Cámara, por la cual se 
declara Distrito Turístico y Cultural de la Nación, 
el municipio de Aracataca, Magdalena, y se dictan 
otras disposiciones, y de esta manera continúe su 
trámite legal y reglamentario en la honorable Cá-
mara de Representantes.
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Efraín Cepeda Sarabia, José Francisco Herre-
ra, Ponentes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 79 DE 2011 SENADO, 100 DE 2010 

CÁMARA
por medio de la cual se modi ca el parágrafo  
del artículo 6  de la Ley 12 2 de 2 . Competen-
cia para el mantenimiento del canal de acceso al 

Puerto de Barranquilla.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El parágrafo 3° del artículo 64 de la 

Ley 1242 de 2008, quedará así:
Parágrafo 3°. En los últimos treinta kilómetros 

del Río Magdalena el 60% de la contraprestación 
por zona de uso público e infraestructura la recibirá 
la Corporación Autónoma Regional del Río Gran-
de de la Magdalena (Cormagdalena), o quien haga 
sus veces, quien tendrá a cargo las obras de encau-
zamiento y mantenimiento en el canal de acceso a 
la Zona Portuaria de Barranquilla; el restante 40% 
se destinará a los municipios o distritos destinados 
a reforestación y saneamiento básico. Para inver-
sión en las vías de acceso terrestre a la zona portua-
ria de Barranquilla, Cormagdalena coordinará con 

contraprestación recibida.
Las contraprestaciones que el Invías tenga com-

prometidas en futuras vigencias hasta la entrada en 
vigencia de la presente ley, continuarán siendo re-
cibidas por dicha entidad hasta su ejecución.

En todo caso, el Instituto Nacional de Vías (In-
vías) o quien haga sus veces y las entidades del 
orden nacional y territorial, del nivel central y 
descentralizado podrán, de conformidad con lo 
establecido en la Ley 489 de 1998, aunar esfuer-
zos presupuestales, técnicos, físicos para adelantar 
obras de encauzamiento y mantenimiento de los 
últimos 30 kilómetros del Río Magdalena, bajo la 
coordinación del Ministerio de Transporte.

La contraprestación por zonas de uso público 
en infraestructuras ubicadas en el resto del Río 

competencia, las recibirá en su totalidad Cormag-
dalena.

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de su expedición.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
6 de junio de 2012, al Proyecto de ley número 79 
de 2011 Senado, 100 de 2010 Cámara, por medio 

de la cual se modi ca el parágrafo  del artículo 
6  de la Ley 12 2 de 2 . Competencia para el 
mantenimiento del canal de acceso al Puerto de 
Barranquilla.” y de esta manera continúe su trámi-
te legal y reglamentario en la honorable Cámara de 
Representantes.

Mauricio Aguilar Hurtado,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 116 DE 2011 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de 
Transporte Aéreo entre el Gobierno de la Repúbli-
ca de Colombia y el Gobierno de los Estados Uni-
dos de América”, suscrito en Bogotá, D. C., el 1  

de mayo de 2 11.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo de Trans-

porte Aéreo entre el Gobierno de la República de 
Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de 
América”, suscrito en Bogotá D. C., el 10 de mayo 
de 2011.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo 
de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la Re-
pública de Colombia y el Gobierno de los Estados 
Unidos de América”, suscrito en Bogotá, D. C., el 
10 de mayo de 2011, que por el artículo primero de 
esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fe-
cha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de ley número 116 
de 2011 Senado, por medio de la cual se aprueba 
el “Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobier-
no de la República de Colombia y el Gobierno de 
los Estados Unidos de América”, suscrito en Bo-
gotá, D. C., el 10 de mayo de 2011” y de esta ma-
nera continúe su trámite legal y reglamentario en la 
honorable Cámara de Representantes.

Alexandra Moreno Piraquive,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.
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TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 118 DE 2011 SENADO, 109 DE 2010 

CÁMARA
por medio de la cual se establecen estímulos tribu-
tarios y otros, con el n de adoptar medidas espe-
ciales para la inclusión social de jóvenes con alto 
grado de emergencia social, pandillismo y violen-

cia juvenil.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto adoptar medidas para la inclusión Social de 
los jóvenes con alto grado de emergencia social, 

de fortalecer la acción social del Estado.
Artículo 2°. Planes. Con el objeto de sociali-

el artículo 1° de la presente ley, tanto el Gobier-
no Nacional, como los Gobiernos Departamenta-
les, Distritales y Municipales, podrán crear planes, 
programas y estímulos especiales dirigidos a dicha 
población, según sus particularidades, a través de 
sus respectivos Consejos de Política Social. Para 
ello, las autoridades podrán incluir partidas presu-

-
bilidades presupuestales, así como con el marco de 
gasto del respectivo sector.

Para efectos de la participación y otorgamiento 
de los mencionados planes, programas y estímulos, 

-
re el artículo 10 de la presente ley.

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
podrá prestar asesoría para el diseño de dichos pla-
nes, de acuerdo con sus competencias.

Artículo 3°. De niciones. Para efectos de la pre-
sente ley, se entiende por:

Jóvenes rehabilitados que han estado vincu-
lados a grupos de violencia: Adolescentes y Jóve-
nes, que han desarrollado y culminado procesos de 
rehabilitación y han estado unidos a grupos de vio-
lencia, por la vecindad, edad, desocupación, etc.

Jóvenes en emergencia social: Adolescentes y 
jóvenes que se encuentran en condición de vulne-
rabilidad social y falta de resiliencia o capacidad 
de recuperación pero que aún no se encuentran vin-
culados a grupos de violencia.

Conducta discriminatoria: Es el trato desigual 
-

te o inconsciente, que se encuentra en el lenguaje 
de las normas o en las prácticas institucionales o 
sociales, de forma generalizada, y que es contrario 
a los valores constitucionales de la dignidad huma-
na y la igualdad, dando como resultado la violación 
de los Derechos Humanos de las personas.

Parágrafo. Para los efectos de la presente ley se 
tendrán en cuenta los rangos de edad contemplados 
en el Código Civil, el artículo 3° de la Ley 375 de 
1997 y el artículo 3° de la Ley 1098 de 2006.

Artículo 4°. Funciones del Instituto Colombia-
no de Bienestar Familiar. Para la inclusión Social 
de los jóvenes con alto grado de emergencia social, 
pandillas y rehabilitados de grupos de violencia ju-
venil, el Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar como ente rector del Sistema Nacional de Bien-
estar Familiar, procurará la articulación funcional 
de las entidades públicas y privadas de acuerdo con 
su competencia en las siguientes acciones:

1. Participar y brindar asistencia técnica a los 
Consejos de Política Social para la formulación de 
los planes nacionales, departamentales, distritales 
y municipales para la inclusión Social de los jóve-
nes con alto grado de emergencia social, Pandillas 
y Rehabilitados de grupos de violencia juvenil.

2. Promover acciones conjuntas y coordinadas 
entre los diferentes sectores e instituciones del ni-
vel nacional, departamental, distrital y municipal, 
para establecer estrategias y garantizar el acceso a 
la recreación y la inclusión al sistema educativo de 
los jóvenes con alto grado de emergencia social, 
pandillas y rehabilitados de grupos de violencia ju-
venil.

3. Coordinar acciones con el Servicio Nacional 
de Aprendizaje, Sena, para la formación en acti-
vidades productivas, propiciando la generación de 
empleo como herramienta para la inclusión social 
de los jóvenes con alto grado de emergencia social, 
pandillas y rehabilitados de grupos de violencia ju-
venil.

4. Participar en el diseño e implementación de 
estrategias de prevención que permitan disminuir 
el alto grado de emergencia social y el fenómeno 
social de grupos de violencia juvenil.

5. Coordinar acciones con el Ministerio de Edu-

efectiva del grupo objeto de esta ley al Sistema de 
Educación Nacional.

6. Coadyuvar en el impulso de estímulos educa-
tivos en coordinación con el Icetex, Universidades 
Públicas y Privadas para la inclusión efectiva del 
grupo objeto de la presente ley, al Sistema de Edu-
cación Nacional, en educación media y educación 
superior.

7. Coordinar acciones con el Ministerio de la 
Protección Social, para lograr la inclusión efectiva 
del grupo objeto de la presente ley al Sistema Ge-
neral de Seguridad Social.

8. Coordinar acciones con el Departamento Ad-
ministrativo Nacional de la Economía Solidaria 
(Dansocial) para fomentar el espíritu y la creación 
de organizaciones de la Economía Solidaria del 
grupo sujeto de la presente ley.

Artículo 5°. Entidades territoriales. Los De-
partamentos y municipios, en coordinación con el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, pro-
moverán los planes, programas y actividades ne-
cesarias para la inclusión social de los jóvenes con 
alto grado de emergencia social, pandillas y reha-
bilitados de grupos de violencia juvenil.

Artículo 6°. Créase el centro de investigación 
en violencia y delincuencia juvenil.
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construir un Programa de Investigación, Monito-
reo y Evaluación de las Violencias y Delincuencias 
Juveniles. El Gobierno Nacional reglamentará lo 
pertinente a este artículo.

Las universidades Públicas o Privadas podrán 
desarrollar la Investigación, Monitoreo y Evalua-
ción de las Violencias y Delincuencias Juveniles, 
para lo cual el gobierno nacional destinará los re-
cursos necesarios para esta labor.

Artículo 7°. Generación de empleo. Las enti-
dades del orden nacional, departamental, distrital 
y municipal, podrán celebrar acuerdos, contratos 
y convenios interadministrativos, con entidades y 
organismos que tengan a su cargo la realización de 
planes, programas y actividades relacionadas con 

-
ver la generación del empleo y ubicar laboralmente 

rehabilitación.
Artículo 8°. Descuento en el impuesto sobre la 

y otras contribuciones de nómina. Los empleado-
res que vinculen laboralmente a nuevos empleados 
que al momento del inicio del contrato de trabajo 
sean jóvenes con alto grado de emergencia social, 
pandillismo y violencia juvenil, podrán tomar los 
aportes al Sena, ICBF y Cajas de Compensación 
Familiar, así como el aporte en salud a la subcuenta 
de solidaridad del Fosyga y el aporte al fondo de 
garantía de pensión mínima correspondientes a los 
nuevos empleos, como descuento tributario para 
efectos de la determinación del impuesto sobre la 
renta y complementarios, siempre que el emplea-
dor responsable del impuesto incremente el núme-
ro de empleados con relación al número que coti-
zaban a diciembre del año anterior; e incremente 
el valor total de la nómina con relación al valor de 
dicha nómina del mes de diciembre del año grava-
ble inmediatamente anterior al que se va a realizar 
el correspondiente descuento.

-
culo solo aplica para nuevos empleos, sin que pue-
dan interpretarse como nuevos empleos aquellos 
que surgen luego de la fusión de empresas.

-
tículo solo aplica para jóvenes con alto grado de 
emergencia social, pandillismo y violencia juvenil.

Parágrafo 3°. Los valores solicitados como des-
cuentos tributarios, por conceptos de la aplicación 
del presente artículo, no podrán ser incluidos ade-
más como costo o deducción en la determinación 
del impuesto sobre la renta y complementario.

Parágrafo 4°. Para efectos de que los aportes al 
Sena, ICBF y Cajas de compensación familiar sean 
reconocidos como descuentos tributarios, dichos 
aportes deberán haber sido efectiva y oportuna-
mente pagados.

este artículo las cooperativas de trabajo asociado 
en relación con sus asociados.

Parágrafo 6°. En ningún caso, el descuento pre-
visto se podrá realizar sobre los aportes de jóvenes 

con alto grado de emergencia social, pandillismo y 
violencia juvenil, que se vinculen para reemplazar 
personal contratado con anterioridad.

Artículo 9°. Reglamentos. El Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar, y las Alcaldías Dis-
tritales y Municipales reglamentarán los requisitos 
que deben cumplir las personas naturales y jurídi-
cas interesadas en desarrollar actividades y progra-
mas tendientes a la rehabilitación de los jóvenes 
con alto grado de emergencia Social, pandillas y/o 
rehabilitados de grupos de violencia.

Artículo 10. Seguimiento. El Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar, en coordinación con 
el Ministerio del Interior y de Justicia y la Policía 
Nacional llevará periódicamente al Consejo de Po-
lítica Criminal un informe de avance y seguimien-
to al diagnóstico, a las acciones y a las propuestas 
presentadas, en relación con la situación de los jó-
venes con alto grado de emergencia social, pandi-
llas y vinculados a grupos de violencia.

Artículo 11. Procedimiento. Para establecer la 
condición de emergencia social, y vinculados a 
grupos de violencia juvenil, se aplicará lo previsto 
en el Libro Primero del Código Contencioso Ad-
ministrativo.

Artículo 12. Proscripción de la discriminación 
y sanciones pedagógicas. Las conductas discrimi-
natorias de que trata esta ley se sujetarán a las san-
ciones que la autoridad judicial competente impon-
ga de conformidad con la normatividad existente.

Cuando se tratare de una persona jurídica, de 
naturaleza pública o privada, se impondrá la san-
ción al directamente responsable y, en subsidio, no 
pudiendo ser este individualizado, al representante 
legal.

En todo caso si la conducta proviene de un ser-
vidor público, además de las posibles sanciones 
aquí establecidas, cabrán aquellas disciplinarias 
tras el procedimiento establecido en el Código 
Único Disciplinario.

Artículo 13. Discriminación
presente ley, son conductas discriminatorias hacia 
el grupo objeto de la presente ley, entre otras, las 
siguientes:

estos jóvenes por parte de funcionarios y servido-
res públicos en razón a la edad, sus antecedentes, 
forma de vestir o de hablar.

2. Limitar los modos y prácticas asociativas de 
las y los jóvenes con base en prejuicios.

3. Obligar a las y los jóvenes a adoptar una es-
tética especial como requisito para acceder a insta-
laciones públicas o privadas, y de carácter público.

4. Incluir en manuales de convivencia y regla-
mentos previsiones de carácter sancionatorio en 
razón de los antecedentes y procedencia de estos 
jóvenes.

5. Imponer a un o una joven un tratamiento mé-
dico, psicológico o psiquiátrico en razón de su pro-
cedencia o antecedentes.
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6. Impedir o restringir la participación de estos 
jóvenes en las actividades educativas, recreativas, 
culturales, artísticas, intelectuales, de ocio y depor-
tivas, en igualdad de condiciones, así como no ha-
cer accesibles los lugares o escenarios en los cuales 
se desarrollan estas actividades.

7. Pagar un salario inferior respecto de quien 
desempeña un empleo similar, en atención a la 
edad o procedencia del trabajador o trabajadora.

8. No facilitar los medios, impedir negar la in-
terposición de la acción de tutela ante autoridades, 
tratándose de casos de objeción de conciencia.

Artículo 14. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su publicación y deroga todas las normas 
que sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de ley número 118 
de 2011 Senado, 109 de 2010 Cámara, por me-
dio de la cual se establecen estímulos tributarios 
y otros, con el n de adoptar medidas especiales 
para la inclusión social de jóvenes con alto gra-
do de emergencia social, pandillismo y violencia 
juvenil, y de esta manera continúe su trámite legal 
y reglamentario en la honorable Cámara de Repre-
sentantes.

Gabriel Zapata Correa, Arleth Casado de Ló-
pez, Ponentes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 DE 
JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY NÚ-
MERO 120 DE 2011 SENADO, 071 DE 2010 CÁ-
MARA, 101 DE 2010 CÁMARA, ACUMULADOS
por la cual se otorgan bene cios a estudiantes de 
pregrado, con la calidad de estudiantes a partir de 
la vigencia de esta ley, de estratos socioeconómicos 

1, 2 o  y se dictan otras disposiciones.
El Congreso De Colombia

DECRETA:
-

rios de créditos para educación superior de pregra-
do, otorgados por el Icetex, pertenecientes a estra-
tos socioeconómicos 1, 2, o 3, se les concederá un 
subsidio equivalente al ciento por ciento (100%) 
de los intereses generados por dicho crédito duran-

deberá asumir el pago sólo del capital actualizado 
en el IPC anual.

Artículo 2°. Así mismo, para incentivar la per-
manencia y calidad, se concederá una condonación 
de la deuda de los créditos de educación superior 
otorgados por el Icetex, de acuerdo a lo que regla-

mente el Gobierno Nacional en un plazo no mayor 
a noventa (90) días posteriores a la sanción de esta 
ley y que cumplan los siguientes requisitos básicos:

1. Que los resultados de las pruebas SABER 
PRO (Anterior ECAES), estén ubicados en el decil 
superior en su respectiva área.

2. Haber terminado su programa educativo en el 
periodo señalado para el mismo.

Artículo 3°. La Nación garantizará y destinará 
al Icetex los recursos requeridos para compensar 
los ingresos que deja de percibir por los conceptos 
anteriores.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y publicación en el Diario O cial y 
deroga todas las disposiciones que le sean contra-
rias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de ley número 120 
de 2011 Senado, 071 de 2010 Cámara, 101 de 
2010 Cámara, acumulados, por la cual se otor-
gan bene cios a estudiantes de pregrado, con la 
calidad de estudiantes a partir de la vigencia de 
esta ley, de estratos socioeconómicos 1, 2 o  y se 
dictan otras disposiciones, y de esta manera conti-
núe su trámite legal y reglamentario en la honora-
ble Cámara de Representantes.

Plinio Olano Becerra,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 152 DE 2011 SENADO, 178 DE 2011 

CÁMARA
por medio de la cual se permite a los consumidores 
nancieros el pago anticipado en las operaciones 

de crédito y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese al artículo 5° de la Ley 

1328 de 2009 el siguiente literal:
“g) Efectuar pagos anticipados en toda opera-

ción de crédito en moneda nacional sin incurrir en 
ningún tipo de penalización o compensación por 
lucro cesante, de las cuotas o saldos en forma total 
o parcial, con la consiguiente liquidación de intere-
ses al día del pago.

Es obligación de las entidades crediticias brin-
dar al usuario información transparente, precisa, 

-
gamiento del crédito sobre la posibilidad de reali-
zar pagos anticipados de su obligación.
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aplicado a operaciones de crédito cuyo saldo supe-
re los ochocientos ochenta (880) smmlv. Para los 
créditos superiores a este monto, las condiciones 
del pago anticipado serán las establecidas en las 
cláusulas contractuales pactadas entre las partes.

Es derecho del deudor decidir si el pago parcial 
que realiza se abonará a capital con disminución de 
plazo o a capital con disminución del valor de la 
cuota de la obligación.

En el evento en que el deudor posea varios cré-
ditos con una misma entidad que sumados superen 
el monto indicado en el inciso tercero, solo podrá 
realizar el pago anticipado aquí regulado hasta di-
cho límite. En el evento en que el deudor posea 
varios créditos con diferentes entidades, podrá rea-
lizar el pago anticipado aquí regulado con cada en-
tidad, hasta el límite establecido en la presente ley.

Las disposiciones contenidas en este artículo no 
aplican a los créditos hipotecarios.

Parágrafo 1°. La posibilidad del pago antici-

aplica a los créditos otorgados a partir de la entrada 
en vigencia de esta ley.

Parágrafo 2°. Quedarán exentos sin límite en su 
cuantía los créditos contraídos por las entidades es-
tatales.

Artículo 2°. Elimínese el inciso primero del ar-
tículo 620 del Estatuto Tributario.

Artículo 3°. La transferencia de créditos hipo-
tecarios y sus garantías realizadas exclusivamente 

en procesos de titularización hipotecaria de que 
trata el artículo 12 de la Ley 546 de 1999 y sus 

-
sente ley y sin necesidad de registro o requisitos 
adicionales, a que el cedente de tales garantías hi-
potecarias, que al momento de dicha transferencia 
tenga la primera prelación de pago o primer grado, 
conserve la condición de acreedor de dicha garan-
tía cedida para respaldar obligaciones del deudor 
cedido a favor del cedente, distintas al crédito hi-
potecario titularizado. El cedente tendrá sobre la 
garantía hipotecaria cedida la prelación de pago o 
grado inmediatamente siguiente al último grava-
men hipotecario que estuviere registrado a la fecha 
de presentación de la solicitud ante el notario pú-
blico para la expedición del ejemplar de la escritu-
ra pública de hipoteca en los términos del presente 
artículo. Será condición para hacer efectiva su ca-
lidad de acreedor de la garantía hipotecaria cedida, 
que el cedente solicite al notario público ante el 
cual se otorgó la escritura pública de hipoteca, la 
expedición de un ejemplar de dicha escritura pú-
blica expresando el mérito ejecutivo que presta de 
acuerdo a la prelación o grado que le corresponda. 
El Gobierno Nacional reglamentará lo dispuesto en 
el presente artículo.

Artículo 4°. Modifíquese el numeral 4 del artí-
culo 126 del Estatuto Orgánico del Sistema Finan-
ciero (Decreto 663 de 1993) el cual quedará así:

“4. Inembargabilidad. Las sumas depositadas 
-

tículo 2.1.15.1.1. de 2010 o en la sección ahorros 
no serán embargables hasta la cantidad que se de-
termine de conformidad con lo ordenado en el artí-
culo 29 del Decreto 2349 de 1965”.

Artículo 5°. Modifíquese el numeral 7 del artí-
culo 127 del Estatuto Orgánico del Sistema Finan-
ciero (Decreto 663 de 1993) el cual quedará así:

“7. Entrega de depósitos sin juicio de sucesión. 
Si muriere una persona titular de Depósitos Elec-

del Decreto 2555 de 2010, o de una cuenta en la 
sección de ahorros, o de una cuenta corriente, o de 

a término o cheques de gerencia, o de cualquier 
otro depósito cuyo valor total a favor de aquella 
no exceda del límite que se determine de confor-
midad con el reajuste anual ordenado en el artí-
culo 29 del Decreto 2349 de 1965, y no hubiera 
albacea nombrado o administrador de los bienes 
de sucesión, el establecimiento bancario puede , 
a su juicio, pagar el saldo de dichas cuentas, o 
los valores representados en los mencionados tí-
tulos valores -previa exhibición y entrega de los 
instrumentos al emisor- al cónyuge sobreviviente, 
al compañero o compañera permanente, o a los 
herederos, o a uno u otros conjuntamente, según 
el caso, sin necesidad de juicio de sucesión. Como 
condición de este pago el establecimiento banca-
rio puede requerir declaraciones juradas respecto 
a las partes interesadas, la presentación de las de-
bidas renuncias, la expedición de un documento 
de garantía por la persona a quien el pago se haga 
y el recibo del caso, como constancia de pago. 
Por razón de tal pago, hecho de acuerdo con este 
numeral, el establecimiento bancario no tendrá 
responsabilidad para con el albacea o el adminis-
trador nombrados después”.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aproba-
do en sesión Plenaria del Senado de la República 
el día 6 de junio de 2012, al Proyecto de ley 
número 152 de 2011 Senado, 178 de 2011Cá-
mara, por medio de la cual se permite a los con-
sumidores financieros el pago anticipado en las 
operaciones de crédito y se dictan otras dispo-
siciones, y de esta manera continúe su trámite 
legal y reglamentario en la honorable Cámara de 
Representantes.

Antonio Guerra de la Espriella, Bernardo Elías 
Vidal, Germán Hoyos Giraldo, José Darío Salazar, 
Ponentes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.
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TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 177 DE 2011 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Corte Penal Inter-
nacional sobre la ejecución de las penas impuestas 
por la Corte Penal Internacional”, hecho en Bo-

gotá, D. C., el 17 de mayo de 2011.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Acuerdo entre la Re-

pública de Colombia y la Corte Penal Internacio-
nal sobre la ejecución de las penas impuestas por 
la Corte Penal Internacional”, hecho en Bogotá, 
D. C., el 17 de mayo de 2011.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el Acuerdo 
entre la República de Colombia y la Corte Penal 
Internacional sobre la ejecución de las penas im-
puestas por la Corte Penal Internacional”, hecho 
en Bogotá, D. C., el 17 de mayo de 2011, que por el 
artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de ley número 177 
de 2011 Senado, por medio de la cual se aprueba 
el “Acuerdo entre la República de Colombia y la 
Corte Penal Internacional sobre la ejecución de 
las penas impuestas por la Corte Penal Interna-
cional”, hecho en Bogotá, D. C., el 17 de mayo de 
2011, y de esta manera continúe su trámite legal y 
reglamentario en la honorable Cámara de Repre-
sentantes.

Alexandra Moreno Piraquive,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 179 DE 2011 SENADO, 122 DE 2010 

CÁMARA
por medio de la cual se de ne la base gravable para 
efecto del impuesto de industria y comercio para 

productos gravados con el impuesto al consumo.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La base gravable para los efectos 

del impuesto de Industria y Comercio de los dis-

tribuidores de productos gravados con el impues-
to al consumo, serán los ingresos brutos, enten-
diendo por estos el valor de los ingresos por venta 
de los productos, además de los otros ingresos 
gravables que perciban, de acuerdo con las nor-
mas vigentes, sin incluir el valor de los impuestos 
al consumo que les sean facturados directamente 
por los productores o por los importadores corres-
pondientes a la facturación del distribuidor en el 
mismo período.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 
permito presentar el texto definitivo aprobado en 
sesión Plenaria del Senado de la República el día 
6 de junio de 2012, al Proyecto de ley número 
179 de 2011 Senado, 122 de 2010 Cámara, por 
medio de la cual se define la base gravable para 
efecto del impuesto de industria y comercio para 
productos gravados con el impuesto al consumo, 
y de esta manera continúe su trámite legal y re-
glamentario en la honorable Cámara de Repre-
sentantes.

Gabriel Zapata Correa, Bernardo Miguel Elías 
Vidal, Ponentes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 191 DE 2011 SENADO, 076 DE 2011 

CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia al Cen-
tenario de Municipalización de Florencia, capital 
del departamento del Caquetá, y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. La Nación se asocia a la cele-

bración del centenario de municipalización de 
Florencia, departamento del Caquetá, reconoce 
su patrimonio histórico, cultural y étnico, rin-
de homenaje a la memoria de sus fundadores y 
exalta el espíritu patriótico y el trabajo de sus 
pobladores.

Artículo 2°. Autorízase al Gobierno Nacional 
para que en cumplimiento y de conformidad con 
el artículo 150 numerales 3 y 9, artículo 288, 
artículo 200 numeral 3, artículo 341 y artículo 
366 de la Constitución Política, incluya en el 
Presupuesto General de la Nación las partidas 
presupuestales para la realización de las siguien-
tes obras de Interés Social, Cultural y Desarrollo 
Sostenible, en el municipio de Florencia:
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- Implementación del Plan Integral de Desarro-
llo Urbano y Vivienda PIDU de Florencia.

- Ejecución del Plan Maestro de Movilidad de 
Florencia.

-
ción Rural de Florencia.

- Construcción Malecones Ecoturísticos.
- Construcción de la segunda etapa de la Villa 

nacional deportiva y ambiental Amazónica.
- Construcción de una Mega Biblioteca Muni-

cipal.
- Construcción y dotación de Puestos de Salud.
- Construcción del Centro Regional del disca-

pacitado.
- Reparación del Estadio Alberto Buitrago Ho-

yos y del Coliseo Cubierto Juan Viessi.
-

ción de la Concha Acústica Curiplaya.
- Construcción de la Central de Abastos de Flo-

rencia y Restauración de la Plaza de mercado Ga-
lería Central la Concordia.

- Construcción Sede Centenario H. Concejo 
Municipal de Florencia.

Artículo 3°. Se autoriza al Gobierno Nacional 
junto con la Corporación de Desarrollo Sosteni-
ble del Sur de la Amazonia Corpoamazonia, para 
desarrollar acciones tendientes a la recuperación 
ambiental de las quebradas la Perdiz y La Sardina, 
el río Hacha y los Humedales del Barrio Obrero 
y San Luis, además de la construcción de los co-
lectores principales y los sistemas de tratamiento 
de aguas residuales, para lo cual podrá autorizar 
la apropiación de las partidas presupuestales in-
dispensables.

Artículo 4°. Esta ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación y deroga todas las normas que le 
sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
6 de junio de 2012, al Proyecto de ley número 
191 de 2011 Senado, 076 de 2011 Cámara, por 
medio de la cual la Nación se asocia al Centena-
rio de Municipalización de Florencia, capital del 
departamento del Caquetá, y se dictan otras dis-
posiciones, y de esta manera continúe su trámite 
legal y reglamentario en la honorable Cámara de 
Representantes.

Jorge Eduardo Géchem Turbay,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 192 DE 2011 SENADO, 021 DE 2011 

CÁMARA
por medio de la cual la Nación se vincula a la con-
memoración de los trescientos  años de la 
aparición de Nuestra Señora de las Gracias de Tor-
coroma del municipio de Ocaña, departamento de 
Norte de Santander y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. La presente ley tiene como funda-
mento, permitir que la nación se asocie a la con-
memoración y rinda público homenaje a Nuestra 
Señora de las Gracias de Torcoroma del municipio 
de Ocaña, departamento Norte de Santander, con 
motivo de la celebración de los trescientos (300) 
años de su aparición, que se cumplirá el 15 de 
agosto de 2011.

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno Nacio-
nal para que, en cumplimiento y de conformidad 
con los artículos 150, 288, 334, 341, y 345 de 
la Constitución Política y de las competencias 
establecidas en la Ley 715 de 2001, asigne en el 
Presupuesto General de la Nación, y/o impulse a 
través del Sistema Nacional de Cofinanciación, 
las partidas presupuestales necesarias a fin de 
adelantar las siguientes obras de beneficio para 
el santuario de la Virgen de las Gracias de Torco-
roma del municipio de Ocaña en el departamento 
Norte de Santander:

-
so al santuario.

Artículo 3°. Las autorizaciones de gastos otor-
gadas al Gobierno Nacional en virtud de esta ley, 
se incorporarán en el respectivo Presupuesto Ge-
neral de la Nación, de acuerdo con las normas or-
gánicas en materia presupuestal; en primer lugar, 
reasignando los recursos hoy existentes en cada 
órgano ejecutor, sin que ello implique un aumento 
del presupuesto, y en segundo lugar de acuerdo con 
las disposiciones que se produzcan en cada vigen-

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga todas las dispo-
siciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aproba-
do en sesión Plenaria del Senado de la República 
el día 6 de junio de 2012, al Proyecto de ley 
número 192 de 2011 Senado, 021 de 2011 Cá-
mara, por medio de la cual la Nación se vincu-
la a la conmemoración de los trescientos  
años de la aparición de Nuestra Señora de las 
Gracias de Torcoroma del municipio de Ocaña, 
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departamento de Norte de Santander y se dictan 
otras disposiciones, y de esta manera continúe 
su trámite legal y reglamentario en la honorable 
Cámara de Representantes.

José Iván Clavijo,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 227 DE 2012 SENADO, 134 DE 2011 
CÁMARA, ACUMULADO AL 133 DE 2011 

CÁMARA
por la cual se dictan disposiciones en materia  

de promoción y protección del Derecho   
a la Participación Democrática.

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I
OBJETO

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley 
es promover, proteger y garantizar modalidades del 
derecho a participar en la vida política, administra-
tiva, económica, social y cultural, y así mismo a 
controlar el poder político.

La presente ley regula la iniciativa popular y 
normativa ante las corporaciones públicas, el refe-
rendo, la consulta popular, la revocatoria del man-
dato, el plebiscito y el cabildo abierto; y establece 
las normas fundamentales por las que se regirá la 
participación democrática de las organizaciones ci-
viles.

La regulación de estos mecanismos no impedirá 
el desarrollo de otras formas de participación de-
mocrática en la vida política, económica, social y 
cultural, ni el ejercicio de otros derechos políticos 
no mencionados en esta ley.

Artículo 2°. De la Política Pública de Partici-
pación Democrática. Todo plan de desarrollo debe 

la participación de todas las personas en las deci-
siones que los afectan y el apoyo a las diferentes 
formas de organización de la sociedad. De igual 
manera los planes de gestión de las instituciones 
públicas harán explícita la forma como se facilitará 
y promoverá la participación de las personas en los 
asuntos de su competencia.

Las discusiones que se realicen para la formula-
ción de la política pública de participación demo-
crática deberán realizarse en escenarios presencia-
les o a través de medios electrónicos, cuando sea 
posible, utilizando las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones.

Artículo 3°. Mecanismos de participación. Los 
mecanismos de participación ciudadana son de 

origen popular o de autoridad pública, según sean 
promovidos o presentados directamente mediante 

-
toridad pública en los términos de la presente ley.

Son de origen popular la iniciativa popular le-
gislativa y normativa ante las corporaciones públi-
cas, el cabildo abierto y la revocatoria del mandato; 
es de origen en autoridad pública el plebiscito; y 
pueden tener origen en autoridad pública o popular 
el referendo y la consulta popular.

La participación de la sociedad civil se expre-
sa a través de aquellas instancias y mecanismos 
que permiten su intervención en la conformación, 
ejercicio y control de los asuntos públicos. Pueden 
tener su origen en la oferta institucional o en la ini-
ciativa ciudadana.

TÍTULO II
DE LOS MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN 

CIUDADANA
CAPÍTULO I

Reglas comunes a los mecanismos  
de participación ciudadana

Artículo 4º. Reglas comunes a los mecanismos 
de participación ciudadana de origen popular. Las 
reglas sobre inscripción y recolección de apoyos 
ciudadanos desarrolladas en este capítulo aplican 
para referendos, iniciativas legislativas o norma-
tivas, consultas populares de origen ciudadano y 
revocatorias de mandato, establecidos en esta ley.

Parágrafo. El cabildo abierto se regula por las 
normas especiales contenidas en la presente ley y 
no le serán aplicables las normas generales descri-
tas para los otros mecanismos de participación.

Artículo 5°. El promotor y el comité promotor. 
Cualquier ciudadano, organización social, partido 
o movimiento político, podrá solicitar a la Regis-
traduría del Estado Civil correspondiente su ins-
cripción como promotor de un referendo, de una 
iniciativa legislativa y normativa, de una consulta 
popular de origen ciudadano o de una revocatoria 
de mandato.

Cuando se trate de organizaciones sociales y 
partidos o movimientos políticos, el acta de la se-
sión, donde conste la determinación adoptada por 
el órgano competente, según sus estatutos, debe 
presentarse ante la Registraduría del Estado Civil 
en el momento de la inscripción. En el acta deben 
constar los nombres de los ciudadanos que integra-
rán el Comité promotor, que estará integrado por 
no menos de tres personas ni más de nueve.

Cuando el promotor sea un ciudadano, él mis-
mo será el vocero de la iniciativa. Cuando se trate 
de una organización social, partido o movimiento 
político, el comité promotor designará un vocero.

Parágrafo. Para todos los efectos legales, el vo-
cero del comité promotor será el responsable de las 

-
ña de la iniciativa popular legislativa o normativa, 
así como la vocería durante el trámite del referen-
do, la consulta popular de origen ciudadano o de la 
revocatoria del mandato.
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Artículo 6°. Requisitos para la inscripción de 
mecanismos de participación ciudadana. En el 
momento de la inscripción, el promotor de cual-
quier mecanismo de participación ciudadana debe-
rá diligenciar un formulario, diseñado por la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil, en el que como 

a) El nombre completo, el número del docu-
-

ciones del promotor o de los miembros del Comité 
promotor.

b) El título que describa la propuesta de meca-
nismo de participación ciudadana.

c) La exposición de motivos que sustenta la pro-
puesta.

d) El proyecto de articulado, salvo en el caso de 
las propuestas de revocatoria de mandato.

Inscrito un comité promotor de un referendo, la 
Registraduría contará con un plazo de ocho (8) días 

la iniciativa, a partir del cual contará con un plazo 
de seis (6) meses para la recolección de los apoyos 
ciudadanos.

Parágrafo 1°. Se podrán inscribir iniciativas 
para la revocatoria del mandato, siempre que ha-
yan transcurrido doce (12) meses contados a partir 
del momento de posesión del respectivo alcalde o 
gobernador y no faltare menos de un año para la 

Parágrafo 2°. La inscripción de iniciativas po-
drá realizarse a través de medios electrónicos, en 
cuyo caso deberá utilizarse lenguaje estándar de 
intercambio de información en el formulario.

Artículo 7°. Registro de propuestas sobre me-
canismos de participación ciudadana. El registra-
dor correspondiente asignará un número consecu-

popular sobre mecanismos de participación ciu-
dadana, con el cual indicará el orden en que estos 
han sido inscritos y la fecha de su inscripción. En 
el registro se tendrá en cuenta si la propuesta hace 
referencia a la convocatoria a un referendo, a una 
iniciativa legislativa o normativa, a una consulta 
popular de origen ciudadano o a la revocatoria de 
un mandato, el cual será publicado en la página 
web de la entidad.

Artículo 8°. Formulario de recolección de apo-
yos ciudadanos. La Registraduría del Estado Civil 

ciudadanos que serán entregados gratuitamente al 
promotor de todo tipo de propuesta sobre mecanis-
mos de participación ciudadana. El formulario de 
recolección de apoyos deberá contener, como mí-
nimo, los siguientes datos:

a) El número que la Registraduría del Estado 
Civil le asignó a la propuesta.

b) El resumen del contenido de la propuesta, 
los motivos de su conveniencia y la invitación a 

Dicho resumen no podrá contener alusiones per-
sonales ni hacer publicidad personal o comercial, 
excepto en los casos de revocatoria al mandato.

c) Espacio para que cada ciudadano diligencie, 
de manera legible, su apoyo a la propuesta con su 

diligenciamiento. Si la persona no supiere escribir, 
registrará su apoyo con su huella dactilar.

d) El número de apoyos ciudadanos que debe-
rán ser recolectados por el promotor.

e) La fecha en la que vence el plazo para la reco-
lección de apoyos ciudadanos a la propuesta.

Artículo 9°. Cantidad de apoyos a recolectar. 
Para que los mecanismos de participación ciudada-
na superen la etapa de recolección de apoyos deben 
presentar ante la correspondiente Registraduría del 
Estado Civil la cantidad de apoyos determinadas 
en la Constitución y esta ley.

a) Para que una iniciativa de referendo constitu-
cional, una iniciativa popular de acto legislativo o 
de ley, o consulta popular nacional de origen ciuda-
dano sea presentada ante el Congreso de la Repú-
blica, o el Senado de la República respectivamente, 
se requiere del apoyo de un número de ciudadanos 
igual o superior al 5% del censo electoral en la fe-
cha respectiva.

b) Para presentar una iniciativa de referendo de-
rogatorio de una Ley, se requiere del apoyo de un 
número de ciudadanos igual o superior al diez por 
ciento del censo electoral en la fecha respectiva.

c) Para presentar una iniciativa popular norma-
tiva de competencia de entidades territoriales se re-
quiere el apoyo de un número de ciudadanos igual 
o superior al 10% del Censo Electoral vigente en la 
entidad territorial.

d) Para solicitar una consulta popular de origen 
ciudadano en las entidades territoriales se requiere 
del apoyo de un número no menor del cinco por 
ciento (5%) de ciudadanos que hagan parte del res-
pectivo censo electoral.

e) Para presentar una revocatoria de mandato 
se requiere del apoyo de un número de ciudadanos 
que hagan parte del censo electoral departamental, 
municipal o distrital de no menos del treinta por 
ciento (30%) de los votos obtenidos por el elegido.

Parágrafo 1º. Cuando el número de apoyos váli-
dos obtenidos para un referendo, una iniciativa po-
pular normativa, o una consulta popular de origen 
ciudadano sea superior al diez (10%) por ciento del 
respectivo censo electoral, el Gobierno Departa-
mental, Distrital, Municipal o Local respectivo, o 
la Corporación Pública de elección popular corres-
pondiente deberá proferir todos los actos necesa-
rios para la realización del referendo, de la consulta 
popular o trámite de la iniciativa normativa según 
se trate, en el término de veinte (20) días.

Parágrafo 2°. Los porcentajes del censo electo-
ral señalados en los literales a), b), c) y d) de este 
artículo se calcularán sobre el censo electoral vi-
gente de la entidad territorial a la fecha en que se 
realizó la inscripción de la iniciativa.

Artículo 10. Plazo para la recolección de 
apoyos ciudadanos y entrega de los formularios. 
Inscrita la propuesta de referendo, iniciativa le-
gislativa y normativa, consulta popular de origen 
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ciudadano, o de revocatoria del mandato ante la 
Registraduría del Estado Civil correspondiente, el 
registrador dispondrá de quince días para la elabo-
ración y entrega de los formularios a los promoto-
res, a partir del cual estos contarán con seis meses 

la iniciativa. Este plazo podrá ser prorrogado, en 
caso de fuerza mayor o caso fortuito debidamente 
acreditado, hasta por tres meses más, en la forma y 
por el tiempo que señale el Consejo Nacional Elec-
toral.

Artículo 11. Entrega de los formularios y es-
tados contables a la Registraduría. Al vencer el 
plazo para la recolección de apoyos, el promotor 
presentará los formularios debidamente diligencia-
dos al registrador del Estado Civil correspondiente. 
Vencido el plazo sin que se haya logrado completar 
el número de apoyos requeridos, la propuesta será 
archivada.

Quince días después de la entrega de los for-
mularios de los que trata este artículo, o del ven-

o su prórroga si la hubiere, el promotor o comité 
promotor deberá entregar los estados contables 
de la campaña de recolección de apoyos de cual-
quier propuesta sobre mecanismo de participación 

aportes, en dinero o en especie, que cada persona 
natural o jurídica realice durante la campaña res-
pectiva.

Artículo 12. Fijación de los topes en las cam-
pañas de recolección de apoyos ciudadanos. El 

sumas máximas de dinero que se podrán destinar 
en la recolección de apoyos a las propuestas sobre 
mecanismos de participación ciudadana. Así mis-

máxima que cada ciudadano u organización podrá 
aportar a la campaña de recolección de apoyos so-
bre las propuestas de los mecanismos de participa-
ción ciudadana.

-
blecidos en este artículo, el Consejo Nacional Elec-
toral tendrá en cuenta si se trata de propuestas del 
orden nacional, departamental, municipal o local.

Parágrafo 2°. Ninguna campaña de recolección 
de apoyos ciudadanos para los mecanismos de 
participación de que trata esta ley, podrá obtener 
créditos ni recaudar recursos, contribuciones ni 
donaciones provenientes de personas naturales y 
jurídicas de las que trata el Código de Comercio, 
que superen el diez por ciento (10%) de la suma 
máxima autorizada por el Consejo Nacional Elec-
toral para la campaña.

Artículo 13. Veri cación de apoyos. Una vez el 
promotor haga entrega de los formularios en los 
que los ciudadanos suscribieron su apoyo a la pro-
puesta, la Registraduría del Estado Civil procederá 

Serán causales para la anulación de apoyos ciu-
dadanos consignados en los formularios:

a) Si una persona consignó su apoyo en más de 
una oportunidad, se anularán todos sus apoyos, ex-
cepto el que tenga la fecha más reciente.

b) Fecha, nombre o número de las cédulas de 

c) Firma con datos incompletos, falsos o erró-
neos.

d) Firmas de la misma mano.
e) Firma no manuscrita.
Parágrafo. Cuando se realicen propuestas sobre 

mecanismos de participación ciudadana en el ám-
bito de las entidades territoriales o de las comunas, 
corregimientos o localidades, solo podrán consig-
nar su apoyo a la propuesta quienes hagan parte 
del censo electoral de la respectiva entidad territo-
rial, comuna, corregimiento o localidad vigente en 
el momento de haberse presentado la iniciativa de 
participación.

Artículo 14. Plazo para la veri cación de apo-
yos ciudadanos a una propuesta de mecanismos 
de participación ciudadana. La Registraduría del 

que trata el artículo anterior en un plazo máximo 
de cuarenta y cinco (45) días calendario. El Con-
sejo Nacional Electoral, dentro del término de seis 
meses contados a partir de la vigencia de la pre-
sente ley, deberá expedir el acto administrativo que 
señale el procedimiento que deba seguirse para la 

-
yos, solo se podrán adoptar técnicas de muestreo 
en los distritos, municipios de categoría especial y 
categoría uno.

Artículo 15. Certi cación. Ningún mecanismo 
de participación democrática, podrá ser tramitado 

acerca de los siguientes requisitos:
1. Número total de respaldos consignados.
2. Número de apoyos válidos.
3. Número de apoyos nulos.
4. Que el promotor haya entregado los estados 

contables de la campaña dentro del plazo otorgado 
en la ley.

5. Que los estados contables no hayan excedido 

permitidos por el Consejo Nacional Electoral.
6. Si se cumplió o no, con los requisitos consti-

tucionales y legales.
Ningún proyecto de participación democrática, 

-
trador.

-
querido no se ha cumplido y aun no ha vencido el 
plazo para su recolección podrá continuarse con el 
proceso por el periodo que falte y un mes más, con 
previo aviso a la respectiva Registraduría del Esta-
do Civil. Vencida la prórroga, el promotor deberá 
presentar nuevamente a la Registraduría los formu-
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Artículo 16. Desistimiento. El comité promotor 
podrá desistir de la propuesta sobre mecanismos de 
participación ciudadana antes del vencimiento del 
plazo para la recolección de los apoyos. Esta de-
cisión debe ser presentada por escrito y motivada 
al registrador correspondiente, junto con todos los 
apoyos recolectados hasta el momento.

Dentro de los cuarenta y cinco días siguientes 
a la presentación del desistimiento, la Registradu-
ría efectuará el conteo, hará público el número de 

nuevo comité de promotores, cumpliendo todos los 
requisitos, se inscriba y recoja el número de apoyos 
requerido para tal efecto y continuar con el proce-
dimiento respectivo. Para completar el número de 
apoyos ciudadanos faltantes a la fecha, el nuevo 
comité promotor dispondrá de lo que restaba del 
plazo, contado a partir del momento en que se haya 
registrado el desistimiento.

Artículo 17. Conservación de los formularios. 
Una vez que la Registraduría correspondiente haya 

los apoyos recolectados, procederá a conservar di-
gitalmente los formularios.

Artículo 18. Materias que pueden ser objeto de 
iniciativa popular legislativa y normativa, referen-
do o consulta popular. Solo pueden ser materia de 
iniciativa popular legislativa y normativa, consulta 
popular o referendo ante las corporaciones públi-
cas aquellas que sean de la competencia de la res-
pectiva corporación o entidad territorial.

No se podrán presentar iniciativas populares 
legislativas y normativas o consultas populares 
ante el Congreso, las asambleas, los concejos o las 
juntas administradoras locales sobre las siguientes 
materias:

a) Las que sean de iniciativa exclusiva del Go-
bierno, de los gobernadores o de los alcaldes.

c) Relaciones internacionales.
d) Concesión de amnistías o indultos.
e) Preservación y restablecimiento del orden 

público.
Artículo 19. Trámite ante las corporaciones pú-

blicas de las Propuestas de Referendo, Iniciativa 
legal o normativa de Origen Popular, o Consulta 
Popular de Origen Ciudadano. Cuando se haya 

la Registraduría correspondiente enviará a la en-
tidad competente el articulado, la exposición de 
motivos del referendo, o de iniciativa legislativa y 
normativa de origen popular, o de consulta popular 
de origen ciudadano.

El nombre de la iniciativa, el de sus promotores 
y vocero, así como el texto del proyecto de articu-
lado y su exposición de motivos, deberán ser divul-

-
te corporación.

Parágrafo 1°. En las entidades territoriales, 
cuando un referendo de origen popular, aprobatorio 
de un proyecto de ordenanza, acuerdo o resolución 

local, obtenga un número de apoyos ciudadanos 
superior al veinte por ciento (20%) del respectivo 
censo electoral, deberá procederse a su realización, 
previo concepto de constitucionalidad según el ar-
tículo 21 de la presente ley, y no requerirá ningún 
trámite ante la corporación de elección popular co-
rrespondiente.

Parágrafo 2°. Cuando para continuar con el pro-
ceso de una iniciativa de participación ciudadana 
se requiera del trámite previo ante una corporación 
pública de elección popular, y esta deba darle trá-
mite mediante proyecto de ley, ordenanza, acuer-
do o resolución de Junta Administradora Local y 
pueda generarse el archivo de la misma por ven-
cimiento de la legislatura, la corporación respecti-
va deberá darle curso a la iniciativa en la siguiente 
legislatura, dentro de los cinco primeros días del 
inicio de la misma, salvo que el Comité promotor 
esté de acuerdo con el archivo.

CAPÍTULO II
Del trámite en corporaciones públicas  

y revisión de constitucionalidad
Artículo 20. Trámite de las propuestas sobre 

mecanismos de participación ciudadana. Las re-
glas que rigen el trámite en corporaciones públicas 
de cada mecanismo de participación ciudadana son 
las siguientes:

a) Referendo. A iniciativa del Gobierno o de 

en la Constitución y la ley, el Congreso, mediante 
ley que requiere la aprobación de la mayoría de los 
miembros de ambas Cámaras, podrá someter a re-
ferendo un proyecto de reforma constitucional o de 
ley. La Ley que sea aprobada por el Congreso de-
berá incorporar el texto que se somete a referendo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo del 
artículo 19 de la presente ley, a iniciativa de los go-
biernos departamental, distrital, municipal o local 
o de la ciudadanía, las asambleas departamentales, 
los concejos municipales y distritales, las Juntas 
Administradoras Locales mediante ordenanzas, 
acuerdos o resoluciones que incorporen el texto 
que se propone para referendo, podrán someter a 
consideración del pueblo un proyecto de norma.

b) Iniciativa legislativa y normativa. La inicia-
tiva popular legislativa o normativa será estudiada 
de conformidad con lo establecido en el reglamen-
to de la corporación respectiva y se aplicarán las 
disposiciones establecidas en el artículo 163 de la 
Constitución Política para los proyectos que hayan 
sido objeto de manifestación de urgencia.

En el caso de iniciativas legislativas, los térmi-
nos serán improrrogables y su estudio será priorita-
rio en el orden del día. En el caso en que la inicia-
tiva sea negada en comisión, podrá ser apelada por 
el comité promotor en los términos del reglamento 
interno del Congreso de la República ante la plena-
ria respectiva.

En el caso de iniciativas normativas, los térmi-
nos serán improrrogables y su estudio será prio-
ritario en el orden del día. En el caso en que la 
iniciativa sea negada en comisión, podrá ser ape-
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lada por el comité promotor en los términos del 
reglamento interno de la respectiva corporación 
ante la plenaria.

c) Plebiscito. El Congreso de la República 
deberá pronunciarse sobre la conveniencia de la 
convocatoria a plebiscito. Cuando dentro del mes 
siguiente a la fecha en la que el Presidente de la 
República haya informado sobre su decisión de 
realizar un plebiscito, ninguna de las dos cámaras 
por la mayoría simple haya manifestado su recha-
zo, el Presidente podrá convocarlo. En ningún caso 
podrá versar sobre la duración del mandato presi-

d) Consultas populares. El Senado de la Re-
pública, se pronunciará sobre la conveniencia de la 
convocatoria a consultas populares nacionales. Lo 
anterior sin perjuicio de lo establecido en el pará-
grafo del artículo 9° de la presente ley.

Las asambleas, los concejos o las Juntas Admi-
nistradoras Locales, según se trate, se pronunciarán 
sobre la conveniencia de las consultas populares de 
iniciativa gubernamental en las respectivas entida-
des territoriales.

e) Ley de convocatoria a asamblea constitu-
yente. El Congreso de la República, en los térmi-
nos del artículo 376 de la Constitución, mediante 
ley de la República aprobada por la mayoría de los 
miembros de una y otra Cámara podrá consultar 
al pueblo la convocatoria a una asamblea constitu-
yente para reformar la Constitución.

Además de la convocatoria de la Asamblea 

delegatarios, el sistema para elegirlos, la compe-
tencia de la Asamblea, la fecha de su iniciación y 
su período.

Parágrafo 1°. Ninguna corporación pública 

referendo de acto legislativo o de ley, ordenanza, 
acuerdo o resolución local de iniciativa popular 
que sustituyan el sentido original de la iniciativa 
o alteren su esencia. De presentarse cambios de 
forma, en cada uno de los respectivos debates, el 
vocero del Comité Promotor manifestará que los 
cambios introducidos no sustituyen el sentido ori-
ginal de la iniciativa.

Parágrafo 2°. Quien sea reconocido como pro-
motor de los mecanismos de participación ciuda-

o crear una norma o una ley, deberá ser convocado 
a todas las sesiones en que se tramite el proyec-
to y tendrá en ellas los mismos derechos, salvo el 

miembros de la respectiva corporación.
Artículo 21. Revisión previa de constitucionali-

dad. Una vez aprobada la iniciativa por el Congre-
so de la República, la Corte Constitucional revisará 
previamente y únicamente por razones de forma el 
texto que se somete a referendo constitucional y el 
texto de la ley que convoca a una Asamblea Cons-
tituyente.

Para el caso de referendo legal, o consulta po-
pular nacional, la Corte Constitucional hará la re-

visión previa sobre el trámite y contenido de la 
ley o del concepto emitido por el Senado de la 
República.

Los tribunales de la jurisdicción de lo conten-
cioso-administrativo competentes se pronunciarán 
sobre la constitucionalidad y legalidad del meca-
nismo de participación ciudadana a realizarse en 
los respectivos entes territoriales.

Todo proceso de revisión previa de constitucio-
nalidad de convocatorias a mecanismos de parti-
cipación ciudadana deberá permitir un período de 

-
quier ciudadano impugne o coadyuve la constitu-
cionalidad de la propuesta y el Ministerio Público 
rinda su concepto.

TÍTULO III
DE LOS MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN 

CIUDADANA EN CORPORACIONES  
PÚBLICAS

CAPÍTULO I
Del cabildo abierto

Artículo 22. Cabildo abierto. En cada período 
de sesiones ordinarias de las asambleas departa-
mentales, los concejos municipales o distritales, o 
de las Juntas Administradoras Locales, podrán ce-
lebrarse cabildos abiertos en los que, por iniciativa 
de un número no inferior al cinco por mil de los 
ciudadanos del censo electoral del respectivo de-
partamento, municipio, distrito, localidad o comu-
na, se considerarán los asuntos que los residentes 
soliciten sean estudiados, siempre y cuando sean 
de competencia de la respectiva corporación. Es 
obligación del alcalde o gobernador, según sea el 
caso, asistir al cabildo abierto si así lo solicitan los 
ciudadanos. En el momento de solicitar el cabil-

vocero.
Parágrafo. El cabildo abierto se regula por las 

normas especiales contenidas en la presente ley y 
no le serán aplicables las normas generales descri-
tas para los otros mecanismos de participación.

Artículo 23. Materias del cabildo abierto. Po-
drán ser materias del cabildo abierto cualquier 
asunto de interés para la comunidad. En caso de 
que la comunidad cite al gobernador o alcalde res-

que formulará al funcionario, el cual debe ser remi-
tido por el presidente de la corporación, con míni-
mo cinco (5) días de antelación a la celebración del 
cabildo. El cuestionario deberá versar únicamente 
sobre asuntos de competencia del funcionario ci-
tado.

Parágrafo. A través del Cabildo Abierto no se 
podrán presentar iniciativas de ordenanza, acuerdo 
o resolución local.

Artículo 24. Prelación. En los cabildos abiertos 
se tratarán los temas en el orden en que fueron pre-
sentados ante la respectiva secretaría. En todo caso 
el Cabildo Abierto deberá celebrarse a más tardar 
un mes después de la radicación de la petición.
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Parágrafo. Si la petición fue radicada cuando la 
respectiva corporación no se encontraba en sesio-
nes ordinarias, el cabildo deberá realizarse en el 
siguiente periodo de sesiones ordinarias.

Artículo 25. Difusión del cabildo. Las asam-
bleas departamentales, los concejos municipales o 
distritales, o las Juntas Administradoras Locales, 
dispondrán la amplia difusión de la fecha, el lugar 
y de los temas que serán objeto del cabildo abierto. 
Para ello, antes de la fecha de vencimiento para la 
fecha de inscripción de los participantes ordenarán 
la publicación de dos convocatorias en un medio 
de comunicación de amplia circulación y cuando 
fuere posible, a través de las tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones, con diferencia no 
menor de diez (10) días entre una y otra.

Artículo 26. Asistencia y vocería. A los cabildos 
abiertos podrán asistir todas las personas que ten-
gan interés en el asunto. Además del vocero podrán 
intervenir, por la misma duración a la que tienen 
derecho por reglamento los respectivos miembros 
de la corporación, quienes se inscriban a más tardar 
tres (3) días antes de la realización del cabildo en 
la secretaría respectiva, presentando para ello un 
resumen escrito de su intervención.

Luego de las intervenciones de la comunidad, 
el gobernador o alcalde respectivo dará respuesta 
a sus inquietudes. Una vez surtido este trámite, los 
miembros de la corporación podrán hacer uso de 
la palabra en los términos que establece el regla-
mento.

Parágrafo. Cuando los medios tecnológicos lo 
permitan, los cabildos abiertos serán transmitidos 
en directo a través de Internet o a través de los me-
canismos que estime conveniente la mesa directiva 
de la corporación respectiva.

Artículo 27. Citación a funcionarios de la admi-
nistración. Por solicitud ciudadana derivada de la 
convocatoria al cabildo abierto conforme a esta ley, 
podrá citarse a funcionarios departamentales, mu-
nicipales, distritales o locales, con cinco (5) días de 
anticipación, para que concurran al cabildo y para 
que respondan, oralmente o por escrito, sobre he-
chos relacionados con el tema del cabildo. La des-
atención a la citación sin justa causa, será causal de 
mala conducta.

Artículo 28. Obligatoriedad de la respuesta. 
Una semana después de la realización del cabil-
do se realizará una sesión a la cual serán invitados 
quienes intervinieron durante el cabildo, en la cual 
se entregarán las respuestas razonadas a los plan-
teamientos y solicitudes presentadas por los ciuda-
danos, por parte del mandatario, los funcionarios 
citados y de la corporación respectiva, según sea 
el caso.

Cuando se trate de un asunto relacionado con 
inversiones públicas departamentales, municipa-
les, distritales o locales, la respuesta deberá señalar 
el orden de prioridad de las mismas dentro del pre-
supuesto y los planes correspondientes.

Si las respuestas dadas por los funcionarios in-
cluyen compromisos decisorios, estos serán obli-

gatorios y las autoridades deberán proceder a su 
ejecución, previo cumplimiento de las normas 
constitucionales y legales.

Artículo 29. Sesiones fuera de la sede. Cuando 

un municipio, localidad, corregimiento o comuna, 
la sesión de la corporación pública correspondiente 
podrá realizarse en el sitio en que la mesa directiva 
y el vocero estimen conveniente de manera con-
certada.

Artículo 30. Requisitos especiales previos al 
trámite. Antes de iniciar el trámite ante corporacio-
nes públicas de cada mecanismo de participación 
ciudadana se requiere.

a) Para el plebiscito. El Presidente de la Repú-

informar inmediatamente al Congreso de la Re-
pública su decisión de convocar un plebiscito, las 
razones para hacerlo y la fecha en que se llevará 
a cabo la votación, la cual no podrá coincidir con 
otra elección.

b) Para la Consulta popular nacional. El Presi-

ministros y previo concepto favorable del Senado 
de la República, podrá consultar al pueblo una de-
cisión de trascendencia nacional. Los ciudadanos 
podrán convocar una consulta popular con el cinco 
(5%) de apoyos de los ciudadanos que conforman 
el censo electoral nacional.

c) Para la Consulta popular a nivel departamen-
tal, distrital, municipal y local de iniciativa gu-
bernamental. Los gobernadores y alcaldes, con la 

-
vocar consultas para que el pueblo decida sobre 
asuntos departamentales, municipales, distritales o 
locales. El cinco por ciento (5%) de los ciudadanos 
que conforman el censo electoral del respectivo de-
partamento, municipio o distrito, podrán solicitar 
que se consulte al pueblo un asunto de interés de 
la comunidad.

d) Los referendos de iniciativa gubernamental 

y sus ministros, los gobernadores y sus secretarios 
de despacho y los alcaldes y sus secretarios de des-
pacho, según corresponda.

Artículo 31. Registro de los cabildos abiertos. 
La Secretaría General de cada corporación pública 
deberá llevar un registro de cada cabildo abierto, 
los temas que se abordaron, los participantes, las 
memorias del evento y la respuesta de la corpora-
ción respectiva. Copia de este registro se enviará 
al Consejo Nacional de Participación y al Consejo 
Nacional Electoral.

CAPÍTULO II
Convocatoria y campaña de mecanismos  

de participación ciudadana
Artículo 32. Conceptos previos. Para convocar 

y llevar a cabo un plebiscito o una consulta popular 
nacional se requiere el concepto previo de la cor-
poración pública correspondiente.

En el término de un mes, contado a partir del 
cumplimiento del requisito previo del que trata el 



Página 18 Jueves, 14 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  368

artículo anterior de la presente ley, el Congreso de 
la República o el Senado de la República, respecti-
vamente, deberá pronunciarse sobre la convenien-
cia de la convocatoria a plebiscito o a Consulta Po-
pular Nacional.

Sin perjuicio de lo establecido en el parágrafo 
del artículo 9° de la presente ley, en un término de 
veinte (20) días, contado a partir del cumplimiento 
del requisito previo del que trata el artículo 20 de 
la presente ley, la corporación pública correspon-
diente emitirá su concepto respecto de la convoca-
toria a Consulta Popular Departamental, Distrital, 
Municipal o Local. La Corporación Pública corres-
pondiente podrá, por la mayoría simple, rechazarla 
o apoyarla.

Artículo 33. Decreto de convocatoria. Den-
tro de los 8 días siguientes a la notificación del 
pronunciamiento de la Corte Constitucional o 
el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo 
correspondiente; de la certificación del Regis-
trador del cumplimiento de los requisitos para 
la revocatoria del mandato; del Concepto de la 
corporación pública de elección popular para el 
plebiscito y la consulta popular, el Presidente de 
la República, el Gobernador o el Alcalde, según 
corresponda, fijará fecha en la que se llevará a 
cabo la jornada de votación del mecanismo de 
participación ciudadana correspondiente y adop-
tará las demás disposiciones necesarias para su 
ejecución.

a) El referendo deberá realizarse dentro de los 
seis meses siguientes al pronunciamiento de la 
Corte Constitucional o Tribunal de lo Contencio-
so Administrativo de que trata el artículo 22 de la 
presente ley. No podrá acumularse la votación de 
más de tres referendos para la misma fecha ni po-
drá acumularse la votación de referendos consti-
tucionales con otros actos electorales. Cuando se 
inscriba más de una propuesta de referendo sobre 
el mismo tema y obtenga el número de apoyos re-
queridos, el votante podrá decidir sobre cualquie-
ra de ellos, evento en el cual la autoridad electoral 
pondrá a su disposición cada una de las iniciativas 
en forma separada.

b) La revocatoria del mandato deberá realizar-
se dentro de un término no superior a dos meses, 

Registraduría.
c) La Consulta Popular se realizará dentro de 

los tres meses siguientes a la fecha del concepto 
previo de la corporación pública respectiva o del 
vencimiento del plazo indicado para ello.

d) El plebiscito se realizará en un término máxi-
mo de cuatro meses contados a partir de la fecha en 
que el Congreso reciba el informe del Presidente.

e) La Consulta Popular para convocar una 
Asamblea Constituyente deberá realizarse entre los 
dos y los seis meses a partir del pronunciamiento 
de la Corte Constitucional.

Parágrafo. Cuando aplique, la elección de dig-
natarios a la Asamblea Constituyente deberá rea-
lizarse entre los dos y los seis meses a partir de 

la fecha de promulgación de los resultados de la 
Consulta Popular por parte del Consejo Nacional 
Electoral.

Artículo 34. Campañas sobre los mecanismos 
de participación ciudadana. Desde la fecha en la 
que la autoridad competente determine, mediante 
decreto, cuando se realizará la votación sobre un 
mecanismo de participación ciudadana hasta el día 
anterior a la realización del mismo, se podrán desa-
rrollar campañas a favor, en contra y por la absten-
ción a cada mecanismo, cuando aplique.

Parágrafo. El gobierno, los partidos y movi-
mientos políticos y las organizaciones sociales que 
deseen hacer campaña a favor, en contra o por la 
abstención de algún mecanismo de participación 

Consejo Nacional Electoral en un término no supe-
rior a 15 días contados a partir de la fecha en la que 
se publique el decreto de convocatoria de que trata 
el artículo anterior.

Toda organización política o social que haya no-

de hacer campaña a favor, en contra o por la abs-
tención a algún mecanismo de participación ciuda-
dana podrá acceder, en condiciones de equidad, a 
los medios de comunicación social del Estado para 
exponer sus posturas respecto de la convocatoria, 
sin perjuicio de aquellas campañas que decidan 
promover el mecanismo de participación por me-
dios diferentes a los de comunicación social del 
Estado.

Artículo 35. Límites en la nanciación de las 
campañas -
rá anualmente la suma máxima de dinero que se 
podrá destinar al desarrollo de una campaña a fa-
vor, en contra o por la abstención de mecanismos 
de participación ciudadana y la suma máxima de 
los aportes de cada ciudadano u organización, de 
acuerdo con las reglas establecidas en el artículo 
12 de esta ley. Asimismo podrá investigar las de-
nuncias que sobre incumplimiento de dichas nor-
mas se presenten.

CAPÍTULO III
Votación sobre los mecanismos  

de participación ciudadana
Artículo 36. Mecanismos de participación ciu-

dadana que requieren votación popular. Luego de 
cumplir con los requisitos y el procedimiento es-
tablecido en la presente ley para el Referendo, el 
plebiscito, la Consulta Popular y la Revocatoria de 
Mandato se procederá a la votación popular.

Artículo 37. Contenido de la tarjeta electoral o 
del mecanismo electrónico de votación. La tarjeta 
electoral o el mecanismo electrónico de votación 
que se emplee para los mecanismos de participa-
ción ciudadana deberá garantizar que se presente a 
los ciudadanos la posibilidad de manifestar libre-
mente su decisión sobre la respectiva pregunta del 
plebiscito, referendo, revocatoria del mandato o 
consulta popular.

Artículo 38. Reglas especiales de la tarjeta 
electoral o del mecanismo electrónico de votación 
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según mecanismo de participación. Además de lo 
contemplado en el artículo anterior, se deben tener 
en cuenta para la tarjeta electoral o el mecanismo 
electrónico de votación de cada iniciativa de parti-
cipación ciudadana los siguientes requisitos:

a) Cuando aplique para el referendo y este se re-

el voto en bloque.
b) No podrán ser objeto de consulta popular o 

plebiscito proyectos de articulado y las preguntas 
que se formulen al pueblo estarán redactadas en 
forma clara, de tal manera que puedan contestarse 
con un sí o un no.

c) La tarjeta electoral o el mecanismo electróni-
co de votación para la consulta sobre la convocato-
ria a una asamblea constituyente deberá ser diseña-
do de tal forma que los electores puedan votar con 
un sí o un no la convocatoria y, separadamente, los 
temas que serán competencia de la Asamblea.

Artículo 39. Remisión. Las reglas sobre publici-
dad, encuestas, escrutinios y reclamaciones vigen-
tes en la normatividad electoral aplicarán a los me-
canismos de participación ciudadana que requieren 
de votación popular.

Artículo 40. Suspensión de la votación. Durante 
los estados de conmoción interior, guerra exterior 
o emergencia económica, el Presidente de la Repú-

decreto, podrá suspender la realización de la vota-
ción de un mecanismo de participación ciudadana. 
Igual facultad le asiste al gobierno nacional para 
suspender la votación de un mecanismo de parti-
cipación ciudadana si se observare un ambiente de 
intimidación para los votantes.

Dentro de los tres (3) días siguientes a la expe-
dición del decreto, el Presidente de la República, 
presentará un informe motivado al Congreso, sobre 
las razones que determinaron la suspensión.

El Gobierno enviará a la Corte Constitucional, 
al día siguiente de su expedición, el decreto legisla-
tivo de suspensión para que esta decida, a más tar-
dar dentro de los veinte (20) días siguientes, sobre 
su constitucionalidad. Si el Gobierno no cumpliere 
con el deber de enviarlo, la Corte Constitucional 

-
nocimiento.

Parágrafo. Dos meses después de haberse levan-
tado el estado de conmoción, o de haberse decidi-
do por el gobierno nacional que ha desaparecido el 
ambiente de intimidación para los votantes, deberá 
realizarse la votación del mecanismo de participa-
ción ciudadana que había sido aplazada, conforme 
al presente artículo.

CAPÍTULO IV
Adopción de la decisión

Artículo 41. Carácter de la decisión y requisi-
tos. La decisión del pueblo será obligatoria en todo 
mecanismo de participación ciudadana cuando se 
cumpla con los siguientes requisitos:

a) En el plebiscito que haya participado más del 
cincuenta por ciento (50%) del censo electoral vi-
gente.

más de la mitad de los sufragantes y que el número 
de estos exceda de la cuarta parte del total de ciu-
dadanos que integran el censo electoral.

c) En la consulta popular que la pregunta some-

la mitad más uno de los sufragios válidos, siempre 
y cuando haya participado no menos de la cuarta 
parte de los electores que componen el respectivo 
censo electoral.

d) Se entiende que el pueblo convoca la Asam-
blea Constituyente, si así lo aprueba, cuando me-
nos, la tercera parte de los integrantes del censo 

consulta no podrán ser variadas posteriormente.
e) En la Revocatoria del Mandato el pronuncia-

miento popular por la mitad más uno de los votos 
ciudadanos que participen en la respectiva convo-
catoria, siempre que el número de sufragios no sea 
inferior al cincuenta (50%) de la votación total vá-
lida registrada el día en que se eligió al respectivo 
mandatario. Si como resultado de la votación no 
se revoca el mandato del gobernador o del alcalde, 
no podrá volver a intentarse en lo que resta de su 
período.

Parágrafo. Lo previsto en el literal e) del pre-
sente artículo se aplicará para los gobernadores y 
alcaldes elegidos a partir de las elecciones locales 
de 2015.

Artículo 42. Consecuencias de la aprobación 
popular de un mecanismo de participación ciuda-
dana que requiere votación. Los mecanismos de 
participación ciudadana, que habiendo cumplido 
los requisitos contemplados en el artículo anterior, 
hayan sido aprobados tienen las siguientes conse-
cuencias:

a) Aprobado un referendo, el Presidente de la 
República, el gobernador o el alcalde, según el 
caso, sancionará la norma y dispondrá su promul-
gación en el término de ocho días contados a partir 
de la declaración de los resultados por parte de la 
Registraduría del Estado Civil correspondiente, so 
pena de incurrir en causal de mala conducta.

b) Los actos legislativos, las leyes, las ordenan-
zas, los acuerdos y las resoluciones locales, entra-
rán en vigencia a partir del momento de la publi-
cación a menos que en la misma se establezca otra 
fecha.

La publicación deberá hacerse a los ocho (8) 
días siguientes a la aprobación de los resultados 
por la organización electoral en el Diario O cial 

-
ración y, de no realizarse, se entenderá surtida una 

funcionario reticente una causal de mala conducta.
c) Cuando el pueblo haya adoptado una deci-

sión obligatoria en una consulta popular, el órgano 
correspondiente deberá adoptar las medidas para 
hacerla efectiva.
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Cuando para ello se requiera una ley, una orde-
nanza, un acuerdo o una resolución local, la cor-
poración respectiva deberá expedirla dentro del 
mismo período de sesiones o a más tardar en el pe-
ríodo siguiente. Si vencido este plazo el Congreso, 
la asamblea, el concejo o la junta administradora 
local, no la expidieren, el Presidente de la Repú-
blica, el gobernador, el alcalde, o el edil, dentro de 
los quince (15) días siguientes la adoptará median-
te decreto con fuerza de ley, ordenanza, acuerdo o 
resolución local, según el caso. En esta circunstan-
cia el plazo para hacer efectiva la decisión popular 
será de dos meses.

CAPÍTULO V
De la revocatoria del mandato

Artículo 43. Noti cación. Surtido el trámite de 

de revocatoria del mandato, el registrador corres-
pondiente enviará al Gobernador o al Presidente de 

la fecha en la que se celebrará la votación corres-
pondiente.

Corresponderá al Registrador del Estado Civil 
respectivo, una vez cumplidos los requisitos esta-
blecidos para la solicitud de revocatoria del man-
dato, coordinar con las autoridades electorales del 
respectivo departamento o municipio, la divulga-
ción, promoción y realización de la convocatoria 
para la votación.

Artículo 44. Remoción del cargo. Habiéndose 
realizado la votación y previo informe del resulta-
do de los escrutinios por la Registraduría corres-
pondiente, el Registrador Nacional del Estado Ci-
vil la comunicará al Presidente de la República o al 
gobernador respectivo para que procedan, según el 
caso, a la remoción del cargo del respectivo gober-
nador o alcalde revocado y a designar un encarga-
do de conformidad con las normas vigentes.

Parágrafo. Surtido el trámite establecido en el 
artículo anterior, la revocatoria del mandato será de 
ejecución inmediata.

Artículo 45. Elección del sucesor. Revocado el 
mandato a un gobernador o a un alcalde, se convo-
cará a elecciones para escoger al sucesor, dentro de 
los 2 meses siguientes a la fecha en que el registra-

votación.
Durante el período que transcurra entre la fecha 

de la revocatoria y la posesión del nuevo manda-
tario, habrá un designado en calidad de encargado 
por el Presidente de la República o el gobernador.

Parágrafo. El encargado o designado por el Pre-
sidente de la República o el gobernador dará cum-
plimiento, en lo que fuere pertinente, al plan de 
desarrollo en el respectivo período.

CAPÍTULO VI
Reglas especiales a los referendos

Artículo 46. Decisión posterior sobre normas 
sometidas a referendo. Las normas que hayan sido 

derogadas o aprobadas mediante referendo no po-
drán ser objeto de trámite dentro de los dos años 
siguientes.

Cuando se trate de referendos aprobatorios o 
derogatorios de carácter nacional, no podrá solici-
tarse referendo sobre el mismo asunto sino hasta 
pasados dos años.

Artículo 47. Nombre y encabezamiento de la de-
cisión. La decisión adoptada en referendo se deno-
minará acto legislativo, ley, ordenanza, acuerdo, o 
resolución local, según corresponda a materias de 
competencia del Congreso de la República, de las 
asambleas departamentales o de los concejos mu-
nicipales, distritales o de las juntas administradoras 
locales, y así se encabezará el texto aprobado.

Si se trata de una ley o de un acto legislativo 
aprobado mediante referendo, el encabezamiento 
deberá ser el siguiente según el caso:

“El pueblo de Colombia decreta”.
TÍTULO IV

DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS
CAPÍTULO I

Rendición de cuentas de la Rama Ejecutiva
Artículo 48. De nición rendición de cuentas. 

Por rendición de cuentas se entiende el proceso 
conformado por un conjunto de normas, proce-
dimientos, metodologías, estructuras, prácticas y 
resultados mediante los cuales, las entidades de la 
administración del nivel nacional y territorial y los 
servidores públicos informan, explican y dan a co-
nocer los resultados de su gestión a los ciudadanos, 
la sociedad civil, otras entidades públicas y a los 
organismos de control, a partir de la promoción del 
diálogo.

La rendición de cuentas es una expresión de 
control social que comprende acciones de petición 
de información y explicaciones, así como la eva-

-
lidad la búsqueda de la transparencia de la gestión 
dela administración pública y a partir de allí lograr 
la adopción de los principios de Buen Gobierno, 

cuentas, en la cotidianidad del servidor público.
Parágrafo. En todo caso, la Unidad Coordina-

dora de Atención al Ciudadano del Congreso de 
la República dispondrá de la información de la 
gestión de los congresistas: de su asistencia a las 
sesiones de comisiones y plenarias, del sentido de 
sus votaciones y de sus iniciativas legislativas y de 
control político presentadas.

Artículo 49. Principios y elementos del proce-
so de rendición de cuentas. Los principios básicos 
que rigen la rendición de cuentas de las entidades 
públicas nacionales y territoriales, proceso que se 
constituye en una actitud permanente del servidor 
público, son: continuidad y permanencia, apertu-
ra y transparencia, y amplia difusión y visibilidad. 
Así mismo, se fundamenta en los elementos de in-
formación, lenguaje comprensible al ciudadano, 
diálogo e incentivos.
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Artículo 50. Obligatoriedad de la rendición de 
cuentas a la ciudadanía. Las autoridades de la ad-
ministración pública nacional y territorial tienen 
la obligación de rendir cuentas ante la ciudadanía 
para informar y explicar la gestión realizada, los 
resultados de sus planes de acción y el avance en la 
garantía de derechos.

La rendición de cuentas incluye acciones para 
informar oportunamente, en lenguaje comprensible 
a los ciudadanos y para establecer comunicación y 
diálogo participativo entre las entidades de la rama 
ejecutiva, la ciudadanía y sus organizaciones.

Parágrafo. Las entidades y organismos de la Ad-
ministración Pública tendrán que rendir cuentas en 
forma permanente a la ciudadanía, en los términos 
y condiciones previstos en el artículo 78 de la Ley 
1474 de 2011. Se exceptúan las empresas indus-
triales y comerciales del Estado y las Sociedades 
de Economía Mixta que desarrollen actividades 
comerciales en competencia con el sector privado, 
nacional o internacional o en mercados regulados, 
caso en el cual se regirán por las disposiciones le-
gales y reglamentarias aplicables a sus actividades 
económicas y comerciales.

Artículo 51. Manual único y lineamientos para 
el proceso de rendición de cuentas. El Gobierno 
Nacional, a través del Departamento Administrati-
vo de la Función Pública con el apoyo del Departa-
mento Nacional de Planeación elaborará el Manual 
Único de Rendición de Cuentas, que se constituirá 
en la guía de obligatoria observancia para las enti-
dades públicas en el desarrollo del proceso de ren-
dición de cuentas.

Este manual deberá contener los lineamientos 
metodológicos para desarrollar la rendición de 
cuentas en las entidades de la Rama Ejecutiva, del 
orden nacional y territorial, así como las recomen-
daciones para las demás ramas del poder público 
y entidades de la Administración Pública. Incluye 
criterios para determinar los temas de interés de 
la ciudadanía, el desarrollo sectorial y regional, 
así como lineamientos de información, gobierno 
abierto y mecanismos de participación ciudadana.

Artículo 52. Estrategia de rendición de cuentas. 
Las entidades de la Administración Pública nacio-
nal y territorial deberán elaborar anualmente una 
estrategia de rendición de cuentas, cumpliendo con 
los lineamientos del Manual Único de Rendición 
de Cuentas, la cual deberá ser incluida en el Plan 
Anticorrupción y de Atención a los Ciudadanos.

La estrategia incluirá instrumentos y mecanis-
mos de rendición de cuentas, los lineamientos de 
Gobierno en Línea, los contenidos, la realización 
de audiencias públicas y otras formas permanentes 
para el control social.

Artículo 53. Espacios de diálogo para la rendi-
ción de cuentas. Las autoridades de la Administra-
ción Pública nacional y territorial, en la estrategia 
de rendición de cuentas, se comprometerán a reali-
zar y generar espacios y encuentros presenciales, y 
a complementarlos con espacios virtuales, o a tra-
vés de mecanismos electrónicos, siempre y cuando 
existan condiciones para ello, para la participación 

ciudadana, tales como foros, mesas de trabajo, reu-
niones zonales, ferias de la gestión o audiencias 
públicas, para que los ciudadanos y las organiza-
ciones sociales evalúen la gestión y sus resultados.

Las entidades propenderán a generar espacios 
de difusión masiva, tales como espacios en emiso-
ras locales o nacionales, o espacios televisivos que 
garanticen un adecuado acceso a la información y 
a los informes de gestión de la ciudadanía en ge-
neral.

En el evento en que una entidad no adelante di-
chos espacios, estará en la obligación de realizar 
audiencias públicas participativas, mínimo dos ve-
ces al año, con los lineamientos que se establecen 
en los siguientes artículos de la presente ley.

Artículo 54. Rendición de cuentas de las ins-
tancias de participación. Las instancias de parti-
cipación ciudadana incluidas en esta ley, deberán 
desarrollar ejercicios de rendición de cuentas en 
por lo menos una sesión de trabajo anual, teniendo 
en cuenta los principios y elementos de que trata el 
artículo 50 de la presente ley.

Artículo 55. Audiencias públicas participativas. 
Las audiencias públicas participativas, son un me-
canismo de rendición de cuentas, así mismo son un 
acto público convocado y organizado por las enti-
dades de la administración para evaluar la gestión 
realizada y sus resultados con la intervención de 
ciudadanos y organizaciones sociales.

En dichas audiencias se dará a conocer el infor-
me de rendición de cuentas. Esta obligación surge 
para todo aquel que se haya posesionado como di-
rector o gerente de una entidad del orden nacional, 
lo mismo que para Alcaldes y Gobernadores.

Los directores o gerentes y los Alcaldes o Go-
bernadores deberán establecer correctivos que op-
timicen la gestión y faciliten el cumplimiento de 
las metas del plan de desarrollo, asimismo fortale-
cerán los escenarios y mecanismos de información 
que permiten a la comunidad la participación y el 
control social permanente.

Artículo 56. Etapas del proceso de los meca-
nismos de rendición pública de cuentas. El manual 
único de que trata el artículo 51 de la presente ley 
contendrá:

a) Aprestamiento.
b) Capacitación.
c) Publicación de información.
d) Convocatoria y evento.
e) Seguimiento.
f) Respuestas escritas y en el término quince 

días a las preguntas de los ciudadanos formuladas 
en el marco del proceso de rendición de cuentas y 
publicación en la página Web o en los medios de 

Cada una de estas etapas debe ser desarrollada 
en el Manual único de Rendición de Cuentas por el 
director o gerente de la entidad del orden nacional, 
el Alcalde o Gobernador.

Artículo 57. Respuesta a los informes de ren-
dición de cuentas. El Congreso de la República 
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tendrá un mes de plazo para evaluar, dictaminar y 
responder a los informes anuales de rendición de 
cuentas que presente el Gobierno a través de sus 
ministerios. Las mesas directivas de las cámaras 

constitucionales o legales, o a una comisión acci-
dental.

Parágrafo. Los concejos municipales y distri-
tales, las asambleas departamentales y las juntas 
administradoras locales también tendrán un mes 
de plazo para evaluar, dictaminar y responder a los 
informes anuales de rendición de cuentas que pre-
senten los alcaldes municipales, distritales, locales 
y los gobernadores al respectivo cuerpo colegiado 
que le corresponda la evaluación.

CAPÍTULO II
Rendición de cuentas de los ediles, concejales y 
diputados y las juntas administradoras locales, 
los concejos municipales y las asambleas depar-

tamentales
Artículo 58. Plan de acción de rendición de 

cuentas de las juntas administradoras locales, 
los concejos y de las asambleas. Las corporacio-
nes públicas del orden territorial deberán elabo-
rar anualmente un plan de acción de rendición de 
cuentas, cumpliendo con los lineamientos del Ma-
nual Único de Rendición de Cuentas, que deberá 
ser publicado con observancia de lo consagrado en 
la presente ley.

Artículo 59. Informes de gestión y rendición de 
cuentas de las juntas administradoras locales, los 
concejos y de las asambleas. Los presidentes de las 
Juntas Administradoras Locales, de los Concejos y 
de las Asambleas y de sus comisiones permanen-
tes, elaborarán un informe de rendición de cuen-
tas del desempeño de la respectiva célula, mínimo, 
una vez al año dentro de los tres primeros meses a 
partir del segundo año.

Los informes correspondientes quedarán a dis-
posición del público de manera permanente en la 

Administradora Local, Concejo o de la Asamblea y 
en la correspondiente Secretaría General.

Los informes de rendición de cuentas de las 
Juntas Administradoras Locales, los Concejos y de 
las Asambleas y de sus comisiones permanentes 
contendrán como mínimo una relación de las pro-
posiciones presentadas, negadas, aprobadas y pen-
dientes; un inventario de los debates adelantados 
y de los Proyectos de Acuerdo presentados, nega-
dos, aprobados y pendientes; y un informe tanto de 

y contractuales correspondientes, así como de los 
asuntos que estando pendientes requieren continui-
dad en su trámite.

TÍTULO V
DEL CONTROL SOCIAL A LO PÚBLICO

CAPÍTULO I
Del control social a lo público

Artículo 60. Control social a lo público. El con-
trol social es el derecho y el deber de los ciudada-

nos a participar de manera individual o a través de 
sus organizaciones, redes sociales e instituciones, 
en la vigilancia de la gestión pública y sus resul-
tados.

Quienes ejerzan control social podrán realizar 
alianzas con organizaciones no gubernamentales, 
fundaciones, universidades, gremios empresaria-

para fortalecer su ejercicio, darle continuidad y ob-

De igual manera, podrán coordinar su labor con 
-
-

nir estrategias conjuntas de actuación y constituir 
grupos de apoyo especializado en aspectos jurídi-

En todo caso, quien realice control social, en 
cualquiera de sus modalidades, deberá realizar al 

presentará a la ciudadanía.
Parágrafo. Los estudiantes de secundaria de úl-

timo grado, universitarios, carreras técnicas o tec-
nológicas, para optar al respectivo título, podrán 
opcionalmente desarrollar sus prácticas, pasantías 
o trabajo social, con las organizaciones de la so-
ciedad civil que realicen control social. De igual 
forma, podrán adelantar sus prácticas con las orga-
nizaciones de control social quienes aspiren a ser 
auxiliares de la justicia.

Artículo 61. Objeto del control social. El control 
social tiene por objeto el seguimiento y evaluación 
de las políticas públicas y a la gestión desarrollada 
por las autoridades públicas y por los particulares 
que ejerzan funciones públicas. La ciudadanía, de 
manera individual o por intermedio de organiza-

control social a las políticas públicas y a la equitati-

servicios públicos de acuerdo con lo establecido en 
la regulación aplicable y correcta utilización de los 
recursos y bienes públicos.

En materia de servicios públicos domiciliarios 
el control social se sujetará al régimen contenido 
en la Ley 142 de 1994 y las normas que la comple-

Artículo 62. Alcance del control social. Quien 
desarrolle control social podrá:

a) Solicitar la información pública que se re-
quiera para el desarrollo de su labor, en los térmi-
nos del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo.

b) Presentar observaciones de la labor desarro-
llada al ente encargado de la política pública.

c) Presentar peticiones, denuncias, quejas y re-
clamos ante las autoridades competentes.

d) Presentar acciones populares en los términos 
de la Ley 472 de 1998.

e) Presentar acciones de cumplimiento en los 
términos de la Ley 393 de 1997.

f) Presentar acciones de tutela en los términos 
del Decreto 2591 de 1991.
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g) Participar en audiencias públicas ante los en-
tes que las convoquen.

h) Hacer uso de los recursos y acciones lega-
les que se requieran para el desarrollo del control  
social.

Artículo 63. Modalidades del control social. 
Se puede desarrollar el control social a través de 
veedurías ciudadanas, las Juntas de vigilancia, los 
Comités de Desarrollo y Control Social de los Ser-
vicios Públicos Domiciliarios, las auditorías ciuda-
danas y las instancias de participación ciudadana, 
en los términos de las leyes que las regulan, y a tra-
vés del ejercicio de los derechos constitucionales 
dirigidos a hacer control a la gestión pública y sus 
resultados. En materia de servicios públicos domi-
ciliarios, el control social se sujetará a las normas 
especiales contenidas en la Ley 142 de 1994.

Artículo 64. Objetivos del control social. Son 
objetivos del control social de la gestión pública y 
sus resultados:

a) Fortalecer la cultura de lo público en el ciu-
dadano.

b) Contribuir a mejorar la gestión pública desde 

transparencia.
c) Prevenir los riesgos y los hechos de corrup-

ción en la gestión pública, en particular los relacio-
nados con el manejo de los recursos públicos.

d) Fortalecer la participación ciudadana para 
que esta contribuya a que las autoridades hagan un 

-
blicos.

e) Apoyar y complementar la labor de los orga-
nismos de control en la realización de sus funcio-
nes legales y constitucionales.

f) Propender al cumplimiento de los principios 
constitucionales que rigen la función pública.

g) Promover el liderazgo y la participación con 
miras a democratizar la gestión pública.

h) Poner en evidencia las fallas en la gestión pú-
blica por parte de agentes estatales y no estatales, y 
formular propuestas para mejorarla.

i) Contribuir a la garantía y al restablecimiento 
de los derechos sociales, económicos y culturales.

Artículo 65. Aspectos de la gestión pública que 
pueden ser sujetos al control social. Salvo los as-
pectos que sean reservados, todos los niveles de la 
administración pública pueden ser objeto de vigi-
lancia ciudadana.

En particular, todo contrato que celebren las ins-
tituciones del Estado estará sujeto a la vigilancia 
por parte de las personas, entidades y organizacio-
nes que quieran hacerlo, de conformidad con la nor-
matividad vigente en la materia. En tal sentido, las 
entidades del Estado y las entidades privadas que 
presten servicios públicos domiciliarios o realicen 
proyectos con recursos públicos deberán garantizar 
el ejercicio del derecho al control social. Para tal 
efecto, deberán entregar información relacionada 
con la prestación del servicio público domiciliario, 
el proyecto o el uso de los recursos públicos y de 

acuerdo con los objetivos perseguidos por el con-
trol social correspondiente, según sea el caso a los 
agentes de control para el ejercicio de su función y 
brindar las condiciones y las garantías necesarias a 
los ciudadanos, las organizaciones y redes para que 
puedan ejercer ese derecho.

Los representantes legales de las entidades pú-
blicas o privadas encargadas de la ejecución de un 
programa, proyecto, contrato o del cumplimiento 
de un servicio público domiciliario a nivel nacio-
nal, departamental o municipal deberán, por inicia-
tiva propia o a solicitud de un ciudadano o de una 
organización civil, informar a los ciudadanos y a 
las organizaciones civiles a través de un medio de 
amplia difusión en el respectivo nivel territorial, 
para que en caso de querer hacerlo realicen el con-
trol social correspondiente.

Para el cumplimiento de estas disposiciones, el 
control social se sujetará a las normas especiales 
contenidas en la Ley 142 de 1994.

Artículo 66. Principios del control social a lo 
público. Además de los consignados en la Ley 850 
de 2003 como principios rectores de las veedurías, 
las personas, entidades y organizaciones que ejer-
zan el control social lo harán con base en los prin-
cipios de:

a) Oportunidad: Buscando el impacto preventi-
vo de su acción, informando en el momento ade-
cuado.

b) Solidaridad: Por cuanto se actúa para y en 
representación de las comunidades destinatarias de 
los bienes y servicios públicos, centrados en el in-
terés general y, con especial énfasis, en el interés 
de los sectores marginados o más vulnerables de la 
población.

CAPÍTULO II
De las veedurías ciudadanas

Artículo 67. El artículo 21 de la Ley 850 de 
2003 quedará así:

Redes de veedurías: Los diferentes tipos de 
veedurías que se organicen a nivel nacional o de 
las entidades territoriales, pueden establecer en-
tre sí mecanismos de comunicación, información, 
coordinación y colaboración permitiendo el esta-
blecimiento de acuerdos sobre procedimientos y 
parámetros de acción, coordinación de actividades 
y aprovechamiento de experiencias en su actividad 
y funcionamiento, procurando la formación de una 
red con miras a fortalecer a la sociedad civil y po-

La inscripción y reconocimiento de las redes de 
veedurías se hará ante la Cámara de Comercio, o 
ante las Personerías Municipales o Distritales de 
cualquiera de las jurisdicciones a que pertenecen 
las veedurías que conforman la red.

Parágrafo. Para la inscripción de redes de vee-
durías en Personerías Municipales o Distritales, se 
exigirán los mismos requisitos que requieren las 
organizaciones sin ánimo de lucro para ser inscri-
tas ante las Gobernaciones o Alcaldías que tengan 
la competencia legal de inspección, control y vigi-
lancia de dichas organizaciones.
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Artículo 68. El artículo16 de la Ley 850 de 2003 
quedará así:

Instrumentos de acción. Para lograr de manera 
ágil y oportuna sus objetivos y el cumplimiento de 
sus funciones, las veedurías podrán elevar ante las 
autoridades competentes derechos de petición, y 
ejercer ante los jueces de la república todas las ac-
ciones que siendo pertinentes consagran la Consti-
tución y la ley.

Así mismo, las veedurías podrán:
a) Intervenir en audiencias públicas en los casos 

y términos contemplados en la ley.
b) Denunciar ante las autoridades competentes 

las actuaciones, hechos y omisiones de los servi-
dores públicos y de los particulares que ejerzan 
funciones públicas, que puedan constituir delitos, 
contravenciones, detrimento del patrimonio públi-
co, irregularidades o faltas en materia de contrata-
ción estatal y en general en el ejercicio de funcio-
nes administrativas o en la prestación de servicios 
públicos.

c) Utilizar los demás recursos, procedimientos e 
instrumentos que leyes especiales consagren para 
tal efecto.

d) Solicitar a la Contraloría General de la Repú-
-

blecido en el artículo 26, literal b) de la Ley 42 de 
1993.

e) En todo caso, dicha solicitud no puede impli-
car un vaciamiento del contenido de la competen-
cia de la contraloría territorial respectiva.

Artículo 69. La denuncia. De nición en el con-
trol scal. La denuncia está constituida por la na-
rración de hechos constitutivos de presuntas irre-
gularidades por el uso indebido de los recursos pú-
blicos, la mala prestación de los servicios públicos 
domiciliarios en donde se administren recursos pú-
blicos, la inequitativa inversión pública o el daño 
al medio ambiente, puestos en conocimiento de los 

por las veedurías o por cualquier ciudadano.
Artículo 70. Adiciónese un artículo a la Ley 850 

de 2003 del siguiente tenor:
Del procedimiento para la atención y respuesta 

seguirá un proceso común,  así:
a) Evaluación y determinación de competencia.
b) Atención inicial y recaudo de pruebas.
c) Traslado al proceso auditor, responsabilidad 

d) Respuesta al ciudadano.
Parágrafo 1°. La evaluación y determinación de 

competencia, así como la atención inicial y recau-
do de pruebas, no podrá exceder el término esta-
blecido en el Código Contencioso Administrativo 
para la respuesta de las peticiones.

denuncia durante los siguientes seis (6) meses pos-
teriores a su recepción.

Parágrafo 2°. Para el efecto, el Contralor Ge-
neral de la República en uso de sus atribuciones 
constitucionales armonizará el procedimiento para 
la atención y respuesta de las denuncias en el con-

CAPÍTULO III
Control ciudadano a la ejecución  

de la contratación pública
Artículo 71. Documentación de la auditoría ciu-

dadana. El convocante levantará un acta que des-
cribirá detalladamente las actividades adelantadas 
en las reuniones, los compromisos adquiridos por 
cualquiera de los participantes y el avance de los ya 
adquiridos, y deberá remitirla a la Administración 
para la consulta de cualquier ciudadano.

Artículo 72. Plan anual de nanciamiento de 
los organismos de control. Los organismos de con-
trol y las superintendencias tendrán que establecer 

para fortalecer los mecanismos de control social.
Artículo 73. Informes. El interventor o el super-

visor del contrato, deberá rendir mínimo dos infor-
mes al grupo de auditoría ciudadana.

En el primer informe deberá presentar:
-

tratado.
b) Actividades administrativas a cargo del con-

tratista.
c) Toda estipulación contractual y de los planes 

operativos.
En el segundo informe deberá presentar:
a) El avance de las obras con respecto a las con-

su ejecución.
b) El cumplimiento de la entidad contratante.
c) Labores realizadas para el seguimiento y vi-

gilancia para la correcta ejecución de los contratos.
Adicionalmente, deberá:
a) Tener a disposición de todo ciudadano los 

informes de interventoría o supervisión, articular 
su acción con los grupos de auditores ciudadanos, 
atender y dar respuesta a las observaciones hechas 
por estos grupos.

b) Asistir y participar en las actividades con los 
ciudadanos.

c) Facilitar el acceso permanente de la informa-
ción a su cargo para lo cual deberá emplear los me-
canismos que estime más pertinentes.

TÍTULO VII
DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL ANTE LAS 
CORPORACIONES PÚBLICAS DE ELECCIÓN 
POPULAR Y EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Artículo 74. Registro de temas de interés. Cual-
quier persona, organización social, partido o movi-
miento político, podrá inscribirse ante la Secretaría 
de la respectiva Corporación para que le sean remi-
tidos vía correo electrónico los proyectos de nor-
mas radicados y los cuestionarios de control políti-
co como sus respuestas atinentes al tema de su inte-
rés. La Secretaría remitirá a la comisión respectiva 
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las direcciones de correos electrónicos a los cuales 
deberá enviar oportunamente los proyectos que se 
adelanten en el tema.

Artículo 75. Formas de participación. En cum-
plimiento del derecho a participar en la conforma-
ción, ejercicio y control del poder político en las 
Corporaciones Públicas, además de los mecanis-
mos de participación contemplados en la Consti-
tución y la ley, estas promoverán la participación 
ciudadana, entre otras, a través de las siguientes 
formas: participación ciudadana en aspectos nor-
mativos de acuerdo a las disposiciones del artícu-
lo 155 de la Constitución Política, sesión abierta; 
propuestas ciudadanas para el ejercicio del control 
político y sesiones de comunidades educativas.

Artículo 76. Promoción. El Congreso, las Asam-
bleas, los Concejos y las Juntas Administradoras 
Locales, promocionarán y divulgarán, a través de 
sus medios de comunicación, estas nuevas formas 
de participación para efectos de garantizar su uso 
efectivo por parte de la ciudadanía.

Artículo 77. La denuncia, querella o queja ciu-
dadana. Para efectos de garantizar la participación 
de la ciudadanía, los organismos de control debe-
rán darle prioridad a la atención de forma rápida, 

Quejas de la Ciudadanía.
TÍTULO VIII

CAPÍTULO ÚNICO
Acuerdos participativos

Artículo 78. De nición. El proceso del presu-
puesto participativo es un mecanismo de asigna-

-
parente de los recursos públicos, que fortalece las 
relaciones Estado-Sociedad Civil. Para ello, los 
gobiernos regionales y gobiernos locales promue-
ven el desarrollo de mecanismos y estrategias de 
participación en la programación de sus presupues-

gestión de los recursos públicos.
Artículo 79. Objeto. La ley tiene por objeto 

establecer disposiciones que aseguren la efectiva 
participación de la sociedad civil en el proceso de 
programación participativa del presupuesto, el cual 
se desarrolla en armonía con los planes de desarro-
llo concertados de los gobiernos regionales, distri-
tales, municipales y de las localidades, así como la 

Artículo 80. Finalidad -
lidad recoger las aspiraciones y necesidades de la 
sociedad, para considerarlos en los presupuestos 
y promover su ejecución a través de programas y 
proyectos prioritarios, de modo que les permita al-
canzar los objetivos estratégicos de desarrollo hu-
mano, integral y sostenible. Así mismo, el uso de 
los recursos a través de un adecuado control social 
en las acciones públicas, en especial de los que tra-
tan el artículo 355 de la Constitución Nacional.

Artículo 81. Seguimientos a los acuerdos par-
ticipativos. Los presupuestos participativos de los 
gobiernos regionales, departamentales, municipa-

-

renciada e integrada los compromisos y acuerdos 
realizados a través de las distintas fases del pro-
ceso de programación participativa. Para ello, las 
instancias del presupuesto participativo sustentan 
los acuerdos y compromisos adquiridos, ante los 
Consejos Regionales, Municipales y Locales de 
Planeación, según sea el caso, para su inclusión en 
el presupuesto institucional.

Parágrafo. Para efectos de cumplimiento de 
la presente ley, las Asambleas y Concejos Muni-
cipales y Distritales y las Juntas Administradoras 
Locales, deberán incorporar los acuerdos partici-
pativos previos a la discusión de los presupuestos 
plurianuales.

TÍTULO VIII
DE LA COORDINACIÓN Y PROMOCIÓN  

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA
CAPÍTULO I

Del Consejo Nacional de Participación  
Ciudadana

Artículo 82. Del Consejo Nacional de Partici-
pación Ciudadana. Créase el Consejo Nacional de 
Participación Ciudadana, el cual asesorará al Go-

-
ño, seguimiento y evaluación de la política pública 
de participación ciudadana en Colombia.

Artículo 83. Coordinación de las políticas pú-
blicas en materia de participación. La coordina-
ción de las políticas públicas de participación ciu-
dadana estará a cargo del Ministerio del Interior, 
previo concepto del Consejo Nacional de Partici-
pación ciudadana, y con el apoyo del Departamen-
to Nacional de Planeación en el orden nacional; y 
en el orden departamental y municipal por la Se-

En el caso de que no sea acogido el concepto del 
Consejo Nacional de Participación, el gobierno ex-
plicará las razones para no acoger dicho concepto y 
propondrá el mecanismo de discusión para debatir 
lo no acordado.

Artículo 84. Composición del Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana. Serán miembros per-
manentes del Consejo Nacional de Participación 
Ciudadana:

a) El Ministro del Interior, quien lo presidirá y 
convocará, o su delegado.

b) El Director del Departamento Nacional de 
Planeación o su delegado, quien ejercerá como Se-
cretaría Técnica.

c) Un Gobernador elegido por la Federación de 
Departamentos.

d) Un Alcalde elegido por la Federación Colom-
biana de Municipios.

e) Un representante de las asociaciones de Víc-
timas

f) Un representante del Consejo Nacional de 
Planeación o las asociaciones de consejos territo-
riales de planeación.

g) Un representante de la Confederación co-
munal.
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h) Un representante de la Asociación Colombia-
na de Universidades ASCUN.

i) Un representante de la Confederación Colom-
biana de ONG o de otras federaciones de ONG.

j) Un representante de las federaciones o asocia-
ciones de veedurías ciudadanas.

k) Un representante de los gremios económicos.
l) Un representante de los sindicatos.
m) Un representante de las asociaciones cam-

pesinas.
n) Un representante de los grupos étnicos.
o) Una representante de las asociaciones de las 

organizaciones de mujeres.
p) Un representante del Consejo Nacional de 

Juventud.
q) Un representante de los estudiantes univer-

sitarios.
r) Un representante de las organizaciones de 

discapacitados.
s) Un representante de las Juntas Administrado-

ras Locales.
Parágrafo 1°. El Consejo podrá invitar a sus se-

siones a los representantes de las entidades y orga-
nizaciones públicas y privadas que estime conve-
niente para el cumplimiento de sus funciones.

Parágrafo 2°. Los sectores invitados a partici-
par en el Consejo Nacional de Participación con-

representante ante el consejo. Si cumplido el pla-
zo no se ha designado, los miembros del consejo 
ya elegidos solicitarán a cada una de las organi-
zaciones representativas que se reúnan para que 
de manera autónoma e independiente escojan su 
delegado. Si pasado un mes a la convocatoria no 
se produce la selección, los integrantes ya desig-

representa el sector.
Parágrafo 3°. Los miembros del Consejo Na-

cional de Participación tendrán periodos de cuatro 
años y no podrán ser reelegidos inmediatamente.

Parágrafo 4°. En todo caso los gobiernos nacio-
nales y territoriales contarán con un plazo de seis 
(6) meses contados a partir de la promulgación de 
la presente ley para conformar los respectivos Con-
sejos de Participación Ciudadana.

Parágrafo transitorio. A los dos años de con-
formado el Consejo Nacional de Participación, la 
mitad de los miembros de la sociedad civil serán 
remplazados por aquellos miembros que el Conse-
jo decida por mayoría. Los nuevos miembros ejer-
cerán su periodo por cuatro años.

Artículo 85. Funciones. El Consejo Nacional de 
Participación Ciudadana tendrá las siguientes fun-
ciones:

a) Asesorar de manera permanente al Gobierno 
Nacional en materias relacionadas con la partici-
pación ciudadana, especialmente en lo relacionado 
con el marco jurídico y el diseño de las políticas 
públicas.

b) Diseñar la puesta en marcha del Sistema Na-
cional de Participación Ciudadana como un dis-
positivo de articulación de instancias, espacios, 
sujetos, recursos, instrumentos y acciones de la 
participación ciudadana. El Sistema Nacional es-
tará conformado por los niveles departamentales, 
municipales, distritales y locales de participación 
ciudadana, por el Sistema Nacional de Planeación 
y por los Espacios e Instancias Nacionales de par-
ticipación ciudadana.

c) Evaluar de manera permanente la oferta par-
ticipativa estatal para sugerir al Gobierno Nacional 

las instancias y mecanismos de participación ciu-
dadana existentes.

-
nición de estrategias que motiven a la ciudadanía 
para presentar iniciativas para el mejoramiento de 
la participación ciudadana y promover en todo el 
país la cultura y la formación para la participación.

inversión del sector privado en programas, políti-
cas y planes para la promoción de la participación 
ciudadana.

f) Sugerir a las distintas entidades y organismos 
de la administración central y descentralizada del 
nivel nacional y a las entidades territoriales, mo-

para asegurar la debida participación ciudadana en 
los mismos. Las sugerencias deben ser evaluadas 
por las entidades y organismos correspondientes.

g) Evaluar las políticas y programas de partici-

ampliaciones que considere pertinentes.
h) Presentar un informe anual público al Con-

greso de la República sobre la situación de la parti-
cipación ciudadana en el país.

-

las iniciativas de participación ciudadana.
-

mente su agenda.
k) Promover la elaboración de códigos de ética 

para el ejercicio responsable de las actividades en 
los distintos espacios e instancias de participación 
ciudadana.

l) Promover la economía de espacios de parti-
cipación y la articulación institucional como he-
rramientas prioritarias para materializar la política 
pública de participación ciudadana.

Artículo 86. De los Consejos Departamentales, 
Distritales y Municipales de Participación Ciuda-
dana. Créanse los Consejos Departamentales, Dis-
tritales y Municipales en los municipios de catego-
rías especial, de primera y de segunda, los cuales se 
encargarán, junto con las autoridades competentes, 

evaluación de la política pública de participación 
ciudadana en sus territorios, así como de la articu-
lación con el Consejo Nacional de Participación.
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Artículo 87. Composición de los Consejos De-
partamentales, Distritales y Municipales de Par-
ticipación Ciudadana. Serán miembros perma-
nentes de los Consejos, quienes ejerzan funciones 
equivalentes a las de los miembros señalados para 
el Consejo Nacional de Participación Ciudadana a 
nivel departamental, distrital o municipal.

La composición seguirá las mismas reglas es-
tablecidas para el Consejo Nacional de Partici-
pación Ciudadana, consagradas en los artículos 
precedentes.

Artículo 88. El Ministerio del Interior o las Se-
cretarías de Gobierno o Interior en las entidades 
territoriales pondrán en funcionamiento los respec-
tivos Consejos de Participación dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la 
presente ley.

Artículo 89. De las Comisiones Regionales de 
Moralización como promotoras de la participa-
ción ciudadana. Las Comisiones Regionales de 
Moralización, serán las encargadas de la elabora-
ción de informes públicos sobre las acciones de los 
órganos de prevención, investigación y sanción de 
la corrupción, así como los avances en el ejercicio 
de la participación ciudadana y del control social 
sobre la gestión pública por parte de las autorida-
des locales, municipales y departamentales. Los 
informes deberán ser presentados al Consejo Na-
cional de Participación Ciudadana y enviados a la 
Comisión Nacional de Moralización, dentro de los 
dos primeros meses del año y entre agosto y sep-
tiembre de cada año.

Artículo 90. Funcionamiento. El Consejo Na-
cional de Participación Ciudadana se reunirá al 
menos cada cuatro meses por convocatoria del Mi-
nisterio del Interior o del Departamento Nacional 
de Planeación, sin perjuicio de que sea convocado 
a reuniones extraordinarias cuando las circunstan-
cias lo aconsejen. El Departamento Nacional de 
Planeación en ejercicio de la Secretaría Técnica 
convocará a las demás sesiones acordadas en el 
plan de trabajo que debe ser aprobado durante la 
instalación.

CAPÍTULO II
De la promoción de la participación ciudadana 

en las administraciones departamentales,  
municipales y distritales

Artículo 91. Sistema municipal o distrital de 
participación ciudadana. En todos los distritos y 
municipios de categorías especial primera o segun-
da habrá un sistema de participación ciudadana in-
tegrada por los espacios municipales o distritales 
de deliberación y concertación del respectivo nivel 
que articulan las instancias de participación ciu-
dadana creadas por las leyes. Dicho sistema será 
liderado y puesto en marcha por el Consejo de par-
ticipación de la respectiva entidad territorial.

Artículo 92. O cinas departamentales, munici-
pales y distritales para la participación ciudada-
na. Las administraciones de los departamentos con 
más de un millón de habitantes de los municipios 
de categorías especial, de primera y de segunda y 

-
moción de la participación ciudadana, adscritas a 

respectivos gobierno territoriales como órganos 
responsables de promover el derecho a la partici-
pación ciudadana en sus respectivas unidades te-
rritoriales.

Artículo 93. Promoción de la participación ciu-
dadana en las administraciones departamentales, 
municipales y distritales. La promoción del dere-
cho a la participación ciudadana en las unidades 
territoriales dependerá de las Secretarías de Go-
bierno, quienes podrán designar personal con dedi-

Artículo 94. Funciones. Para promover la par-
ticipación ciudadana, las Secretarías de Gobierno 
tendrán las siguientes funciones:

a) Formular las políticas locales de participa-
ción en armonía con la política nacional y con el 
concurso de las distintas instancias institucionales 
y no institucionales de deliberación existentes y 
con las entidades que conforman el Estado a nivel 
local.

b) Hacer seguimiento al cumplimiento de las 
políticas locales de participación, así como hacer 
seguimiento a los compromisos de las administra-
ciones emanados de los ejercicios de control social.

c) Garantizar el adecuado estudio e integración 
de las recomendaciones hechas por actores de la 
sociedad civil a la administración territorial en de-

-
zos de participación ciudadana.

d) Fomentar la cultura democrática y el conoci-
miento y apropiación de los mecanismos de parti-
cipación ciudadana y comunitaria en las institucio-
nes educativas.

e) Diseñar y gestionar estrategias e instrumentos 
que concreten en las realidades locales las políticas 
nacionales en materia de participación y organiza-
ción de la ciudadanía.

f) Diseñar y promover la estrategia que garanti-
-

ticipación ciudadana.
g) Ejecutar, controlar, coordinar y evaluar pla-

nes, programas y proyectos para la promoción de 
la participación ciudadana, el interés asociativo y 
la organización comunitaria en el departamento o 
municipio.

h) Fomentar procesos asociativos en las organi-
zaciones sociales y comunitarias.

i) Liderar, orientar y coordinar los procesos de 
participación de los grupos poblacionales desde la 
perspectiva etaria, étnica, generacional y de equi-
dad de género.

j) Desarrollar la rendición de cuentas a la ciuda-
danía y promover ejercicios de control social como 
procesos permanentes que promuevan, en lengua-
jes comprensibles, la interlocución y evaluación 
de la gestión pública de acuerdo con los intereses 
ciudadanos.
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k) Estimular los ejercicios de presupuestación 
participativa a través de toma de decisiones de ca-
rácter deliberativo sobre la destinación de recursos 
de inversión pública.

CAPÍTULO III
 

ciudadana
Artículo 95. Sobre el gasto en participación 

ciudadana. Se entenderá por gasto en participación 
-

yectos para la promoción, protección y garantía al 
ejercicio del derecho de participación. Dichas acti-
vidades y proyectos propenderán por la puesta en 
marcha y la operación de mecanismos efectivos de 
participación para que las personas y las organi-
zaciones civiles puedan incidir en la elaboración, 
ejecución y seguimiento a las decisiones relaciona-
das con el manejo de los asuntos públicos que las 
afecten o sean de su interés.

Parágrafo 1°. Ninguna entidad estatal podrá 
utilizar las apropiaciones presupuestales de parti-
cipación ciudadana en gastos distintos de los con-

-
cipación ciudadana que expone este artículo y los 
que apruebe el Consejo Nacional de Participación.

Parágrafo transitorio. El Departamento Nacio-
nal de Planeación y el Ministerio de Hacienda a 
partir de la vigencia de esta ley y en un periodo 
no mayor a un (1) año, adoptarán una metodolo-

lo previsto en el presente título, los presupuestos 
de gasto e inversión de las entidades del orden na-
cional, departamental, municipal, distrital y local 
en relación con la participación ciudadana, previa 
consulta con el Ministerio del Interior según reco-
mendaciones del Consejo Nacional para la Partici-
pación Ciudadana.

Artículo 96. Financiación de la participación 
ciudadana. Los recursos para los programas de 
apoyo y promoción de la participación ciudadana 
podrán provenir de las siguientes fuentes:

a) Fondo para la Participación Ciudadana y el 
Fortalecimiento de la Democracia.

b) Recursos de las entidades territoriales que 
desarrollen programas relacionados con el ejerci-
cio de la participación ciudadana.

c) Recursos de la cooperación internacional que 

programas y proyectos que impulsen la interven-
ción de la ciudadanía en la gestión pública.

d) Recursos del sector privado, de las Fundacio-
nes, de las Organizaciones No Gubernamentales y 
de otras entidades, orientados a la promoción de la 
participación ciudadana.

e) Recursos de las entidades públicas del orden 
nacional que tengan dentro de sus programas y pla-
nes la función de incentivar y fortalecer la partici-
pación ciudadana.

Artículo 97. El Fondo para la Participación 
Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democracia. 
Este Fondo será una cuenta adscrita al Ministerio 

del Interior sin personería jurídica ni planta de per-
-

y proyectos de formación para la participación ciu-
dadana o de participación ciudadana.

Parágrafo 1°. Los planes, programas y proyec-
-

drán ser ejecutados directamente por el Ministerio 
del Interior o mediante contratos o convenios con 
entidades de derecho público.

Parágrafo 2°. La participación del Fondo en la 

y proyectos de participación ciudadana no exime a 
las autoridades públicas del nivel nacional depar-
tamental, municipal y distrital, de cumplir con sus 
obligaciones constitucionales y legales en la pro-
moción y garantía del derecho a la participación 
ciudadana en sus respectivas jurisdicciones.

Parágrafo 3°. La dirección, administración y 
ordenación del gasto del Fondo estará a cargo del 
Ministro del Interior o de quien este delegue.

Parágrafo 4°. El Fondo deberá realizar un infor-
me dos veces al año al Consejo Nacional de Par-
ticipación Ciudadana donde incluya el reporte de 
sus actividades, prioridades y ejecución del presu-
puesto.

Artículo 98. Recursos del Fondo para la Par-
ticipación Ciudadana y el Fortalecimiento de la 
Democracia. Los recursos del Fondo estarán cons-
tituidos por:

a) Los recursos que se le asignen en el Presu-
puesto General de la Nación.

b) Las donaciones de dinero que ingresen di-
rectamente al Fondo previa incorporación al Pre-
supuesto General de la Nación y las donaciones en 
especie legalmente aceptadas.

c) Los aportes provenientes de la cooperación 
internacional, previa incorporación al Presupuesto 
General de la Nación.

d) Créditos contratados nacional o internacio-
nalmente.

e) Los demás bienes, derechos y recursos ad-
judicados, adquiridos o que adquieran a cualquier 
título, de acuerdo con la ley.

Artículo 99. Inversiones asociadas a la parti-
cipación ciudadana. Los recursos presupuestales 
asociados a la promoción de la participación ciu-
dadana deben invertirse prioritariamente en:

a) Apoyo a iniciativas enfocadas al fortaleci-
miento de las capacidades institucionales de las 
entidades que conforman las administraciones pú-
blicas nacionales, departamentales, municipales y 
distritales para promover y garantizar el derecho a 
la participación ciudadana que formen parte de un 
programa o plan que contenga una evaluación de 

b) Apoyo a iniciativas encaminadas a la puesta 
en marcha de ejercicios de presupuestación parti-
cipativa en los distintos niveles de organización 
territorial del país.
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c) Apoyo a iniciativas de control social enfoca-
das a promover el seguimiento y la evaluación a la 
gestión de las autoridades públicas del orden na-
cional, departamental, municipal y distrital.

d) Atender los costos derivados de la labor de 
seguimiento y supervisión la ejecución de los pro-

Participación Ciudadana en los que incurra el Mi-
nisterio del Interior o a quien este delegue.

e) Apoyo a iniciativas dirigidas al fortaleci-
miento de las capacidades organizacionales de las 
expresiones asociativas de la sociedad civil que 
buscan materializar las distintas manifestaciones 
de la participación ciudadana a nivel nacional, de-
partamental, municipal y distrital.

f) Apoyo a iniciativas encaminadas a la puesta 
en marcha de ejercicios de presupuestación parti-
cipativa en los distintos niveles de organización 
territorial del país.

g) Apoyo a las organizaciones comunitarias y 
sociales para que ejerzan su derecho a la participa-
ción en el marco del artículo 103 Constitucional.

h) Apoyo a la difusión y publicidad sobre las 
instancias de participación y la participación como 
derecho constitucional fundamental del ciudadano.

Artículo 100. Fondos departamentales, munici-
pales y distritales para la Participación Ciudada-
na. Cada departamento, municipio y distrito podrá 
crear, en ejercicio de sus competencias, un Fondo 
para la Participación Ciudadana como una cuenta 
adscrita a las Secretarías de Gobierno, sin perso-
nería jurídica ni planta de personal propia, cuyos 
recursos se destinan a la inversión en planes, pro-
gramas y proyectos de participación ciudadana en 
el respectivo nivel territorial.

-
-

tamento Nacional de Planeación, con asesoría del 
Ministerio del Interior y el Consejo Nacional de 
Participación Ciudadana, tendrá la obligación de 
consolidar el gasto y compilar toda la información 
contable de los Fondos y gastos de participación de 
los demás niveles territoriales.

Parágrafo 2°. La información suministrada por 
los Fondos departamentales, municipales y distri-
tales para la participación ciudadana deberá ser te-
nida en cuenta para las decisiones futuras sobre el 
destino y uso del gasto en participación ciudadana.

Artículo 101. De los presupuestos participati-
vos. Los gobiernos de los entes territoriales pre-
vistos en la Constitución y la ley podrán realizar 
ejercicios de presupuesto participativo, en los que 

un porcentaje de los ingresos municipales que las 
-

mente, en consonancia con los objetivos y metas 
del Plan de Desarrollo.

CAPÍTULO IV
Incentivos

Artículo 102. Incentivos simbólicos a la partici-
pación ciudadana. El Estado, en todos sus niveles 

de organización territorial, incentivará el desarrollo 
de ejercicios de participación ciudadana y de con-
trol social. Los incentivos a la participación serán:

a) Créase el premio nacional a la Participación 
Ciudadana, el cual será otorgado anualmente por el 
Ministro del Interior a la experiencia más relevante 
de participación en el país.

b) Semestralmente, en el espacio institucional 
del Ministerio del Interior, se realizará una edición 
especial dedicada a presentar una experiencia exi-
tosa en materia de participación, con la participa-
ción del ciudadano o grupo de ciudadanos que eje-
cutó la experiencia de participación exitosa.

c) Se otorgará anualmente el Premio Nacional 
al Fomento Estatal de la Participación Ciudadana, 
evento que será transmitido por el Canal Institu-
cional, al alcalde y gobernador del país que más se 
destaquen por su apoyo y práctica a experiencias 
de participación ciudadana y por el desarrollo exi-
toso de ejercicios de presupuestación participativa. 
En la misma ceremonia se otorgará anualmente el 
Premio Nacional al Fomento.

d) Declárese la semana nacional de la participa-
ción ciudadana que se celebrará cada año en el mes 
de febrero, con actividades educativas, artísticas, 
culturales, actos cívicos sociales, políticos y jorna-
das de rendición de cuentas.

e) Los municipios que promuevan la partici-
pación ciudadana y ejercicios de presupuestación 
participativa, obtendrán un puntaje adicional en el 
análisis de desempeño integral de los municipios, 
de acuerdo a los parámetros que establezca el De-
partamento Nacional de Planeación.

CAPÍTULO V
De los derechos y responsabilidades de los  
ciudadanos en la participación ciudadana
Artículo 103. Derechos de los ciudadanos en 

la participación ciudadana. Son facultades de los 
ciudadanos en el desarrollo de las instancias de 
participación ciudadana:

a) Participar en las fases de planeación, imple-
mentación, seguimiento y evaluación de la gestión 
pública y control político.

b) Ser informado oportunamente y con claridad 
sobre el derecho a la participación ciudadana sus 
contenidos, las formas y procedimientos para su 
ejercicio y, las entidades de las administraciones 
públicas con las cuales debe relacionarse de acuer-
do a los temas que son de su interés incentivar.

c) En el caso de las expresiones asociativas for-
males e informales, ser sujeto por parte de las ad-
ministraciones públicas de acciones enfocadas a su 
fortalecimiento organizativo para participar de ma-

participación ciudadana, respetando en todo caso 
su autonomía.

d) Recibir información oportuna y veraz para 
poder ejercer las acciones de participación.

e) Recibir capacitación para una mayor com-
prensión de la gestión pública y las políticas pú-
blicas.
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Artículo 104. Responsabilidades de los ciuda-
danos. Son responsabilidades de los ciudadanos en 
el ejercicio de su derecho a la participación ciuda-
dana:

a) Informarse sobre los aspectos de interés pú-
blico sobre los cuales pretenden promover discu-
siones públicas, sobre aquellos sometidos a discu-
sión por las autoridades públicas o, sobre aquellos 
que dispongan las instancias que integran la oferta 
institucional de instancias de participación ciuda-

entidades de la institucionalidad con las cuales in-
teractúa.

b) Respetar las decisiones tomadas en las ins-
tancias de participación ciudadana de acuerdo a las 
prioridades concertadas de manera colectiva por 
los actores participantes de las mismas.

c) Para el caso de las expresiones asociativas 
formales, rendir cuentas a quienes las integran y/o 
a las comunidades a las que representan de las dis-
cusiones y decisiones adoptadas en el marco del 
desenvolvimiento de la instancia de participación 
ciudadana.

CAPÍTULO VI
De los deberes de las autoridades públicas alre-
dedor de las instancias de participación ciuda-

dana
Artículo 105. Deberes de las administraciones 

nacionales, departamentales, municipales y dis-
tritales en la promoción de instancias de partici-
pación ciudadana formales e informales creadas y 
promovidas por la ciudadanía o el Estado. El Esta-
do en todos sus niveles de organización territorial 
nacional, bajo el liderazgo de las administraciones, 
tiene la obligación de:

a) Promover, proteger, implementar y acompa-
ñar instancias de participación.

b) Garantizar la participación ciudadana en los 
temas de planeación del desarrollo, de políticas so-
ciales, de convivencia ciudadana y reconciliación, 
y de inclusión de poblaciones tradicionalmente ex-
cluidas.

c) Respetar, acompañar y tomar en considera-
ción las discusiones de las instancias de partici-
pación no establecidas en la oferta institucional 
y que sean puestas en marcha por iniciativa de la 
ciudadanía tales como redes ciudadanas y mesas de 
trabajo y discusión sectorial e intersectorial, entre 
otras.

d) Proteger a los promotores de las instancias 
de iniciativa ciudadana para que se puedan desen-
volver en condiciones apropiadas sus ejercicios de 
participación ciudadana.

e) Asistir a las convocatorias realizadas por las 
instancias de participación de iniciativa ciudadana 
a las que sean invitados toda vez que en ellas se 
debatan asuntos de su competencia.

f) Emitir concepto sobre las sugerencias, reco-
mendaciones y propuestas presentadas de manera 
formal y derivadas del desarrollo de las instancias 

de participación de iniciativa ciudadana o guber-
namental que no se encuentran dentro de la oferta 
institucional.

g) Cumplir los compromisos a los que se lle-
gue en desarrollo de las instancias de participación 
dentro de los plazos pactados en las mismas.

h) Convocar de manera amplia y democrática 
a los ciudadanos a las instancias de participación 

ciudadanos sobre otros y haciendo uso de todos los 
canales de información disponibles.

i) Llevar a cabo los ejercicios de consulta de 
manera amplia y deliberativa, comprendiendo que 
la presencia de la ciudadanía no se debe invocar 
para legitimar los intereses de los gobernantes o de 
los promotores ciudadanos de las instancias vincu-
ladas a la oferta institucional, sino para alimentar 
la gestión y el debate público con las opiniones de 
las personas.

j) Blindar el desarrollo de este tipo de ejercicios 

otras fuentes de ilegalidad.
k) Propiciar las acciones pertinentes y necesa-

rias de fortalecimiento de las capacidades insti-
tucionales de sus dependencias para garantizar el 
derecho a la participación ciudadana.

l) Convocar de manera amplia, cumplida y 
constante a las instancias de discusión, llevando un 
adecuado control de la información allí producida, 
así como del cumplimiento de las decisiones y/o 
sugerencias.

m) No conformar estas instancias con criterios 
políticos.

n) Brindar asistencia técnica y acompañar la 

el fortalecimiento de las capacidades de quienes in-
tegran estas instancias.

o) Capacitar y promover a la ciudadanía en las 
-

cias sobre los diversos casos a que haya lugar, al 
igual de mostrarles las instancias competentes den-
tro del Estado colombiano para recepción de di-
chas denuncias.

TÍTULO IX
ALIANZAS PARA LA PROSPERIDAD

Artículo 106. Alianzas para la prosperidad. En 
los municipios donde se desarrollen proyectos de 
gran impacto social y ambiental producto de activi-
dades de explotación minero energética, se podrán 
crear a nivel municipal Alianzas para la Prosperi-
dad como instancias de diálogo entre la ciudada-
nía, especialmente las comunidades de áreas de in-

Nacional y las empresas que desarrollen proyectos 
-

nejo de dichos impactos.
Parágrafo. En ningún caso las Alianzas para la 

Prosperidad sustituyen los procesos de consulta 
previa a los cuales tienen derecho los grupos étni-
cos del territorio nacional, de igual manera no sus-
tituye lo dispuesto en la Ley 99 de 1993. En todo 
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caso, las Alianzas para la Prosperidad no constitu-
yen un prerrequisito o una obligación vinculante 
para las empresas.

Artículo 107. Contenido de las Alianzas para la 
Prosperidad. Los acuerdos entre los actores cons-
tituyen las Alianzas para la prosperidad. En ellas se 

que permitan el desarrollo social sostenible.
De igual forma, las Alianzas deben contener la 

visión del desarrollo que respete las características 
sociales, culturales y comunitarias, así como las 
responsabilidades del gobierno nacional, departa-
mental y municipal y de las empresas mediante sus 
mecanismos de responsabilidad social empresarial, 
y aquellos que se deriven de las licencias ambien-
tales y los planes de manejo ambiental.

Artículo 108. Seguimiento al cumplimiento de 
las Alianzas para la Prosperidad. Cada Alianza 
debe contar con mecanismos de seguimiento que 
permitan el cumplimiento de los acuerdos estable-
cidos en el marco de la misma. El Ministerio del 
Interior, con el apoyo del Departamento Nacional 
de Planeación, preparará las metodologías de tra-
bajo de las Alianzas para la Prosperidad.

En aquellos casos en que las empresas que de-
sarrollen proyectos de exploración y explotación 
de recursos naturales, logren acuerdos con las co-

ambiental, social o cultural y dichos compromisos 
queden plasmados en las licencias ambientales, su 
cumplimiento se sujetará a las disposiciones pre-
vistas en las normas que regulan el otorgamiento y 
seguimiento de dichas licencias, en concordancia 
con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993.

Parágrafo. En el marco de las alianzas para la 
prosperidad, se deberá conformar un Comité de 

participación, por lo menos, dos integrantes de la 
comunidad y el agente del Ministerio Público del 
respectivo municipio, así como las autoridades que 
representen las entidades públicas y empresas que 
hagan parte de la Alianza para la Prosperidad. El 

este comité, será el documento que valide o no el 
cumplimiento de los acuerdos.

Artículo 109. Suministro de bienes y servicios 
y contratación de mano de obra de las áreas de 
in uencia. Las autoridades locales promoverán 
de manera concertada en el marco de las Alianzas 
para la Prosperidad los mecanismos que permitan 
la contratación de mano de obra local y los meca-
nismos de suministro de bienes y servicios.

TÍTULO X
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 110. Atributos del derecho a la partici-
pación. Son atributos del derecho a la participación 
las que se señalan a continuación.

a) Disponibilidad: cuando el ciudadano cuenta 
con las condiciones normativas, institucionales y 
sociales para participar en la construcción de lo 
público en los términos de equidad, con reconoci-
miento de la autonomía ciudadana.

b) Acceso: cuando el ciudadano puede ejercer 
la libre expresión, libre asociación, libre moviliza-
ción, protesta social, elegir y ser elegido; en con-
diciones de equidad e igualdad, sin ningún tipo de 
discriminación, que permita la expresión de sus di-
ferencias, intereses, posiciones políticas y visiones 
de futuro de manera autónoma.

-
dadana para la incidencia real de la participación 
en la construcción de lo público y el desarrollo de 
procesos democráticos.

d) Permanencia: entendida como la garantía de 
procesos sostenibles de participación ciudadana, 
logrando mayor incidencia en la construcción de 
lo público.

Artículo 111. Obligaciones del Estado. El estado 
garantizará las bases fundamentales de la democra-
cia a través de la libre expresión, libre movilización 
social, libre asociación, la autonomía, formación, 
fortalecimiento y reconocimiento de los ciudada-
nos, sus organizaciones y representantes, así como 
la institucionalización de mecanismos, instancias, 
y estrategias de participación; no solo mediante el 
cumplimiento de la normativa legal vigente, sino 
a través de la difusión adecuada de información, 
el apoyo al control social sobre la gestión pública, 
la formación y la promoción de la investigación e 
innovación sobre la participación, entre otros.

Artículo 112. Confórmese una comisión inte-
grada por el Ministro del Interior, tres Senadores 
y tres Representantes a la Cámara de las Comisio-
nes de Asuntos Constitucionales, y dos miembros 
de la academia designados de común acuerdo por 
los anteriores miembros, para que dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la entrada en vigen-
cia de la presente ley, compilen todos los textos 
legales que regulan el derecho a la participación 
ciudadana.

Artículo 113. El diálogo social es un mecanis-
mo democrático para la participación ciudadana y 
el fortalecimiento de las organizaciones de la so-
ciedad civil, con el objetivo de promover la inte-
racción, comunicación, consulta y seguimiento de 
políticas públicas a nivel nacional y territorial.

El Gobierno Nacional, los departamentos, los 
distritos y los municipios en común acuerdo con 
la sociedad civil podrán promover el Diálogo So-
cial como mecanismo de participación, interac-
ción, comunicación, consulta y seguimiento de 
políticas públicas, con la activa participación de 
las organizaciones de la sociedad civil. Estos Diá-
logos Sociales podrán tener acompañamiento de 
la Contraloría General de la República, Contralo-
rías Departamentales, distritales o municipales, la 
Procuraduría General de la Nación o el Ministerio 
Público, agremiaciones de personeros y agremia-
ciones de gobernadores y alcaldes.

Artículo 114. Creación de municipios. Antes 
de la expedición de la norma correspondiente y 
con independencia del mecanismo de participa-
ción ciudadana escogido, la creación de munici-
pios a través de tales mecanismos, requerirá de la 
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-
nal de los requisitos contemplados en la ley para 
tal efecto.

Artículo 115. Vigencia. La presente ley rige a 
partir del momento de su promulgación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias a las esta-
blecidas en esta ley.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 

en sesión Plenaria del Senado de la República el 
día 6 de junio de 2012, al Proyecto de ley núme-
ro 227 de 2012 Senado, 134 de 2011 Cámara, 
acumulado al 133 de 2011 Cámara, por la cual 
se dictan disposiciones en materia de promoción 
y protección del derecho a la participación demo-
crática, y de esta manera continúe su trámite legal 
y reglamentario en la honorable Cámara de Repre-
sentantes.

Jorge Eduardo Londoño, Coordinador Ponen-
te; Luis Carlos Avellaneda, Coordinador Ponente, 
Manuel Enríquez Rosero, Juan Fernando Cristo, 
Hemel Hurtado Angulo, Hernán Andrade Serrano, 
Ponentes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 5 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 236 DE 2012 SENADO, 223 DE 2012 

CÁMARA,
por la cual se dictan normas tendientes a facilitar 
y promover el desarrollo urbano y el acceso a la 

vivienda y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 

tiene como objeto señalar las competencias, res-
ponsabilidades y funciones de las entidades del 

sector privado en el desarrollo de los proyectos de 
vivienda de interés social y proyectos de vivien-
da de interés prioritario destinados a las familias 
de menores recursos, la promoción del desarrollo 
territorial, así como incentivar el sistema especiali-

La presente ley tiene los siguientes objetivos:
a) Establecer y regular los instrumentos y apo-

yos para que las familias de menores recursos pue-
dan disfrutar de vivienda digna;

de las entidades del orden nacional y territorial;

c) Establecer herramientas para la coordinación 
de recursos y funciones de la Nación y las entida-
des territoriales;

del sector privado en el desarrollo de los proyectos 
de vivienda de interés social y vivienda de interés 
prioritario;

-
ciación de vivienda;

f) Establecer instrumentos para la planeación, 
-

rial, la renovación urbana y la provisión de servi-
cios de agua potable y saneamiento básico;

g) Incorporar exenciones para los negocios ju-
rídicos que involucren la vivienda de interés prio-
ritario.

Artículo 2º. Lineamientos para el desarrollo de 
la política de vivienda. Para el cumplimiento del 
objeto de la presente ley, las entidades públicas del 
orden nacional y territorial deberán:

a) Promover mecanismos para estimular la 
construcción de vivienda de interés social y vivien-
da de interés prioritario;

b) Promover ante las autoridades correspon-
dientes, la expedición de los permisos, licencias y 
autorizaciones respectivas, agilizando los trámites 
y procedimientos;

c) Establecer el otorgamiento de estímulos para 
la ejecución de proyectos de vivienda de interés so-
cial y vivienda de interés prioritario;

d) Aportar bienes y/o recursos a los patrimonios 
autónomos constituidos para el desarrollo de los 
proyectos de vivienda de interés social y vivienda 
de interés prioritario;

e) Adelantar las acciones necesarias para identi-
-

yectos de vivienda de interés social y vivienda de 
interés prioritario;

f) Estimular la construcción de Proyectos de 
Vivienda de Interés Social y de Vivienda de Inte-
rés Prioritario en las zonas de fronteras, mediante 
acuerdos de cooperación internacional.

g) Promover la construcción de vivienda que 
propenda por la dignidad humana, que busque 
salvaguardar los derechos fundamentales de los 
miembros del grupo familiar y en particular de los 
más vulnerables y que procure preservar los dere-
chos de los niños, estimulando el diseño y ejecu-
ción de proyectos que preserven su intimidad, su 
privacidad y el libre y sano desarrollo de su perso-
nalidad.

h) Promover la construcción de vivienda de in-
terés social y vivienda de interés prioritario en el 
desarrollo de proyectos de renovación urbana.

i) Promover mecanismos de generación de in-
-

rrollo de proyectos de vivienda de interés social y 
vivienda de interés prioritario.
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Artículo 3º. Coordinación entre las entidades 
nacionales y territoriales. La coordinación entre 
la Nación y las Entidades Territoriales se referirá, 
entre otros, a los siguientes aspectos:

a) La articulación y congruencia de las políticas 
y de los programas nacionales de vivienda con los 
de los Departamentos y Municipios;

b) La disposición y transferencia de recursos 
para la ejecución de programas de vivienda de in-
terés social o interés prioritaria;

c) La transferencia de suelo para el desarrollo de 
programas de vivienda de interés prioritario;

d) El otorgamiento de estímulos y apoyos para 
la adquisición, construcción y mejoramiento de la 
vivienda;

e) La asistencia técnica y capacitación para la 
programación, instrumentación, ejecución y eva-
luación de programas de vivienda;

f) El establecimiento de mecanismos de infor-
mación y elaboración de estudios sobre las necesi-
dades, inventario, modalidades y características de 
la vivienda y de la población; y

g) Priorizar la construcción, dotación y opera-
ción de los servicios complementarios a la vivien-
da: educación, salud, seguridad, bienestar social, 
tecnologías de la información y las comunicacio-
nes y la instalación de servicios públicos domici-
liarios, entre otros, de acuerdo con los lineamien-

proyectos de vivienda de interés social y vivienda 
de interés prioritario y macroproyectos de interés 
social nacional;

h) Para los efectos del debido ejercicio de las 
competencias y responsabilidades de cada uno de 
los niveles de administración territorial relaciona-
dos con los programas de vivienda previstos en la 
presente ley, se acudirá a los instrumentos contrac-
tuales vigentes, incluido el convenio plan al que 
hace referencia el artículo 8º de la Ley 1450 de 
2011;

i) Les corresponde a las entidades del orden na-
cional responsables de la política de vivienda brin-

-
cieros, que viabilicen el desarrollo de vivienda de 
interés prioritaria y de interés social;

j) Les corresponde a los entes territoriales mu-
nicipales y distritales tomar las decisiones que pro-
muevan la gestión, habilitación e incorporación de 
suelo urbano en sus territorios que permitan el de-
sarrollo de planes de vivienda prioritaria y social, 
y garantizará el acceso de estos desarrollos a los 
servicios públicos, en armonía con las disposicio-
nes de la Ley 388 de 1997 y la Ley 142 de 1994 en 
lo correspondiente.

CAPÍTULO II
Acceso efectivo a la vivienda de interés  

prioritario
Artículo 4º. Distribución de recursos para pro-

yectos de vivienda de interés prioritario. El Minis-
-

diante resolución, los criterios de distribución de 

los recursos del presupuesto general de la Nación 
asignados al Fondo Nacional de Vivienda (Fonvi-
vienda) o la entidad que haga sus veces, para que 
este los aplique.

La distribución de los recursos incluirá un por-
centaje mínimo del 20% para los municipios de 
categorías 4, 5 y 6. No obstante, si una vez con-
formado el inventario de predios presentados para 
la realización de proyectos de vivienda de interés 
prioritario en estas entidades territoriales, dentro 

-
cional de Vivienda, no es posible comprometer los 
recursos destinados, parcial o totalmente, los mis-
mos podrán utilizarse en los demás municipios del 
país, de acuerdo con la distribución que realice el 
mismo Fondo.

Artículo 5º. Financiación y desarrollo para los 
proyectos de vivienda de interés prioritario. Los 
recursos mencionados en el artículo anterior po-
drán ser transferidos directamente a los patrimo-
nios autónomos que constituyan Fonvivienda, Fin-
deter, las entidades públicas de carácter territorial 
o la entidad que determine el Gobierno Nacional.

Para la constitución de patrimonios autónomos 
el Director o Representante Legal de la entidad res-

mercantil en los que las entidades del sector central 
y descentralizado por servicios del nivel nacional 
y territorial, o cualquier persona natural o jurídica, 
podrán ser aportantes de bienes o recursos, a título 

celebración de los contratos para la constitución de 
los patrimonios autónomos y la ejecución y liqui-
dación de los proyectos por parte de los referidos 
patrimonios, se regirán exclusivamente por las nor-
mas del derecho privado.

Las transferencias de recursos de Fonvivienda o 
de la entidad que haga sus veces, a los patrimonios 
autónomos se tendrán como mecanismo de ejecu-
ción del Presupuesto General de la Nación.

Los patrimonios autónomos cuya constitución 
se autoriza en la presente ley podrán a su vez 
contratar fiducias mercantiles para la adminis-
tración de los recursos aplicables a los proyec-
tos de construcción de vivienda de interés social 
prioritario, a las cuales podrán aportar activos 
fideicomitidos.

Los patrimonios autónomos que se constitu-
yan, de acuerdo con el presente artículo, podrán 
adelantar procesos de convocatoria y selección 
de los constructores interesados en desarrollar 
los proyectos de vivienda y/o para la adquisición 
de proyectos de vivienda de interés prioritario. 
Tales procesos se rigen por el derecho privado. 
Las condiciones y criterios para la convocatoria, 
evaluación y selección de las propuestas para el 
desarrollo de los proyectos, así como las activi-
dades de seguimiento y control de los mismos, 
serán definidas por el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio.

Con cargo a los recursos administrados por los 
patrimonios autónomos, estos asumirán los costos 
en que se incurra para el manejo y control de los 
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recursos, los gastos de operación, y cualquier otro 
contrato que se requiera para la estructuración, de-
sarrollo e implementación de esquemas previstos 
en esta ley.

En la convocatoria para el desarrollo de proyec-
tos de vivienda de interés prioritario, se deberán 
exigir, como mínimo, los siguientes requisitos:

-
nima de cinco (5) años en ejecución de proyectos 
de vivienda prioritaria o de vivienda interés social.

2. Que, en los últimos cinco años la persona 
jurídica y su representante legal, no hubieren sido 
sancionados, por incumplimientos contractuales 
relacionados con la construcción.

Parágrafo 1°. 
al Fondo Nacional de Vivienda - Fonvivienda, el 
Decreto-ley 555 de 2003 y la Ley 1469 de 2011, en 
lo que no contraríen la presente ley, tendrán plena 
vigencia.

Parágrafo 2°. Las obligaciones que establezcan 
las normas vigentes sobre las garantías relativas a 
la obra, se entenderán como obligaciones a cargo 
de los constructores y no de los patrimonios autó-
nomos que se constituyan para el desarrollo de pro-
yectos de vivienda de interés prioritario, por parte 
de las entidades a las que hace referencia este artí-
culo; aspecto que quedará claramente establecido 
en los contratos que se realicen con el constructor.

Parágrafo 3°. La política de vivienda de que 
trata la presente ley es secuencial y continua. Se 
desarrollará por programas sucesivos en el tiempo.

Cada programa consistirá en el suministro de 
una cantidad de subsidios en especie. Los siguien-
tes programas se formularán de acuerdo con la dis-
ponibilidad presupuestal y las apropiaciones del 
sector de vivienda. Las vigencias futuras que se 
constituyan para respaldar los programas tendrán 
en cuenta dicha disponibilidad y su coherencia con 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo y en el Marco de 
Gasto de Mediano Plazo.

Artículo 6°. Adquisición de proyectos de vivien-
da nueva. Los promotores y/o constructores, y las 
Cajas de Compensación Familiar podrán ofertar 
a los patrimonios autónomos de que trata esta ley 
proyectos de vivienda de interés prioritaria nueva, 
ya sea que se encuentren construidas, en construc-
ción o cuenten con las respectivas licencias urba-
nísticas, y siempre y cuando cumplan con los requi-
sitos de precio y calidad que se determinen en las 
convocatorias que se realicen para su adquisición.

Igualmente, los patrimonios autónomos podrán 
adquirir directamente proyectos de vivienda pro-
movidos, gestionados o construidos por las enti-
dades territoriales o sus entidades centralizadas o 
descentralizadas, cuando estas aporten un porcen-
taje de su valor, el cual podrá ser aportado a título 
de subsidio.

Artículo 7º. Administración de los recursos del 
subsidio -
dos por el Gobierno Nacional y aquellos que asig-
nen los entes territoriales, antes de la entrada en vi-
gencia de la presente ley, siempre que cumplan con 

los requisitos de priorización y focalización que es-
tablezca el Gobierno Nacional, podrán autorizar su 
desembolso a cualquier patrimonio autónomo que 
se constituya por parte de Fonvivienda, Findeter, 
la entidad territorial respectiva o la entidad que de-

y/o desarrollar proyectos para proveer soluciones 
de vivienda de interés prioritaria, sin que tal des-

deberá contar con autorización previa de la entidad 
otorgante.

Los recursos correspondientes a subsidios fa-
miliares de vivienda que sean objeto de renuncia 

correspondan a aquellos recuperados mediante ac-
tuaciones administrativas, podrán ser transferidos 
directamente, total o parcialmente, por parte de la 
entidad que los tenga a su cargo, a los patrimonios 
autónomos a los que hace referencia el presente 
artículo. Lo anterior, independientemente de la vi-
gencia presupuestal en la que hayan sido asignados 
los subsidios.

Todos los recursos transferidos a los patrimo-
nios autónomos, constituidos para el desarrollo de 

-
ros que estos generen, se destinarán al desarrollo 
de los referidos proyectos.

Cualquier persona natural o jurídica, pública o 
privada u organismos internacionales de coopera-
ción, podrán entregar bienes o transferir directa-
mente recursos, a los patrimonios autónomos que 
se constituyan en desarrollo de la presente ley, a 
título gratuito sin que se requiera para ello el requi-
sito de insinuación.

Los recursos para atención en vivienda, previs-
tos en desarrollo de la Ley 1448 de 2011, podrán 
formar parte de los patrimonios autónomos que se 
constituyan de acuerdo con este artículo, siempre 
y cuando estén destinados a otorgar subsidios de 
vivienda en especie a población desplazada adicio-
nales a los que otorgaría según la regla de distri-
bución que el Gobierno Nacional reglamentará de 
acuerdo con lo establecido en esta ley.

Parágrafo 1°. En el caso en que la entidad otor-
gante del subsidio tome la decisión de no prorrogar 
la vigencia de los mismos, previo a su vencimien-

Código Contencioso Administrativo y en el regla-
mento que para el efecto expida el Fondo Nacional 
de Vivienda.

Parágrafo 2°. Las Organizaciones Populares de 
Vivienda, OPV, pueden aportar los terrenos de su 
propiedad para el programa de acceso efectivo a la 
vivienda de interés prioritario, siempre y cuando 

-
zación y focalización que determine el Gobierno 
Nacional.

Artículo 8º. Constitución de patrimonio de fami-
lia. 

deberán constituir sobre los inmuebles que reciban 
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del subsidio familiar de vivienda en especie, patri-
monio familiar inembargable por el valor del res-
pectivo inmueble, en los términos de los artículos 
60 de la Ley 9ª de 1989 y 38 de la Ley 3ª de 1991.

Los notarios y/o registradores de instrumen-
tos públicos que permitan la enajenación de una 
vivienda de interés prioritario desconociendo el 
patrimonio de familia inembargable señalado en 
el presente artículo, incurrirán en causal de mala 
conducta.

Artículo 9º. Transferencia, entrega y legaliza-
ción de las viviendas. Corresponde al Ministerio de 

al sector urbano, y al Ministerio de Agricultura y 
-

entrega y/o legalización del subsidio en especie a 

proyectos de vivienda de interés prioritario.
Artículo 10. Priorización de recursos para in-

fraestructura social y de servicios públicos do-
miciliarios en proyectos de vivienda. Los Minis-
terios de Educación Nacional, Salud y Protección 
Social; el de Vivienda, Ciudad y Territorio en los 
asuntos de Agua Potable y Saneamiento Básico, 
el de Minas y Energía, el Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, el de las Tecnologías de la Información 

-
bierno Nacional, o sus equivalentes a nivel depar-
tamental, municipal o distrital, priorizarán dentro 
de los respectivos presupuestos de inversión, de 

-
tivos Ministerios, los recursos para la construcción 
y dotación de equipamientos públicos colectivos e 
infraestructura de servicios públicos domiciliarios 
para los proyectos de vivienda de interés social 

-
raciones urbanas integrales adoptadas por el Go-
bierno Nacional, de acuerdo a las directrices que 
para el efecto establezca el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio.

Los recursos a los que hace referencia este artí-
culo podrán ser transferidos a los patrimonios autó-
nomos que Fonvivienda, Findeter, o la entidad que 
establezca el Gobierno Nacional, constituyan para 
el efecto.

Parágrafo 1°. La anterior previsión se cumplirá 
sin perjuicio de las obligaciones que se hayan esta-
blecido a cargo del urbanizador en los respectivos 
planes de ordenamiento territorial o los instrumen-
tos que lo desarrollen y complementen.

Parágrafo 2°. Las Corporaciones Autónomas 
Regionales con cargo a sus recursos deberán prio-

manejo de vertimientos en los proyectos de que 
trata la presente ley, de manera coordinada con las 
entidades territoriales. Esta infraestructura deberá 
ser entregada como aporte bajo condición al pres-
tador del servicio público de alcantarillado.

Artículo 11. Subsidio en especie para población 
vulnerable. Las viviendas resultantes de los pro-

a otorgar subsidios familiares de vivienda por parte 
del Gobierno Nacional, así como los predios des-

territoriales incluyendo sus bancos de Suelo o In-
mobiliarios, se podrán asignar a título de subsidio 

requisitos de priorización y focalización que esta-
blezca el Gobierno Nacional a través del Departa-
mento Administrativo para la Prosperidad Social.

Sin perjuicio de lo anterior, la asignación de las 
viviendas a las que hace referencia el presente artí-

que se encuentre en alguna de las siguientes con-
diciones:

a) Que esté vinculada a programas sociales del 
Estado que tengan por objeto la superación de la 
pobreza extrema;

b) Que esté en situación de desplazamiento;
c) Que haya sido afectada por desastres natura-

les, calamidades públicas o emergencias y/o
d) Que se encuentre habitando en zonas de alto 

riesgo no mitigable. Dentro de la población en es-
tas condiciones, se dará prioridad a las mujeres y 
hombres cabeza de hogar, personas en situación de 
discapacidad y adultos mayores.

Las entidades territoriales que aporten o trans-

-
nio autónomo que se constituya.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional revocará la 
asignación del subsidio familiar de vivienda a que 
hace referencia este artículo y restituirá su titulari-

-
ciones de los programas sociales del Gobierno Na-
cional o del reglamento que este expida en relación 

acuerdo con el procedimiento que se establezca en 
el mismo. Esta disposición no aplica para la pobla-
ción víctima de desplazamiento forzado cuando re-
cibe el subsidio a título de restitución de vivienda, 
prevista por el artículo 123 de la Ley 1448 de 2011.

Parágrafo 2°. En todo caso, el valor de la vivien-
da otorgada a título de subsidio en especie podrá 
superar el valor del subsidio que haya sido asigna-
do en dinero antes de la entrada en vigencia de la 
presente ley, cuando el mismo sea aportado a los 

Parágrafo 3°. Para efectos de la asignación del 
Subsidio Familiar de Vivienda, la entidad otorgante 
excluirá de la conformación del hogar postulante a 
las personas que hayan sido condenadas por delitos 
cometidos en contra de menores de edad, de acuer-

El Gobierno Nacional reglamentará esta materia.
Cuando en aplicación de esta disposición re-

sultare que no existe un mayor de edad dentro de 
la conformación del hogar postulante, la entidad 
otorgante velará por el acceso efectivo al proceso 
de postulación de los menores de edad al subsidio 
familiar de vivienda, a través de la persona que los 
represente.
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Parágrafo 4°. El Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social, elaborará y entregará 
el listado de personas y familias potencialmente 
elegibles en cada Municipio y Distrito de acuerdo 
con los criterios de focalización empleados en los 
programas de superación de pobreza y pobreza ex-
trema. Con base en este listado se seleccionarán los 

100% de Vivienda en especie con la participación 
del Departamento Administrativo para la Prospe-
ridad Social, de los alcaldes y del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio a través del Fondo 
Nacional de Vivienda en los municipios y distritos 
donde se adelanten los proyectos de vivienda de 
interés social prioritario.

localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, 
los alcaldes municipales y distritales entregarán, al 
Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social, el listado de hogares potencialmente bene-

el artículo 56 de la Ley 9ª de 1989.
Parágrafo 5º. Cuando las solicitudes de pos-

tulantes para el programa del subsidio familiar 
100% de vivienda en especie excedan las solu-
ciones de vivienda que se van a entregar por los 
proyectos de vivienda de interés prioritario que se 
realice en el municipio o distrito, el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social reali-

-

en especie, de conformidad con los criterios de 
priorización establecidos en la presente ley, cuan-

dirimir el empate.
Artículo 12. El Departamento Administrativo 

para la Prosperidad Social y el Fondo Nacional de 

-
rios para que las comunidades Negras Afrocolom-
bianas e Indígenas puedan acceder a los proyectos 
de vivienda que se realicen de acuerdo con lo esta-
blecido en la presente ley.

Parágrafo. Los criterios de focalización se apli-
carán de acuerdo con los registros con los que 
cuente la autoridad competente.

Artículo 13. En los departamentos de Amazo-
nas, Guainía, San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, Vaupés y Vichada, la Vivienda de In-
terés Prioritario podrá superar el valor de los 70 
smlmv, teniendo en cuenta los costos de los mate-
riales de construcción y el transporte de los mis-
mos, de acuerdo con la reglamentación y previa 
aprobación del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio.

Artículo 14. Acompañamiento social en proyec-
tos de vivienda de interés prioritario. El Gobierno 
Nacional en cabeza del Departamento Adminis-
trativo para la Prosperidad Social o la entidad que 
haga sus veces, coordinará con entidades públicas 
o privadas el acompañamiento que desde la pers-
pectiva social requieren los proyectos de vivienda 

de interés prioritario en aspectos relacionados con 
temas de convivencia y el cuidado de las unidades 
privadas y las áreas comunes.

Las labores de asistencia y acompañamiento 
también deberán ejercerse por parte de los depar-
tamentos, en especial para los municipios de 4, 5 
y 6 categoría, y en todo caso con prioridad cuan-
do sean los mismos municipios quienes adelanten 
programas de subsidios familiares de vivienda en 
especie.

Artículo 15. Categoría Sisbén de los bene cia-
rios del subsidio familiar de vivienda. Los bene-

otorgados por el Gobierno Nacional mantendrán 
los valores de las variables de habitabilidad obteni-

(Sisbén) que tenían al momento de la asignación 
del subsidio, durante los diez (10) años siguientes 
al registro de la adquisición de la vivienda en la 

Artículo 16. Estrato socioeconómico de los 
proyectos nanciados por el Gobierno Nacional. 

calidad y la sostenibilidad de la vivienda respecto 
de su urbanismo y de la prestación de servicios, 
se considerarán como estrato socioeconómico uno 
las viviendas de interés prioritario durante los diez 
(10) años siguientes al registro de la adquisición 

-
mentos Públicos. Una vez trascurrido ese plazo se 
procederá a la actualización del estrato de acuerdo 
a la normatividad vigente.

En el caso de las víctimas de desplazamiento 
forzado, la permanencia de su vivienda en estrato 
socioeconómico 1 durará hasta tanto haya conclui-
do su reparación integral.

Artículo 17. Adiciónese un parágrafo al artículo 

28 de la Ley 1469 de 2011, el cual quedará así:
“Parágrafo 5°. 

familiar de vivienda en la modalidad de arrenda-
miento, tendrán derecho a postularse nuevamente 
para el acceso al subsidio familiar de vivienda, en 
las modalidades de adquisición, construcción o 
mejoramiento, de acuerdo con el reglamento que 
para el efecto establezca el Gobierno Nacional”.

Artículo 18. Garantía de la Nación para la -
nanciación de proyectos de vivienda de interés 
prioritario. Autorícese a la Nación - Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, para garantizar opera-
ciones de crédito público interno o externo, opera-
ciones asimiladas o conexas a estas, que celebre la 
Financiera de Desarrollo Territorial, Findeter, para 

-
ritario, en los términos de la normatividad vigente. 
Para efectos de lo previsto en esta ley, Findeter po-
drá otorgar crédito a los patrimonios autónomos de 
que trata la presente ley.

Artículo 19. Esquema de garantía. Los contra-
tos que en virtud de la presente ley suscriban los 
patrimonios autónomos con los constructores se-
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leccionados para la ejecución de los proyectos, se-
rán totalmente regulados por el derecho privado y 
sus derechos económicos podrán ser pignorados en 
garantía a favor de los establecimientos de crédi-

contrato se establecerá la forma en que el estableci-
miento de crédito hará efectiva la garantía y la po-
sibilidad de que pueda, por sí mismo o a través de 

de incumplimiento del constructor. Para el efecto, 
se mantendrá el compromiso de los recursos para 
la ejecución de las obligaciones contractuales, en 
cada uno de los proyectos.

Los patrimonios autónomos que se constituyan 
podrán servir de garantía y fuente de pago para las 
operaciones de crédito que el referido constructor 
obtenga de cualquier establecimiento de crédito, 

sido adjudicado. Para este propósito el constructor 
-

admisible a favor del establecimiento de crédito 
-
-

cimiento de crédito a obtener ningún derecho real 
-

tivo proyecto. La garantía consistirá en el derecho 
del establecimiento de crédito para que, en caso de 
incumplimiento del constructor, pueda asumir y 
concluir directamente o a través de terceros, el pro-

que establezca el Gobierno Nacional.
-

torios las garantías de que trata este artículo cons-
tituirán garantía admisible para los créditos a cons-

construcción de vivienda de interés prioritario, las 
cuales se entenderán con los mismos efectos de la 
garantía hipotecaria. En consecuencia, la garantía 
constituida hará las veces de la garantía de que tra-
ta el numeral 4 del artículo 17 de la Ley 546 de 
1999. El mismo efecto tendrá la cesión del contrato 
a un patrimonio autónomo para que sirva de fuente 
de pago de los mencionados créditos.

CAPÍTULO III
Aplicación del subsidio familiar de vivienda
Artículo 20. El artículo 8º de la Ley 3ª de 1991 

quedará así:
Artículo 8°. Causales de restitución del subsi-

dio familiar de vivienda. El Subsidio Familiar de 
Vivienda será restituible al Estado cuando los be-

la solución de vivienda o dejen de residir en ella 
antes de haber transcurrido diez (10) años desde la 
fecha de su transferencia, sin mediar permiso espe-

También será restituible el subsidio si se com-
prueba que existió falsedad o imprecisión en los 
documentos presentados para acreditar los requi-
sitos establecidos para la asignación del subsidio 
o cuando se les compruebe que han sido condena-
das por delitos cometidos en contra de menores de 

competente. El Gobierno Nacional reglamentará 
esta materia.

En ningún caso, los hijos menores de edad per-

conservarán a través de la persona que los repre-
sente.

La prohibición de transferencia a la que hace re-
ferencia el presente artículo se inscribirá en el folio 
de matrícula inmobiliaria correspondiente por parte 

Una vez vencido el plazo establecido en el pre-
sente artículo, las entidades otorgantes del subsidio 
familiar de vivienda tendrán un derecho de prefe-
rencia para la compra de los inmuebles, en el even-
to en que el propietario decida vender su vivienda. 
En consecuencia, los propietarios deberán ofrecer-
los en primer término a las entidades mencionadas, 
por una sola vez, cuyos representantes dispondrán 
de un plazo de tres (3) meses desde la fecha de 
recepción de la oferta para manifestar si deciden 
hacer efectivo este derecho, y un plazo adicional 
de seis (6) meses para perfeccionar la transacción. 
Las condiciones para la adquisición de la vivien-

vivienda en el caso en que concurran varios otor-
-

glamento por el Gobierno Nacional.
Las viviendas adquiridas en ejercicio de este de-

recho, se adjudicarán a otros hogares que cumplan 

familiar de vivienda.
Parágrafo 1°. La prohibición de transferencia y 

el derecho de preferencia de que trata el presente 
artículo se inscribirán en el folio de matrícula in-

de Registro de Instrumentos Públicos.
Parágrafo 2°. Aquel hogar que se compruebe 

de vivienda de manera fraudulenta o utilizando do-
cumentos falsos, será investigado por el delito de 
Fraude en Subvenciones, conforme al artículo 403 
A de la Ley 599 de 2000.

Artículo 21. Sanciones. Los directores o re-
presentantes legales de las entidades otorgantes 
de subsidios familiares de vivienda tendrán la fa-
cultad de investigar y sancionar a los constructo-
res, interventores, auditores y/o supervisores de 
proyectos de vivienda de interés social, personas 
jurídicas y/o naturales, que incurran en incumpli-
miento de la ejecución de proyectos de vivienda, 
de conformidad con el procedimiento establecido 
por el Gobierno Nacional.

La sanción de que trata este artículo será la im-
posibilidad de participación durante diez (10) años 
en proyectos de vivienda de interés social que vin-
culen los recursos asignados por las entidades otor-
gantes de subsidios familiares de vivienda.

Las entidades otorgantes incluirán en el sistema 
de información del subsidio familiar de vivienda la 
información de las personas naturales y/o jurídicas 
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sancionadas, para evitar su vinculación en nuevos 
proyectos de vivienda de interés social. Igualmen-
te, remitirán dicha información a las Cámaras de 
Comercio para su inclusión en el Registro Único 
de Proponentes.

Parágrafo. Aquellos constructores, intervento-
res, auditores y/o supervisores, personas naturales 
y/o jurídicas, que hayan sido objeto de medidas 
administrativas de incumplimiento por parte de las 
entidades otorgantes de subsidios, que se encuen-

-
riodo de diez (10) años a partir de la expedición de 
la presente ley en proyectos de vivienda de interés 
social que vinculen los recursos asignados por las 
entidades otorgantes de subsidios familiares de vi-
vienda.

Artículo 22. Sustitución de hogares en proyectos 
de vivienda. Cuando el subsidio familiar de vivien-
da se encuentre sin legalizar, esté vinculado a un 

mismo, o sea revocado, podrá entregarse a un nue-
vo hogar que cumpla con las condiciones de acceso 
al mismo, mediante acto administrativo expedido 
por la entidad otorgante, sin efectuar la devolución 
de los recursos al Tesoro Nacional.

Artículo 23. Legalización de subsidios familia-
res de vivienda. Los subsidios familiares de vivien-
da asignados por el Gobierno Nacional o las Cajas 
de Compensación Familiar que no fueron legaliza-
dos durante su vigencia, podrán ser objeto de este 
trámite cumpliendo con los requisitos señalados en 
la normativa vigente y la que para los efectos expe-
dirá el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio.

Artículo 24. El Fondo Nacional de Vivienda o la 
entidad que haga sus veces podrá, en virtud de los 
procesos administrativos de incumplimiento, desti-
nar recursos del subsidio familiar de vivienda para 

-
cialmente con recursos de subsidios familiares de 
vivienda de Fonvivienda, previo diagnóstico de su 
ejecución y determinando el constructor que rea-
lizará la terminación del mismo. Lo anterior, sin 
perjuicio de los procesos de exigibilidad de pólizas 
y garantías otorgadas para la debida aplicación de 
los recursos del subsidio familiar de vivienda.

CAPÍTULO IV
Vivienda rural

Artículo 25. Ejecución de la política de vivien-
da de interés social y prioritaria rural. El Minis-
terio de Agricultura y Desarrollo Rural ejecutará 
la formulación de la política de vivienda de interés 

-
daciones de la Comisión Intersectorial de Vivien-
da de Interés Social Rural, las condiciones para la 
asignación, del subsidio.

Artículo 26. Acceso efectivo a la vivienda de in-
terés social y prioritaria rural. Las viviendas del 
sector rural, se podrán asignar a título de subsidio 
en especie, por parte de la entidad otorgante de los 
subsidios de vivienda de interés social rural, a los 
hogares que se encuentren en situación de despla-
zamiento; que sus predios hayan sido restituidos 

de los programas de formalización y titulación 
de predios rurales que desarrolla el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo rural; o que pertenezcan 
a comunidades indígenas o afrodescendientes, de-
bidamente reconocidas por autoridad competente. 
En todo caso, la ejecución de los recursos de que 
trata este artículo se realizará de manera prioritaria 
en municipios de categorías 4, 5, y 6. El Gobierno 
Nacional reglamentará los requisitos de focaliza-
ción, de acuerdo con lo establecido en el presente 
artículo.

Artículo 27. Operación de los proyectos de vi-
vienda de interés prioritario del sector rural. El 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, eje-
cutará los proyectos de vivienda de interés social 
prioritario, a través de las entidades operadoras 
contratadas por el Banco Agrario de Colombia, en 
su condición de entidad otorgante del subsidio.

Parágrafo 1°. En los programas de Vivienda de 
Interés Social Prioritario Rural se garantizará el ac-
ceso preferente de las mujeres cabezas de familia, 

Parágrafo 2°. En el sector rural para soluciones 

de residuos líquidos no requerirá permiso de ver-
timiento, siempre y cuando no se afecte la calidad 
del agua del acuífero en condiciones tales que im-
pidan los usos actuales potenciales.

Artículo 28. Atención y correspondencia a la 
magnitud del dé cit de vivienda. El Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural a través del Banco 
Agrario de Colombia como entidad otorgante del 
subsidio atenderá programas de vivienda nueva, 
construcción en sitio propio y mejoramiento de 

una de las regiones del país.
Artículo 29. Recursos para la vivienda de inte-

rés prioritario rural. El Gobierno Nacional, bajo la 
coordinación del Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural, adelantará las acciones necesarias 
para promover la consecución de recursos para la 
ejecución de la política de vivienda de interés so-
cial y prioritaria rural.

Social VIS y Vivienda de Interés Prioritario VIP 
rural, con los recursos a los que hace referencia 
este artículo, la entidad otorgante del subsidio fa-
miliar de vivienda rural podrá utilizar los mismos 
mecanismos establecidos en la presente ley para la 

y Vivienda de Interés Prioritario VIP Urbana.
Artículo 30. El artículo 4º de la Ley 1415 de 

2010 quedará así:
“Artículo 4°. Del valor del Subsidio Familiar 

de Vivienda Rural (SFVR) para la población afec-
tada por desastres naturales calamidad pública o 
emergencias. La cuantía del Subsidio Familiar de 
Vivienda Rural para los grupos familiares afec-
tados por situaciones de desastre natural, calami-
dad pública o emergencias, en las modalidades de 
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construcción en sitio propio, adquisición de vivien-
da nueva o usada y mejoramiento de la vivienda en 
el sitio del desastre, se establecerá atendiendo las 
condiciones socioeconómicas, mediante el regla-
mento que expida el Gobierno Nacional”.

CAPÍTULO V
Eliminación de trámites y costos para la cele-
bración y el registro de los negocios jurídicos

Artículo 31. Exención de pago de derechos no-
tariales. En los negocios jurídicos de constitución 
de propiedad horizontal, adquisición, incluido el 
leasing habitacional, cuando se ejerza la opción 
de compra, hipoteca, afectación a vivienda fami-
liar y/o constitución de patrimonio de familia de 

prioritario, de acuerdo con las normas vigentes, in-
dependientemente de la naturaleza jurídica de las 
partes, para ninguna de ellas se causarán derechos 
notariales.

Artículo 32. Exención de derechos registrales. 
En los negocios jurídicos de constitución de pro-
piedad horizontal, adquisición, incluido el leasing 
habitacional cuando se ejerza la opción de compra, 
hipoteca, afectación a vivienda familiar y/o cons-
titución de patrimonio de familia de inmuebles 

acuerdo con las normas vigentes, independiente-
mente de la naturaleza jurídica de las partes, para 
ninguna de ellas se causarán derechos registrales. 
La calidad del inmueble debe ser acreditada ante la 

-
pectiva.

Parágrafo. Los gravámenes hipotecarios, con-
diciones resolutorias, pactos comisorios y/o cual-
quier otra limitación al dominio que recaiga sobre 
inmuebles adjudicados, enajenados, transferidos, 
cedidos o asignados por el extinto Instituto de Cré-
dito Territorial y/o por la Unidad Administrativa 
Especial Liquidadora de Asuntos del Instituto de 
Crédito Territorial (UAE – ICT) y/o el Instituto 
Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma 
Urbana – Inurbe, serán cancelados con la presen-
tación del acto administrativo que ordene dicha 

de instrumentos públicos, sin que genere cobros de 
derechos registrales.

Artículo 33. Registro de la cesión de bienes s-
cales. Los actos administrativos de cesión o trans-

entidades públicas o a particulares, en desarrollo 
de programas o proyectos de vivienda de interés 
social, no causarán derechos registrales.

CAPÍTULO VI
Estímulos y exenciones para vivienda

Artículo 34. Financiación de vivienda con la 
asignación de subsidios. Cuando el subsidio fami-

se destine a la ejecución de contratos de leasing 
habitacional, arrendamiento con opción de compra 

-
no Nacional y que implique el pago parcial de la 
vivienda, la asignación de la vivienda se podrá rea-

lizar de manera temporal, condicionando la trans-
ferencia de su titularidad al cumplimiento de las 

-
glamento que se expida para el efecto.

Parágrafo. Los recursos que se ejecuten de 
acuerdo con el mecanismo establecido en el Ca-

viviendas a título de subsidio en especie, no serán 
-

rencia el presente artículo.
Artículo 35. Opción de ahorro a través del lea-

sing habitacional y/o contrato de arrendamiento 
con opción de compra. El componente de capital 
de los cánones periódicos de los contratos de lea-
sing habitacional y/o contrato de arrendamiento 
con opción de compra, podrá administrarse por 

para otorgar dichos contratos como ahorro de lar-
go plazo a favor de los locatarios para la adquisi-
ción de la vivienda. El Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público regulará sobre el ahorro de largo 
plazo dentro de los 3 meses siguientes a la ex-
pedición de la presente ley, sin perjuicio de los 
sistemas vigentes para el desarrollo de este tipo 
de contratos.

Parágrafo 1°. Los contratos de leasing habita-
cional para vivienda de interés social, de interés 
prioritario y para renovación urbana se podrán 
ceder a sociedades administradoras de instrumen-
tos tales como carteras colectivas y/o patrimonios 

-
los valores en el mercado de valores. Esta cesión 
perfecciona la transferencia del inmueble, de las 
garantías y seguros que respaldan el contrato de 
leasing habitacional. Dicha cesión no producirá 
efectos de novación y no requiere la aceptación del 
locatario.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional deberá 
reglamentar en el plazo de 12 meses después de 
la vigencia de la presente ley, las condiciones 
bajo las cuales se garantizará la utilización del 
contrato de arrendamiento con opción de compra 
a favor del arrendatario de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 24 y 26 de la Ley 1469 de 
2011. En todo caso se utilizará esta figura como 
un mecanismo efectivo para que los sectores de 
escasos recursos puedan adquirir la propiedad 
del inmueble”.

Artículo 36. El artículo 24 de la Ley 546 de 
1999, quedará así:

“Artículo 24. Cesión de créditos hipotecarios. 
En cualquier momento, los créditos hipotecarios 
para vivienda individual y sus garantías podrán 
ser cedidos, a petición del deudor, a favor de otra 

presente ley.

artículo 1º de la presente ley o las sociedades titu-

autorizarán, en un plazo no mayor de diez (10) días 
hábiles, la cesión del crédito y sus garantías, una 
vez el deudor entregue la oferta vinculante del nue-
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vo acreedor. La Superintendencia Financiera regla-
mentará las condiciones para la legalización de las 
cesiones.

Dicha cesión se entenderá perfeccionada exclu-
sivamente con la transferencia del título represen-
tativo de la obligación correspondiente y tendrá los 
efectos previstos por el artículo 1964 del Código 
Civil. En cualquier caso la garantía hipotecaria ce-
dida en desarrollo de lo dispuesto en el presente 
artículo, respaldará el crédito desembolsado por el 
nuevo acreedor para el pago de la cesión.

La cesión de créditos no generará derechos no-
tariales, registrales e impuestos de timbre”.

Artículo 37. Adiciónese un numeral al artículo 
879 del Estatuto Tributario, así:

“22. Las transacciones que se efectúen con los 
recursos del subsidio familiar de vivienda asignado 
por el Gobierno Nacional o las Cajas de Compen-
sación Familiar, independientemente del mecanis-

-
ciones que de estos mecanismos se realicen a los 
oferentes, y las transacciones que se realicen en el 

-
sarrollo de proyectos de vivienda de interés social 
prioritario”.

Artículo 38. El parágrafo 2º del artículo 850 del 
Estatuto Tributario, quedará así:

“Parágrafo 2º. Tendrán derecho a la devolución 
o compensación del Impuesto al Valor Agregado, 
IVA, pagado en la adquisición de materiales para 
la construcción de vivienda de interés social y prio-
ritaria para estratos 1, 2 y 3, los constructores que 
desarrollen proyectos de vivienda de interés social.

La devolución o compensación se hará en una 
proporción al cuatro por ciento (4%) del valor re-
gistrado en las escrituras de venta del inmueble 
nuevo tal como lo adquiere su comprador o usuario 

vivienda de interés social, de acuerdo con las nor-
mas vigentes. El Gobierno Nacional reglamentará 
las condiciones de la devolución o compensación a 
que hace referencia el presente artículo.

La DIAN podrá solicitar en los casos que con-
sidere necesario, los soportes que demuestren el 
pago del IVA en la construcción de las viviendas”.

CAPÍTULO VII
Transferencia, titulación y saneamiento  

de inmuebles
Artículo 39. Transferencia de inmuebles para 

VIS. Las entidades públicas del orden nacional y 
territorial que hagan parte de cualquiera de las Ra-
mas del Poder Público, los bancos inmobiliarios, 
así como los órganos autónomos e independientes, 
podrán transferir a título gratuito a Fonvivienda, 
a los patrimonios autónomos que este, Findeter, o 
las entidades que establezca el Gobierno Nacional, 
constituyan, o a las entidades públicas que desarro-
llen programas de vivienda de interés social de ca-
rácter territorial, departamental, municipal o distri-

la porción de ellos, que puedan ser destinados para 
la construcción o el desarrollo de proyectos de vi-

vienda de interés social, de acuerdo a lo estableci-
do en los Planes de Ordenamiento Territorial y los 
instrumentos que lo complementen o desarrollen.

Parágrafo 1°. El representante legal o quien 
haga sus veces y la junta directiva de la respectiva 
entidad pública podrán en desarrollo de su auto-

inmuebles destinados a los proyectos que hayan 
sido archivados, declarados no viables y/o suspen-

en dación en pago, permutándolos, gravándolos o 
ejerciendo cualquier otra actividad que se derive 
del derecho de dominio.

Parágrafo 2°. La Dirección Nacional de Estupe-
facientes en Supresión, Central de Inversiones S. 
A. (CISA S. A.), y todas las demás entidades que 
tengan a su cargo la administración de programas 
de activos públicos del Estado, suministrarán al 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y al 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, un 
listado completo de los inmuebles susceptibles de 
ser vinculados de manera inmediata a la ejecución 
de proyectos de construcción de vivienda de interés 
social. Los referidos inmuebles podrán ser transfe-
ridos a las entidades públicas a las que hace refe-
rencia este artículo o a los patrimonios autónomos 
que se constituyan para el desarrollo de proyectos 
de vivienda de interés prioritario, cuando estas los 
soliciten.

Artículo 40. Imprescriptibilidad de bienes sca-
les. Los Bienes Fiscales de propiedad de las Enti-
dades Públicas, no podrán ser adquiridos por vía de 
prescripción adquisitiva ordinaria o extraordinaria, 
ni prosperará por vía de acción o de excepción ante 
ningún juez de la República.

Artículo 41. Actos de transferencia. Todos los 
negocios jurídicos que involucren recursos de sub-
sidios familiares de vivienda otorgados por el Go-
bierno Nacional, que impliquen la transferencia de 
derechos reales, por parte de una entidad pública, 

-
vienda de interés social, que realicen las entidades 
públicas a los particulares, se efectuarán mediante 
resolución administrativa, la cual será elevada a es-
critura pública y constituirá título de dominio o de 
los derechos reales que corresponda y será inscrita 

-
cos. En el mismo instrumento se constituirá el pa-

artículo 8º de la presente ley. La escritura pública 
tendrá un trámite prioritario y será exenta de apor-

En todo caso, cualquier acto de disposición del 
derecho real de dominio de bienes de propiedad de 
las Entidades Públicas, podrá realizarse a través de 
acto administrativo, sin perjuicio de las actas de 
entrega material y recibo de los inmuebles.

Artículo 42. Trámite de reparto de los actos en 
los que interviene el Fondo Nacional del Ahorro y 
las entidades territoriales. Para los casos en que 
comparezca el Fondo Nacional del Ahorro a la ce-
lebración de una escritura pública, se reglamentará 
un trámite especial reparto, por parte de la Super-
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dar cumplimiento a lo establecido en el numeral 2 
del artículo 62 de la Ley 734 de 2002.

Para los mismos efectos, la referida Superinten-
dencia establecerá un trámite especial de reparto 
para los casos en que las entidades territoriales 
comparezcan a la celebración de escrituras públi-
cas que involucren la constitución de propiedad 
horizontal, adquisición o transferencia de inmue-

prioritaria.
CAPÍTULO VIII

Habilitación de suelo urbanizable  
para vivienda

Artículo 43. Informe de lotes. Los alcaldes de 
los municipios y distritos enviarán al Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio un informe con el in-
ventario de los predios de propiedad del municipio, 
distrito y de departamento propiedad privada, que 
según el plan de ordenamiento territorial se locali-
cen en suelo urbano y de expansión urbana y que se 
puedan destinar al desarrollo de programas de vi-
vienda de interés prioritario. La misma obligación 
la tendrán los Gobernadores respecto a los predios 
de propiedad del departamento.

En el mencionado informe se deberá discrimi-
nar la titularidad pública o privada del predio y se 
deberá anexar la información de los predios en la 
que se precise, cuando menos, la disponibilidad o 
factibilidad de servicios públicos domiciliarios de 
acueducto, alcantarillado y energía eléctrica y los 
demás aspectos que mediante lineamientos esta-
blezca el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Terri-
torio.

Parágrafo 1°. Anualmente, los municipios, dis-
tritos y departamentos deberán enviar al Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio la actualización 
del informe de que trata el presente artículo.

Parágrafo 2°. Los predios, públicos o privados 
incorporados al perímetro urbano, o a los cuales se 

49 de la presente ley, deberán ser incluidos en el 
informe y en su actualización.

Artículo 44. Destinación de suelo para VIS y 
VIP. En los planes parciales con tratamiento de 
desarrollo en suelo urbano y de expansión urba-
na o en las normas urbanísticas que reglamenten 
la urbanización de suelos urbanos sin plan parcial, 
salvo cuando se trate de usos industriales, dotacio-
nales o institucionales, se determinarán los porcen-
tajes de suelos que deben destinarse al desarrollo 
de Programas de Vivienda de Interés Social (VIS) 
y de Interés Prioritario (VIP).

Los planes de ordenamiento territorial o los 
instrumentos que los desarrollen o complementen, 
de los municipios o distritos con población urbana 
superior a 100.000 habitantes y municipios locali-

distritos con población urbana superior a 500.000 
habitantes, conforme los criterios previstos en el 
parágrafo 1° del artículo 91 de la Ley 388 de 1997; 
deberán determinar dichos porcentajes, calculados 

sobre el área útil residencial del plan parcial o del 
proyecto urbanístico, tanto en suelo de expansión 
urbana como en suelo urbanizable en el perímetro 
urbano, y en ningún caso podrán ser inferiores a los 
siguientes:

Tipo de vi-
vienda

Porcentaje mínimo de suelo sobre área útil resi-
dencial del plan parcial o del proyecto urbanístico 
en predios con tratamiento de desarrollo en suelo 
urbano y de expansión urbana

VIS 10%
VIP 25%

El reglamento del Gobierno Nacional determi-
nará las condiciones en que deberá cumplirse esta 
disposición, así como las condiciones para la loca-
lización de estos suelos en otras zonas de la ciudad, 
o para su compensación a través de los bancos in-
mobiliarios, patrimonios autónomos o fondos que 
creen los municipios y distritos con destino al de-
sarrollo de programas de vivienda de interés social 
o de interés prioritario.

Cuando el suelo destinado para el desarrollo de 
proyectos VIS y VIP se encuentre en el mismo pro-
yecto, deberá quedar expresamente señalado y de-
terminado en la Escritura Pública de constitución 
de la urbanización, la cual deberá inscribirse en el 
folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los 
inmuebles. Si el suelo destinado para el desarrollo 
de proyectos VIS y/o VIP se localiza en otra zona 
de la ciudad, esta situación deberá inscribirse en el 
folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los 
inmuebles. En todo caso, las áreas correspondien-
tes solo podrán ser destinadas a este tipo de vivien-
da y deberán desarrollarse de conformidad con ese 
uso por sus propietarios, o por las entidades públi-
cas competentes en los casos en los que se hubiera 
determinado la utilidad pública correspondiente.

Parágrafo. Los porcentajes mínimos de que trata 
este artículo, aun cuando no se hayan incorpora-
do en los planes de ordenamiento o en los instru-
mentos que los desarrollen o complementen son de 
obligatorio cumplimiento y se aplicarán a las nue-
vas solicitudes de planes parciales o de licencias 
de urbanización radicadas en legal y debida forma 
a partir de la entrada en vigencia de la reglamen-
tación que para el efecto expida el Gobierno Na-
cional.

Artículo 45. Transitorio. Incorporación del sue-
lo rural, suburbano y expansión urbana al períme-
tro urbano. 
programas de vivienda de interés social y priorita-
ria, durante el período constitucional de las admi-
nistraciones municipales y distritales comprendido 
entre los años 2012 y el 2016, y por una sola vez, 
los municipios y distritos podrán:

1. A iniciativa del alcalde municipal o distrital 
podrán incorporar al perímetro urbano los predios 
localizados en suelo rural, suelo suburbano y suelo 
de expansión urbana requeridos para el desarrollo 
y construcción de vivienda de interés social y vi-
vienda de interés prioritario, mediante el ajuste del 
Plan de Ordenamiento Territorial, que será some-
tida a aprobación directa del concejo municipal o 
distrital, sin la realización previa de los trámites de 
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concertación y consulta previstos en artículo 24 de 
la Ley 388 de 1997. Esta acción se podrá adelantar 
siempre y cuando se cumplan en su totalidad las 
siguientes condiciones:

a) Se debe tratar de predios que cuenten con 
conexión o disponibilidad inmediata de servicios 
públicos domiciliarios de acueducto, alcantarilla-
do y energía eléctrica y que tengan garantizada su 
conexión y articulación con los sistemas de movi-
lidad existentes en el municipio o distrito;

b) Los predios así incorporados al perímetro 
urbano quedarán sometidos al régimen de de-
sarrollo y construcción prioritaria de que trata 
el artículo 52 y subsiguientes de la Ley 388 de 
1997. Para su ejecución se aplicarán las normas 
del tratamiento urbanístico de desarrollo y no se 
requerirá de plan parcial ni de otro instrumento 

-
tación. En el proyecto de acuerdo se incluirá la 

del suelo;
c) Los predios no podrán colindar ni estar ubi-

cados al interior de áreas de conservación y pro-
tección ambiental, tales como las áreas del sistema 
nacional de áreas protegidas, áreas de reserva fo-
restal, áreas de manejo especial y áreas de especial 
importancia ecosistémica, ni en áreas que hagan 
parte del suelo de protección, en los términos de 
que trata el artículo 35 de la Ley 388 de 1997, ni en 
otras áreas cuyo desarrollo se haya restringido en 
virtud de la concertación ambiental que fundamen-
tó la adopción el plan de ordenamiento vigente;

d) Estos predios quedarán sometidos al régimen 
de desarrollo y construcción prioritaria, de que tra-
tan los artículos 52 y subsiguientes de la Ley 388 
de 1997.

e) Aquellos municipios cuyas cabeceras muni-
cipales y centros poblados rurales (corregimien-
tos y veredas) que estén incluidos en una de las 
siete (7) reservas forestales creadas por la Ley 2ª 
de 1959, podrán presentar ante el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible solicitud de 
sustracción rápida y expedita para los lotes que 
se destinen a vivienda de interés social (VIS) y 
vivienda de interés prioritario (VIP), para lo cual 
se expedirá por parte de dicho Ministerio la reso-
luciones correspondientes.

2. Además de los instrumentos previstos en la 
ley, a iniciativa del alcalde municipal o distrital, 

localizados al interior del perímetro urbano o de 
expansión urbana, que puedan ser destinados al 
desarrollo de proyectos de vivienda de interés 
prioritario, mediante el ajuste excepcional del 
Plan de Ordenamiento Territorial. Este ajuste se 
someterá a aprobación directa del concejo muni-
cipal o distrital, sin la realización previa de los 
trámites de concertación y consulta previstos en 
la Ley 388 de 1997, o mediante la expedición de 
decretos por parte de la autoridad municipal o dis-
trital respectiva, cuando el Plan de Ordenamiento 
Territorial contemple la autorización para el efec-
to. Estos predios quedarán sometidos al régimen 

de desarrollo y construcción prioritaria, de que 
trata el artículo 52 y subsiguientes de la Ley 388 
de 1997.

Parágrafo. Transcurridos treinta (30) días des-
de la presentación del proyecto de ajuste del plan 
de ordenamiento territorial de que trata el presen-
te artículo, sin que el concejo municipal o distrital 
adopte decisión alguna o lo niegue sin base en mo-
tivos y estudios técnicos debidamente sustentados, 
el alcalde podrá adoptarlo mediante decreto.

En el evento de que el concejo estuviere en re-
ceso, el alcalde deberá convocarlo a sesiones ex-

concejo deberá sustentarse en motivos técnicos y 
contar con la aceptación del alcalde y, en ningún 
caso, su discusión ampliará el término para decidir.

Los Concejos municipales y distritales, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 81 de la 
Ley 134 de 1994, celebrarán obligatoriamente un 
Cabildo Abierto previo para el estudio y análisis 
del proyecto de ajuste del plan de ordenamiento 
territorial.

Artículo 46. Permisos y licencias en el marco de 
los macroproyectos de interés social nacional. La 
Agencia Nacional de Licencias Ambientales otor-
gará de manera privativa las licencias, permisos, 
concesiones y autorizaciones de tipo ambiental 
que, de acuerdo con la ley y los reglamentos, se re-
quieran en el proceso de factibilidad, formulación, 
y para el desarrollo de obras y actividades con-
templadas en los macroproyectos de interés social 
nacional y en los proyectos integrales de desarro-
llo urbano de que tratan las Leyes 1151 de 2007 y 
1469 de 2011 y el Decreto-ley 4821 de 2010.

Artículo 47. Concertaciones ambientales ante 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
Será de competencia privativa del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible la revisión, aná-
lisis y aprobación de los asuntos ambientales para 
el anuncio y la adopción de los Macroproyectos de 

1151 de 2007, que se encuentran en trámite.
Parágrafo 1°. En la etapa de concertación de los 

asuntos ambientales de Macroproyectos de Interés 
Social Nacional, el Ministerio no podrá desconocer 
los actos administrativos previos que sustentan los 
trámites de concertación sometidos a su conside-
ración.

Parágrafo 2°. El ajuste de los Macroproyectos 
de Interés Social Nacional de que trata el presen-
te artículo se efectuará teniendo en cuenta única-
mente las instancias o autoridades a cuyo cargo se 
encuentren los asuntos objeto del ajuste necesario 
para el desarrollo del respectivo plan. Solo será ne-
cesaria la participación del Ministerio de Ambien-

asuntos exclusivamente ambientales.
Artículo 48. Concertaciones ambientales ante 

las Corporaciones Autónomas Regionales. Sin per-
juicio de las reglas contenidas en las Leyes 99 de 
1993 y 388 de 1997, en la etapa de concertación de 
los asuntos ambientales para la adopción, ajuste o 
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-
to territorial, planes básicos de ordenamiento terri-
torial, planes de ordenamiento territorial y planes 
parciales, las Corporaciones Autónomas Regio-
nales o autoridades ambientales correspondientes, 
solo podrán presentar observaciones de carácter 
exclusivamente ambiental en lo relacionado con el 
ordenamiento del territorio, las cuales deberán es-
tar técnicamente sustentadas. Las mismas podrán 
ser objetadas por las autoridades municipales.

Parágrafo. No hacen parte de los asuntos ex-
clusivamente ambientales las normas urbanísticas, 
arquitectónicas o estructurales, ni los demás asun-
tos técnicos o jurídicos no ambientales. Durante la 
etapa de concertación de la que trata el presente 
artículo, las Corporaciones Autónomas Regionales 
o autoridades ambientales correspondientes, no po-
drán desconocer los actos administrativos previos 
que sustentan los trámites de concertación someti-
dos a su consideración.

Artículo 49. Servicios públicos domiciliarios 
de acueducto y alcantarillado. Los prestadores de 
servicios públicos domiciliarios de acueducto y 
alcantarillado, están obligados a otorgar la viabi-
lidad y disponibilidad de los servicios y prestarlos 

sometidos al tratamiento de desarrollo, renovación 
urbana o consolidación, salvo que demuestren, 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días calendario 
siguiente a la recepción de la solicitud de licencia 
respectiva, no contar con capacidad ante la Super-
intendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, 

-
terio de Vivienda, Ciudad y Territorio.

En caso de que la Superintendencia comprue-
be que la empresa no cuenta con la capacidad, el 

previstos en la presente ley, adelantará las accio-

infraestructura requerida o aplicar lo establecido 
en los parágrafos 4° y 5° del artículo 16 de la Ley 
1469 de 2011. Igualmente, el Gobierno Nacional 

proyectos en el marco de la política de Agua Pota-
ble y Saneamiento Básico.

Artículo 50. Interconexión. Para asegurar la 
prestación de los servicios públicos y la amplia-
ción de la cobertura de los mismos, se garantizará 
a los prestadores el derecho a la interconexión de 
acuerdo con lo previsto en la Ley 142 de 1994, y 
el procedimiento regulatorio que para el efecto se 
expida. La Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios vigilará el cumplimiento de lo aquí 
previsto.

Para efectos tarifarios, solo se tendrán en cuen-
ta los costos asociados a la infraestructura directa-
mente utilizada para cada caso, excluyendo todos 
aquellos componentes del sistema que no son utili-
zados para la interconexión.

Artículo 51. Transferencia de subsidios para 
agua potable y saneamiento básico. La aproba-
ción de los instrumentos de gestión del suelo como 
planes parciales, Macroproyectos de Interés Social 

Nacional y demás operaciones urbanas integrales 
con destinación de suelos a vivienda de interés 
social y/o vivienda de interés prioritario, inclui-
rá el compromiso de celebrar los contratos a que 

para asegurar la transferencia de los subsidios a los 
prestadores de los servicios de acueducto, alcan-
tarillado y/o aseo, y autorizar el giro directo, para 
lo cual la entidad territorial hará las apropiaciones 
presupuestales necesarias en aplicación de la meto-
dología prevista por el Gobierno Nacional para la 
determinación del equilibrio entre los subsidios y 
las contribuciones. El presente artículo aplica tam-
bién para los proyectos en ejecución.

En la distribución de los recursos para agua po-
table y saneamiento básico del Sistema General de 
Participaciones, dentro del criterio contenido en el 
numeral 2 del artículo 7° de la Ley 1176 de 2007, 
se tendrá en cuenta a los municipios y distritos que 
desarrollen proyectos que cumplan con los requisi-
tos señalados en el inciso anterior.

Artículo 52. Fondo Nacional de Solidaridad de 
Agua Potable y Saneamiento Básico para la pobla-
ción vulnerable. Para garantizar la sostenibilidad 
de los servicios de agua potable y saneamiento bá-
sico en las viviendas entregadas como subsidio en 
especie para población vulnerable, créase el Fondo 
Nacional de Solidaridad de Agua Potable y Sanea-
miento Básico - Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio, como una cuenta especial de manejo de 
recursos públicos, sin personería jurídica, sujeto a 
la Constitución Política, el Estatuto Orgánico del 
Presupuesto General de la Nación y demás normas 
legales vigentes.

Parágrafo 1°. El Fondo estará conformado 

cada uno de los servicios públicos domiciliarios 
de acueducto, alcantarillado y aseo, y operará de 
forma subsidiaria a los Fondos de Solidaridad y 
Redistribución de Ingresos de cada municipio. 

se presenten, en municipios que tengan menor 
capacidad de otorgar subsidios con sus propios 
ingresos, en proporción al esfuerzo local y al nú-
mero de unidades de viviendas de interés priorita-
rio que sean entregadas como subsidio en especie 
para población vulnerable de conformidad con la 
presente ley, en los términos y condiciones que 
establezca el Gobierno Nacional.

Parágrafo 2°. Los recursos de este fondo, prove-
nientes del Presupuesto General de la Nación o de 

-

contratando directamente su manejo con un fondo 
-

cerlo.
Artículo 53. Áreas de servicio exclusivo. Por 

motivos de interés social, y con el propósito de ga-
rantizar el acceso efectivo a los servicios públicos 
de acueducto, alcantarillado y aseo, el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, podrá otorgar y/o 
asignar áreas de servicio exclusivo para el sumi-
nistro de tales servicios, en las áreas urbanas y ru-
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términos y condiciones que establezca el Gobierno 
Nacional.

-
ciero del área aquí prevista y la establecida en el ar-
tículo 40 de la Ley 142 de 1994, se podrá incluir la 
prestación de dichos servicios a todos sus usuarios.

Artículo 54. Los prestadores de servicios públi-
cos domiciliarios contarán con un término máximo 
de cuarenta y cinco (45) días hábiles, prorrogables 
hasta por veintidós (22) días hábiles, para decidir 
sobre la aprobación del diseño de las redes de ser-
vicios públicos, contados a partir de la radicación 
de la solicitud.

Vencido ese término sin pronunciamiento del 
prestador de servicios públicos, se entenderá que 
la solicitud ha sido resuelta en forma favorable al 
interesado.

-
tador de servicios públicos domiciliarios, o la au-
toridad municipal o distrital competente, acerca de 
la disponibilidad inmediata de servicios públicos 
domiciliarios contará con un término de vigencia o 
vencimiento acorde con el programa de ejecución 
de la obra indicado en la solicitud inicial, prorroga-
ble hasta por la mitad del plazo inicialmente pre-
visto, siempre y cuando haya ejecutado el 50% de 
las obras previstas.

Artículo 55. Vigencias futuras de la nación y 
las entidades del orden nacional y territorial para 
nanciación de programas o proyectos en agua 

potable y saneamiento básico para promover el 
desarrollo territorial. Los recursos girados a los 
patrimonios autónomos, están afectos a la ejecu-
ción y exclusivo cumplimiento de los compromi-
sos de los planes departamentales para el manejo 
empresarial de los servicios públicos de agua y 
saneamiento básico, y no habrá reversión de estos 
a la entidad territorial aportante. En todo caso, la 

ejecución, deberá darse en los términos previsto en 
la Ley 1483 de 2011.

Artículo 56. Sistema de Inversiones en Agua 
Potable y Saneamiento Básico, SINAS. Para efec-

-
rial en materia de infraestructura de agua potable y 
saneamiento básico, créase dentro de la estructura 
operativa del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Te-
rritorio el Sistema de Inversiones en Agua Potable 
y Saneamiento Básico - SINAS, cuyo objeto es 

implementar, y monitorear, bajo criterios técnicos 
-

cación de recursos, cumplimiento de metas secto-
riales y transparencia, la mejor estructura de ejecu-
ción anual y proyección quinquenal de proyectos 
de conformidad con las políticas, planes, y progra-

de estos criterios el SINAS apoyará la estructura-
ción del presupuesto sectorial anual de inversión y 
monitoreará la ejecución del mismo, produciendo 
los informes periódicos sectoriales donde se ca-

-

tal y nacional, entre otros, el avance en ejecución 
física, los problemas detectados, las soluciones 
implementadas, el cumplimiento de las metas, la 
efectividad interna en el trámite, y se efectúen las 
propuestas de ajuste que sean requeridas.

Parágrafo. En este sistema los entes territoriales 
deberán publicar el avance de las obras sectoriales. 
En el evento de incumplimientos en la ejecución 
de las mismas, por causas atribuibles al contratista, 
este hecho deberá ser consignado de forma explí-
cita e impedirá que el mismo sea contratado para 
obras sectoriales de agua y saneamiento básico, 
mientras permanezca en esta situación.

Artículo 57. El parágrafo 3° del artículo 61A de 
la Ley 388 de 1997, adicionado por el artículo 122 
de la Ley 1450 de 2011 quedará así:

“Parágrafo 3°. Exceptuando las unidades de 
actuación urbanística, que se regirán por lo dis-
puesto en el artículo 61 de la Ley 388 de 1997, 
en el caso de proyectos cuya iniciativa sea de las 
entidades territoriales o de terceros no propietarios 
de alguno los inmuebles objeto de las actuaciones 
contempladas en los literales a) y c) del presente 
artículo, la selección de los terceros concurrentes 
se realizará aplicando los criterios de selección ob-

No obstante, en los casos que sea necesario ade-
lantar un proceso de licitación o concurso público, 
cuando el tercero promotor de la iniciativa no re-
sulte adjudicatario, el que resulte elegido le deberá 
reconocer los gastos de formulación del proyecto, 

apertura del proceso contractual”.
CAPÍTULO IX

Otras disposiciones
Artículo 58. Facultades para adquirir predios. 

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 59 de la 
Ley 388 de 1997, se faculta a la Empresa Nacio-
nal de Renovación y Desarrollo Urbano, Virgilio 
Barco Vargas “S.A.S.” para anunciar el proyecto u 
obra que constituye el motivo de utilidad pública, 
y para adquirir por enajenación voluntaria o decre-
tar la expropiación por vía judicial o administrati-
va de inmuebles, con el objeto de desarrollar las 
actividades previstas los literales b), c), g), h), i), 
k), l), del artículo 58 de la Ley 388 de 1997. Las 
condiciones de urgencia para adelantar la expro-
piación por vía administrativa serán declaradas por 
la Empresa Nacional de Renovación y Desarrollo 
Urbano, Virgilio Barco Vargas “S.A.S.”, según los 
criterios previstos en el artículo 65 de la Ley 388 
de 1997 y los demás que determine el reglamento 
del Gobierno Nacional y también para evitar con-
secuencias lesivas para el Estado, producidas por 
las excesiva dilación en las actividades de ejecu-
ción del plan, programa, proyecto u obra.

La Empresa también podrá ejercer el derecho de 
preferencia para la enajenación de inmuebles apli-
cando en lo que resulte pertinente las disposiciones 
previstas en la Ley 9ª de 1989, de acuerdo con los 

Gobierno Nacional.
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Artículo 59. Los proyectos de renovación urba-
na que adelante la Empresa Nacional de Renova-
ción y Desarrollo Urbano, Virgilio Barco Vargas 
- S.A.S. serán adoptados por decreto del alcalde 
municipal o distrital, de conformidad con las nor-
mas que regulan los usos del suelo en el Plan de 
Ordenamiento Territorial, quien aprobará el plan-
teamiento urbanístico general que contendrá las 
normas urbanísticas necesarias para la expedición 
de las licencias urbanísticas, sin que para el efec-
to se tenga que adelantar el trámite de plan parcial 
previsto en la Ley 388 de 1997, según las condi-
ciones que establezca el reglamento del Gobierno 
Nacional.

Artículo 60. Adiciónese al artículo 61 de la Ley 
388 de 1997 un parágrafo del siguiente tenor.

“Parágrafo 3º. Los ingresos obtenidos por la 
venta de inmuebles por medio del procedimiento de 
enajenación voluntaria descritos en el presente ar-
tículo no constituyen renta ni ganancia ocasional”.

Artículo 61. Adiciónese el artículo 52 de la Ley 
388 de 1997, con el siguiente numeral:

“4. -
blica municipal o distrital o de propiedad privada 
abandonadas, subutilizadas o no utilizadas en más 
de un 60% de su área construida cubierta que no 
sean habilitadas y destinadas a usos lícitos, según 
lo previsto en el plan de ordenamiento territorial o 
los instrumentos que lo desarrollen y complemen-
ten, dentro de los dieciocho meses, contados a par-
tir de su declaratoria, de acuerdo con los estudios 
técnicos, sociales y legales que realice la entidad 
encargada por el alcalde municipal o distrital”.

Artículo 62. El Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio rendirá informe anual a las Comisio-
nes Séptimas Constitucionales del Congreso de la 
República sobre la ejecución de los programas de-
sarrollados a partir de la presente ley e indicará la 
forma en que se dé cumplimiento a los indicadores 
para el cumplimiento de las metas programadas.

Artículo 63. Garantía del suministro de agua 
para la población. Para garantizar el acceso al 

los proyectos y el desarrollo territorial, a partir de 
la expedición de la presente ley, las autoridades 
ambientales regionales y de desarrollo sostenible 
(CAR) deberán otorgar concesión de aguas en un 
plazo no mayor a tres (3) meses a centros urbanos y 
de seis (6) meses a centros nucleados de los muni-
cipios o distritos bajo su jurisdicción, que cuenten 
con infraestructura de derivación o captación. El 
Decreto 1541 de 1978 o la norma que lo derogue 

-
nicipios o distritos que a partir de la entrada en vi-
gencia de la presente ley, requieran la construcción 
de una nueva infraestructura de derivación o capta-
ción que utilice una cuenca distinta a la actual. Las 
autoridades ambientales y de desarrollo sostenible, 
otorgarán la concesión única y exclusivamente a la 

Parágrafo. Las autoridades ambientales y de 

realizar anualmente los estudios de calidad y can-

-
terráneas utilizadas para el consumo humano. Así 

se requieran a corto, mediano y largo plazo, para 
mantener y proteger el recurso hídrico con priori-
dad para el consumo humano, y establecer las ac-
ciones necesarias para mitigar los efectos negati-
vos derivados del cambio climático.

Artículo 64. Corresponsabilidad departamen-
tal. Los departamentos en atención a la correspon-
sabilidad que demanda el adelanto de proyectos y 
programas de vivienda prioritaria, en especial en 

promover el desarrollo local, de coordinar y com-
plementar la acción municipal y servir de interme-
diarios entre la Nación y los municipios, deberán 
en el ámbito exclusivo de sus competencias y se-
gún su respectiva jurisdicción:

1. Adelantar las funciones de intermediación del 
departamento en las relaciones entre la Nación y 
los municipios.

2. Ejercer la dirección y coordinación, por parte 
del Gobernador, de los servicios y programas de 
vivienda de interés prioritario en el territorio según 
se convenga con la Nación – Ministerio de Vivien-
da, Ciudad y Territorio.

3. Promover la integración, coordinación y con-
certación de los planes y programas de desarrollo 
nacional y territorial en los programas y proyectos 
de vivienda prioritaria.

4. Promover la integración de los distritos y mu-
nicipios, o entre estos últimos, para la organización 
y gestión de programas de vivienda prioritaria.

5. Efectuar el acompañamiento técnico de los 
municipios para la formulación de los planes, pro-
gramas y proyectos de vivienda prioritaria.

Artículo 65. 
al agua potable y mantener las tarifas de servicios 
públicos esenciales asequibles a la población de 
bajos ingresos, no se podrá trasladar el cobro de 
tasa retributiva y/o tasa por uso del recurso, a la 
población que pertenezca a los estratos 1, 2 y 3. 
Por tal razón, la autoridad ambiental regional y de 
desarrollo sostenible (CAR) deberá descontar el 
efecto que la población excluida causa dentro de la 
contabilización y valoración de las tasas aquí men-
cionadas, y la entidad prestadora del servicio de-
berá efectuar las correcciones tarifarias a que haya 
lugar, hasta por cinco años.

Artículo 66. Subsidio familiar de vivienda a 
madres comunitarias. Las cajas de compensación 
familiar priorizarán en la asignación de subsidios 

miembro principal sea una madre comunitaria vin-
culada a los programas de hogares comunitarios de 
bienestar, FAMIS y Madres Sustitutas, de acuerdo 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
Para acceder al proceso de postulación y asig-

nación de los subsidios familiares de vivienda a 
los que hace referencia el presente artículo, en las 
modalidades de adquisición de vivienda nueva o 
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usada, construcción en sitio propio o mejoramien-
to de vivienda, los hogares deberán contar con los 
requisitos señalados en los reglamentos expedidos 
por el Gobierno Nacional.

Artículo 67. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias, en especial 
el artículo 9° de la Ley 632 de 2000 y el artículo 18 
de la Ley 1066 de 2006.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
5 de junio de 2012, al Proyecto de ley número 
236 de 2012 Senado, 223 de 2012 Cámara, por 
la cual se dictan normas tendientes a facilitar y 
promover el desarrollo urbano y el acceso a la vi-
vienda y se dictan otras disposiciones, y de esta 
manera continúe su trámite legal y reglamentario 
en la honorable Cámara de Representantes.

Dilian Francisca Toro Torres, Coordinadora 
Ponente; Fernando Tamayo Tamayo, Coordinador 
Ponente; Antonio José Correa, Guillermo Santos 
Marín, Teresita García Romero, Gloria Inés Ra-
mírez, Jorge Eliécer Ballesteros, Gilma Jiménez 
Gómez, Édinson Delgado Ruiz, Claudia Wilches 
Sarmiento, Germán Carlosama López, Eduardo 
Carlos Merlano, Ponentes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 5 de junio de 2012 según texto propuesto 

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 238 DE 2012 SENADO
por la cual se rinde honores al doctor Alfonso Pa-
lacio Rudas, como ilustre ciudadano tolimense 

destacado a nivel nacional.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Nación honra la memoria del 

doctor Alfonso Palacio Rudas, con motivo de cum-
plirse el primer centenario de su nacimiento, el 12 
de junio de 2012 en la ciudad de Honda, depar-
tamento del Tolima, y exalta su vida y obra, sus 
aportes al desarrollo político, económico y social 
del país, particularmente a la modernización de 
la Hacienda Pública, la defensa internacional del 
café, la promoción de la cultura de los valores de la 
democracia y el cultivo de las letras.

-
des de que trata el artículo anterior, el Gobierno 
Nacional y el Congreso de la República realizarán 
actos especiales y protocolarios, cuyas fechas y ca-

República y por la Mesa Directiva del Honorable 
Congreso.

Artículo 3°. El Gobierno Nacional incluirá al 
municipio de Honda, Departamento del Tolima, en 
el Plan Nacional de Conectividad.

Artículo 4°. El Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de las Tecnologías de la Información y 
la Comunicación, Servicios Postales Nacionales S. 
A. o de quien corresponda, emitirá y pondrá en cir-

-
moria del doctor Alfonso Palacio Rudas.

Artículo 5°. El Gobierno Nacional a través de 
los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y/o 

Palacio Rudas.
Un ejemplar del libro será distribuido en todas 

las facultades de Economía de las universidades 
del país, en las instituciones del Estado y en los 
entes descentralizados del país.

Se autoriza al Gobierno Nacional y/o Congreso 
de la República para publicar las obras selectas de 
Alfonso Palacio Rudas.

Artículo 6°. El Gobierno Nacional, a través de 
Ministerio de Educación Nacional, creará la “Beca 
Alfonso Palacio Rudas”, a la que tendrán derecho 
los diez mejores bachilleres egresados cada año de 
los colegios del municipio de Honda (departamen-
to del Tolima), según los resultados de las pruebas 
Saber 11 o sus equivalentes en el futuro. Esta beca 
cubrirá la totalidad de la carrera profesional o pro-
grama universitario de elección por cada becario, 
en una universidad pública o privada del país, en la 
que sean admitidos.

Parágrafo. El Ministerio reglamentará las con-
diciones que garanticen la continuidad y mérito de 
la beca.

Artículo 7°. El Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Transporte trazará y reconstruirá, a 
la mayor brevedad, una variante con las adecuadas 

de evitar los derrumbes de la vía actual, que con 
-

tro-occidente del país y la capital de la República.
Artículo 8°. Dadas las características ecológica-

mente diferenciadas entre el alto y el bajo Magda-
lena y la longitud del río, autorícese al Gobierno 
Nacional para crear la Corporación del Alto Mag-
dalena con sede en la ciudad de Honda, con su 
correspondiente centro de investigaciones, en los 
términos de la Ley 161 de 1994.

Artículo 9°. El Gobierno Nacional, a través del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
con la colaboración de la Corporación Autónoma 
Regional del Río Grande de la Magdalena (Cor-
magdalena) y la Corporación Autónoma Regional 
del Tolima (Cortolima), creará, desarrollará e im-
plementará un plan de ordenamiento y manejo de 

evitar su desbordamiento.
Artículo 10. El Gobierno Nacional, a través del 

Ministerio de Cultura, creará, implementará y de-
sarrollará un plan de conservación y restauración 
arquitectónica del centro histórico del municipio 
de Honda (departamento del Tolima).
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Dicho plan estará orientado para atender la res-
tauración, cuidado y conservación de los siguientes 
bienes inmuebles:

1. Calle de las Trampas y las cinco cuestas o 
calles que la comunican con el Alto del Rosario.

2. Casa del Sello Real.
3. Catedral de Nuestra Señora del Rosario.
4. Plaza de Mercado.
5. Museo del Río Magdalena (Antigua Bodega 

del Rey).
6. Centro Cultural Alfonso Palacio Rudas.
7. Puente Navarro sobre el río Magdalena.
Artículo 11. El Gobierno Nacional, a través del 

Ministerio de Salud, dotará el hospital “San Juan 
de Dios” del municipio de Honda (departamento 
del Tolima) con los equipos requeridos y realizará 
las obras necesarias para convertirlo en un hospital 
del tercer nivel.

Su centro de Urgencias llevará el nombre de Al-
fonso Palacio Rudas.

Artículo 12. El Gobierno Nacional, a través del 
Ministerio de Cultura, incluirá las partidas necesa-
rias para adquirir el Teatro Honda, ubicado en el 
municipio de Honda (departamento del Tolima), 
que será destinado para la realización de activida-
des culturales, sociales y recreativas.

Artículo 13. El Gobierno Nacional, a través del 
Ministerio del Interior, dotará al Cuerpo de Bom-
beros del municipio de Honda (departamento del 
Tolima) con maquinaria, implementos y equipos 
propios de su actividad.

Artículo 14. Ordénase al Gobierno Nacional la 
implementación de las medidas necesarias para 
que el aeropuerto de Mariquita, como aeropuerto 
regional, preste servicios comerciales a toda esa 
zona del país.

Artículo 15. El Gobierno Nacional, previo es-
tudio realizado por el Ministerio de Educación 
Nacional, optimizará la planta física de las institu-
ciones educativas que llevan el nombre de Alfonso 
Palacio Rudas en las ciudades de Honda e Ibagué; 
dotará dichas instituciones educativas con equipos 
modernos acordes con la calidad y las condiciones 
de cada modalidad vocacional.

Artículo 16. El Gobierno Nacional, a través del 
Ministerio del Trabajo, incluirá las partidas nece-
sarias dentro del Presupuesto General de la Na-

Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena) regional 
Honda.

Artículo 17. El nuevo puente que comunicará a 
la cabecera municipal de Honda (Tolima) con la lo-
calidad de Puerto Bogotá (Cundinamarca), el cual 
se encuentra actualmente en construcción, llevará 
el nombre de Alfonso Palacio Rudas.

Artículo 18. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas las disposi-
ciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de ley número 238 
de 2012 Senado, por la cual se rinde honores al 
doctor Alfonso Palacio Rudas, como ilustre ciuda-
dano tolimense destacado a nivel nacional, y de 
esta manera continúe su trámite legal y reglamen-
tario en la honorable Cámara de Representantes.

Juan Lozano Ramírez,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 6 
DE JUNIO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 276 DE 2011 SENADO, 127 DE 2010 

CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia a los 2  
años de la fundación del municipio de Guatapé, en 

el departamento de Antioquia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Nación rinde homenaje al muni-

cipio de Guatapé en el departamento de Antioquia, 
con motivo de conmemorarse los 200 años de su 
fundación el 4 de octubre de 2011.

Artículo 2°. La Academia Colombiana de His-
toria, con la colaboración de la Casa de la Cultura 
del municipio de Guatapé editará una monografía 
de este municipio como compendio histórico del 
polo de desarrollo sociocultural y turístico y ar-
queológico de oriente cercano en el departamento 
de Antioquia.

Artículo 3°. La Nación erigirá un monumento a 
los fundadores en conmemoración de los 200 años, 
y lo colocará con una placa conmemorativa en el 
parque principal del municipio.

Artículo 4°. Autorízase a la Asamblea Depar-
tamental de Antioquia para la creación de una es-
tampilla conmemorativa de los doscientos años de 
Guatapé, según diseños aprobados por la Mesa Di-
rectiva del Concejo Municipal.

Artículo 5°. Radio y Televisión de Colombia, 
RTVC, producirá un programa de televisión y ra-
dio, que será transmitido por el canal institucional 
y Señal Colombia y la Radiodifusora Nacional, 
sobre los principales aspectos culturales, sociales, 
deportivos y turísticos del municipio.

Artículo 6°. De conformidad con los artículos 
334, 341 y 359 numeral 3 de la Constitución, auto-
rízase al Gobierno Nacional para incorporar dentro 
del Presupuesto General de la Nación, y/o impulsar 

las apropiaciones necesarias que permitan la ejecu-
ción de las siguientes obras:
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1. Construcción del Parque Temático e Interac-
tivo “Guatapé 200 Años”. Como iniciativa innova-
dora para el fortalecimiento y desarrollo del sector 
turístico en el municipio de Guatapé, departamento 
de Antioquia.

2. Adecuación y ampliación de la infraestructura 
de la Unidad Deportiva y Recreativa “Hildebrando 
Giraldo Parra”. Para el fortalecimiento del centro 
de iniciación y formación deportiva del municipio 
de Guatapé, departamento de Antioquia.

3. Rehabilitación de la Red Vial Urbana del mu-
nicipio de Guatapé.

4. Construcción del Hogar Múltiple del munici-
pio de Guatapé, departamento de Antioquia.

5. Construcción “Parque del Artista y el Artesa-
no” y su respectiva vía de ingreso.

6. Mejoramiento de Espacios Públicos, zonas 
verdes y ornato del casco urbano del municipio de 
Guatapé, departamento de Antioquia.

7. Mejoramiento de cinco kilómetros de la ruta 
turística anillo vial vereda Quebrada Arriba, La Pie-
dra del municipio de Guatapé, departamento de An-
tioquia a través de la aplicación de asfalto reciclado.

Artículo 7°. Autorízase al Gobierno Nacional 
para realizar los traslados presupuestales, elaborar 
los créditos y contracréditos, celebrar los contratos 
y tomar las decisiones necesarias de acuerdo con 
sus capacidades presupuestales para el cabal cum-
plimiento de la presente ley.

Artículo 8°. Esta ley rige desde la fecha de pro-
mulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 6 
de junio de 2012, al Proyecto de ley número 276 
de 2011 Senado, 127 de 2010 Cámara, por medio 
de la cual la Nación se asocia a los 2  años de la 
fundación del municipio de Guatapé, en el depar-
tamento de Antioquia, y de esta manera continúe su 
trámite legal y reglamentario en la honorable Cá-
mara de Representantes.

Jaime Alonso Zuluaga Aristizábal,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 6 de junio de 2012 según texto propuesto 
para segundo debate.

El Secretario General
Emilio Otero Dajud.
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